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	ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA
PODER LEGISLATIVO

“Año del Centenario de la Promulgación de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”


	



SÉPTIMA SESION DEL SEGUNDO PERÍODO ORDINARIO DE SESIONES.

TERCER AÑO DE EJERCICIO CONSTITUCIONAL DE LA SEXAGÉSIMA LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
19 de Septiembre de 2017.
Diputado Presidente  Sergio Garza Castillo:

Damos inicio a la Séptima   Sesión del Segundo Período  Ordinario de Sesiones del  Tercer  Año de Ejercicio Constitucional de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.  

Se solicita a las Diputadas y Diputados que registremos nuestra asistencia mediante el sistema electrónico y le solicito a la Diputada Secretaria Martha Garay Cadena,  se sirva informar sobre el número de integrantes  del  Pleno que están presentes y si existe quórum  para el desarrollo de la sesión,  no sin antes informar que las Diputadas  Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga, María del Socorro Lozano Dávila,   Luisa Ivone Gallegos Martínez y el Diputado Melchor Sánchez de la Fuente no asistirán a la presente sesión por causa justificada.

Se abre el sistema de asistencia.   Se cierra el  sistema. 

Diputada Secretaria Martha Hortensia Garay Cadena: 

Diputado Presidente,  le informo  que estamos presentes 19 Diputadas y Diputados,  por lo que existe quórum para el desarrollo de esta sesión. 

Diputado Presidente  Sergio Garza Castillo: 

Gracias,  Diputada Secretaria. 

Habiendo quórum, se declara abierta esta sesión y válidos los acuerdos que se aprueben en la misma.

A continuación,  le  solicito a la  Diputada Secretaria Claudia Elisa Morales Salazar, se sirva dar lectura al Orden del Día propuesto para el desarrollo de esta sesión. 

Diputada Secretaria Claudia Elisa Morales Salazar: 

Buenos días.

Con su permiso,  Diputado Presidente. 

Orden del Día de la Séptima Sesión del Segundo Período Ordinario de Sesiones, del Tercer Año de Ejercicio Constitucional de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

19 de Septiembre del año 2017.

1.- Lista de asistencia de las Diputadas y Diputados de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado.

2.- Declaratoria de apertura de la sesión. 

 
3.- Lectura, discusión y, en su caso aprobación del Orden del Día propuesto para el desarrollo de la sesión. 

4.- Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de la Minuta de la sesión anterior.

5.- Lectura del informe de correspondencia y documentación recibida por el Congreso del Estado.

6.- Lectura del informe sobre el trámite realizado respecto a las Proposiciones con Puntos de Acuerdo que se presentaron en la sesión anterior.

7.- Lectura, discusión y, en su caso, aprobación del Dictamen de la Comisión Encargada de Atender los Procesos Legislativos en Materia de Combate a la Corrupción, relativo al oficio enviado por el C. Sergio Dávila Flores, mediante el cual comunica estar imposibilitado para desempeñarse como integrante de la Comisión de Selección que designará a los miembros del Consejo de Participación Ciudadana del Sistema Estatal Anticorrupción y al oficio enviado por el C. Roberto Cabello Elizondo, mediante el cual hace constar su renuncia definitiva y con carácter de irrevocable como miembro de esta misma comisión.

8.- Toma de protesta de 2 de los integrantes de la Comisión de Selección que designará al Consejo de Participación Ciudadana del Sistema Estatal Anticorrupción, en sustitución de los C.C. Sergio Dávila Flores y Roberto Cabello Elizondo.
9.- Lectura de Iniciativas de Diputadas y Diputados:
A.- Iniciativa con Proyecto de Decreto que reforma la Ley de Turismo para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Diputado Javier Díaz González, conjuntamente con las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, mediante la cual propone incorporar las prioridades de promoción del turismo deportivo, en Coahuila.


B.- Iniciativa con Proyecto de Decreto para crear la Ley de Responsabilidad Patrimonial para el Estado de Coahuila de Zaragoza, que presenta el Diputado Jesús de León Tello, conjuntamente con los Diputados Integrantes del Grupo Parlamentario “Alonso José  Ricardo Lujambio Irazábal”, del Partido Acción Nacional, mediante la cual propone establecer el procedimiento para la reparación del daño causado a los derechos o bienes de los ciudadanos.
C.- Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforman diversas disposiciones de la Ley Estatal de Salud y del Sistema de Seguridad Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Claudia Elisa Morales Salazar de la Fracción Parlamentaria “Lic. Gilberto Rincón Gallardo”, del Partido Socialdemócrata de Coahuila, mediante la cual propone proteger la salud mental psicológica y social de los elementos policiacos. 

D.-  Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se modifican y adicionan diversas disposiciones del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como de la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, por conducto de la Diputada Georgina Cano Torralva, con relación a tutelar el cumplimiento de la obligación alimentaria a favor de los adultos mayores del Estado.
10.- Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de dictámenes y acuerdos en cartera:

A.- Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, con relación a una Iniciativa de Decreto  que reforma la Ley de Desarrollo Cultural para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Lic. Rubén  Ignacio Moreira Valdez, Gobernador del Estado de Coahuila de Zaragoza, mediante la cual se propone extinguir al Instituto Coahuilense de Cultura y  que sus atribuciones pasen a la Secretaría de Cultura.

B.- Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, con relación a una Iniciativa de Decreto  por el que se abroga la  Ley de Justicia para Adolescentes del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Diputado José María Fraustro Siller, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz” del Partido Revolucionario Institucional conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la  suscriben.

C.- Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, con relación a una Iniciativa de Decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones del Decreto que crea el Organismo Público Descentralizado denominado Instituto Municipal de Cultura y Educación de Torreón, planteada por el R. Ayuntamiento de Torreón, Coahuila de Zaragoza, mediante la cual propone adicionar un capítulo referente a Radio Torreón, con motivo a la concesión otorgada al Municipio por el Instituto Federal de Telecomunicaciones.

D.- Dictamen presentado por las Comisiones Unidas de Igualdad y No Discriminación y de la Defensa de los Derechos Humanos, relativo a la Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que reforma y adiciona la fracción I del Artículo 2 de la Ley para Promover la Igualdad y Prevenir la Discriminación en el Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por la Diputada Claudia Elisa Morales Salazar, de la Fracción Parlamentaria “Lic. Gilberto Rincón Gallardo”  del Partido Socialdemócrata de Coahuila, mediante la cual propone que también sea objeto de la ley, promover y garantizar la igualdad sustantiva, transversalizando la perspectiva de género en todas sus actuaciones y procurando la utilización de un lenguaje no sexista dentro de sus documentos oficiales.  

E.- Dictamen presentado por la Comisión de Igualdad y No Discriminación, relativo a la Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforma el Artículo 82 de la Ley de Acceso a las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por la Diputada María del Socorro Lozano Dávila, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz” del Partido Revolucionario Institucional, mediante la cual propone que el Estado designe los recursos financieros para apoyar la sustentabilidad y permanencia de los refugios, durante los meses en que no reciben recurso federal.

F.- Dictamen presentado por la Comisión de Igualdad y No Discriminación, relativo a la Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforma el Artículo 10 de la Ley de Prevención, Asistencia y Atención de la Violencia Familiar para el Estado de Coahuila, suscrita por la Diputada Claudia Elisa Morales Salazar, de la Fracción Parlamentaria “Lic. Gilberto Rincón Gallardo” del Partido Socialdemócrata de Coahuila, mediante la cual propone incorporar las relaciones de noviazgo dentro del concepto de violencia familiar.
11.- Proposiciones de Grupos Parlamentarios, Fracciones Parlamentarias y Diputadas y Diputados:


A.- Proposición con Punto de Acuerdo que presentan las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, por conducto del Diputado José María Fraustro Siller, “Mediante el cual se exhorta respetuosamente al Congreso de la Unión, a las Cámaras que lo integran para que:1) Revisen, discutan y eviten las reducciones previstas en el proyecto de presupuesto de egresos de la Federación (PPEF) para 2018, a la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación (SAGARPA); 2) Mantengan la ejecución de los recursos del Programa Especial concurrente para el desarrollo Rural Sustentable 2014-2018, con las entidades federativas, con una asignación no menor a 3,500 millones de pesos, en virtud de que se trata del único programa que tiene la SAGARPA que llega equitativamente a las 32 Entidades Federativas; y 3) Amplíen el Proyecto Estratégico para la Seguridad Alimenta (PESA) a las 32 Entidades Federativas, bajo una determinación presupuestal no menor a500 millones de pesos”.
De urgente y obvia resolución


B.- Proposición con Punto de Acuerdo que presenta el Diputado Jesús de León Tello, conjuntamente con los Diputados Integrantes del Grupo Parlamentario “Alonso José  Ricardo Lujambio Irazábal”, del Partido Acción Nacional, “Con objeto de que este Pleno, envíe un atento exhorto al Gobierno Federal y a la Comisión Federal de Electricidad, para que analicen y consideren suspender el arbitrario cobro de un porcentaje por la recaudación del derecho de alumbrado público (DAP)”.

De urgente y obvia resolución


C.- Proposición con Punto de Acuerdo que presente el Diputado Sergio Garza Castillo, de la Fracción Parlamentaria “Hilda Graciela Rivera de Pérez Arreola, del Partido Unidad Democrática de Coahuila, “Por la  cual se solicita se envíe nuevamente un exhorto a la Comisión Nacional del Agua, para la construcción de una presa rompe picos en el Municipio de Acuña, Coahuila, que permita hacer frente a las fuertes precipitaciones pluviales que año con año provocan inundaciones y daños a miles de habitantes desea ciudad fronteriza”.
De urgente y obvia resolución


D.- Proposición con Punto de Acuerdo que presentan las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, por conducto de la Diputada Verónica Martínez García, Irma Leticia Castaño Orozco, Martha Garay Cadena, Georgina Cano Torralva, Martha Carolina Morales Iribarren, Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga, Socorro Lozano Dávila, Graciela Trueba Carrillo y Luisa Ivone Gallegos Martínez, “Por el que se solicita a la Procuraduría General de la República, se haga justicia y se castigue con todo el peso de  la ley, a quien resulte culpable del asesinato de  la joven Mara Fernanda Castilla Miranda”.
De urgente y obvia resolución

E.- Proposición con Punto de Acuerdo que presentan las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, por conducto de los Diputados Verónica Martínez García, Antonio Nerio Maltos y Martha Carolina Morales Iribarren, “Por el que se exhorta respetuosamente al Grupo Interinstitucional para la Delimitación de las zonas Metropolitanas, conformado por la Secretaría de Desarrollo  Social, por el Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática y por el Consejo Nacional de Población, para que consideren la viabilidad de iniciar los estudios y análisis técnicos que sean necesarios para la Región Carbonífera, integrada por los Municipios de Sabinas, San Juan de Sabinas y Múzquiz, del Estado de Coahuila de Zaragoza, sea reconocida como una zona metropolitana”.
De urgente y obvia resolución

F.- Proposición con Punto de Acuerdo que presenta la Diputada Graciela Trueba Carrillo, conjuntamente con las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, “Por el que se solicita respetuosamente al titular de la Secretaría de Salud en el Estado,  analice  la urgencia de ampliar y asignar un médico al Centro de Salud de la Comunidad de El Lequeitio, del Municipio de Francisco I. Madero”.
De urgente y obvia resolución

12.- Agenda Política:
A.- Pronunciamiento que presentan las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, por conducto de la Diputada Leticia Castaño Orozco, “En relación al Feminicidio”.

13.- Clausura de la sesión y citatorio para la próxima sesión.
Es cuanto, Diputado Presidente.  
Diputado Presidente  Sergio Garza Castillo: 

Gracias, Diputada Secretaria.
Se somete a consideración el Orden del Día.  Si alguien desea intervenir.

No habiendo intervenciones,  se somete a votación el Orden del Día, pidiéndose a las Diputadas y Diputados presentes que mediante el sistema electrónico emitamos nuestro voto y a la Diputada Secretaria  Claudia Elisa Morales Salazar,  que tome nota de la votación e informe sobre el resultado. 

Se abre el sistema de votación.   Se cierra el sistema. 

Diputada Secretaria Claudia Elisa Morales Salazar:

Diputado Presidente, se informa que el resultado de la votación es el siguiente: 19 votos a favor; 0 votos en contra y 0 abstenciones. 

Diputado Presidente    Sergio Garza Castillo:

Gracias, Diputada Secretaria. 

Conforme al resultado de la votación, se aprueba por unanimidad el Orden del Día propuesto para el desarrollo de esta sesión en los términos en que fue presentada. 

Esta Presidencia informa que el Diputado Shamir Fernández, el Diputado Ricardo Saldívar no asistirán a la presente sesión por causa justificada. 

Se informa que por acuerdo de los integrantes de la Junta de Gobierno se solicita la dispensa de la lectura a la Minuta de la sesión anterior, así como del informe sobre el trámite realizado respecto a las proposiciones con Punto de Acuerdo de la sesión anterior, lo cual se somete a su consideración.  
¿Si alguien desea intervenir?
No habiendo intervenciones, se somete a votación la referida propuesta de dispensa y le solicito a la Diputada Secretaria  Martha Garay Cadena,   tome nota de la votación e informe sobre el resultado. 

Se abre el sistema de votación.   Se cierra el sistema. 

Diputada Secretaria Martha Hortensia Garay Cadena: 

Diputado Presidente,  el resultado de la votación es 19 votos a favor, 0 votos en contra y 0 abstenciones. 

Diputado Presidente  Sergio Garza Castillo: 

Gracias, Diputada Secretaria. 

Se aprueba por unanimidad la propuesta para la dispensa de la lectura de los asuntos antes mencionados, por lo que se somete a consideración la Minuta de la sesión anterior.  Si alguien desea intervenir, sírvase manifestarlo.

No habiendo intervenciones, se somete a votación la Minuta de la sesión anterior y le solicito a la Diputada Secretaria Martha Garay Cadena, se sirva tomar nota de la votación e informar sobre el resultado.

Se abre el sistema de votación.  Se cierra el sistema. 

Diputada Secretaria Martha Hortensia Garay Cadena:

Diputado Presidente,  el resultado de la votación es el siguiente: 18 votos a favor, 0 votos en contra y 0 abstenciones. 

Diputado Presidente  Sergio Garza Castillo: 

Gracias, Diputada Secretaria. 

Se aprueba por unanimidad la Minuta de la sesión anterior en los términos en que fue presentada. 

MINUTA DE LA QUINTA SESIÓN DEL SEGUNDO PERÍODO ORDINARIO DE SESIONES, DEL TERCER AÑO DE EJERCICIO CONSTITUCIONAL DE LA SEXAGÉSIMA LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
EN LA CIUDAD DE SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA, EN EL SALÓN DE SESIONES DEL CONGRESO DEL ESTADO Y SIENDO LAS 13:00 HORAS CON 13 MINUTOS, DEL 12 DE SEPTIEMBRE DEL AÑO 2017, DIO INICIO LA SESIÓN ESTANDO PRESENTES 20 DE 25 DIPUTADAS Y DIPUTADOS, CON LA ACLARACIÓN DEL PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA EN EL SENTIDO DE INFORMAR, QUE LAS DIPUTADAS LILI ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA Y MARÍA DEL SOCORRO LOZANO DÁVILA Y, LOS DIPUTADOS MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE, ANTONIO NERIO MALTOS Y RICARDO SALDÍVAR VAQUERA, DIERON AVISO QUE NO ASISTIRÍAN A LA SESIÓN POR CAUSA JUSTIFICADA.

LA PRESIDENCIA DECLARÓ ABIERTA LA SESIÓN Y VALIDA LOS ASUNTOS QUE EN ELLA SE PRESENTARAN.

1.- SE DIO LECTURA AL ORDEN DEL DÍA, APROBÁNDOSE POR UNANIMIDAD DE VOTOS EN LOS TÉRMINOS QUE FUE LEÍDA.

2.- POR UNANIMIDAD DE VOTOS SE APROBÓ LA MINUTA DE LA SESIÓN ANTERIOR DISCULPÁNDOSE SU LECTURA.

3.- SE HIZO UNA EXPOSICIÓN GENERAL DE LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO PARA ADICIONAR DOS PÁRRAFOS A LA FRACCIÓN XI DEL ARTÍCULO 5 DE LA LEY DEL SISTEMA ESTATAL PARA LA GARANTÍA DE LOS DERECHOS HUMANOS DE NIÑOS Y NIÑAS DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTÓ LA DIPUTADA LARIZA MONTIEL LUIS, CONJUNTAMENTE CON LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “ALONSO JOSÉ RICARDO LUJAMBIO IRAZÁBAL”, DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL, EN MATERIA DE APOYOS FINANCIEROS A ALBERGUES PRIVADOS QUE COLABOREN CON LAS AUTORIDADES ESTATALES SOBRE EL RESGUARDO, CUSTODIA O ACOGIDA TEMPORAL DE MENORES EN SITUACIÓN DE RIESGO O VULNERABILIDAD, Y FUE TURNADA  A LA COMISIÓN ESPECIAL PARA LA GARANTÍA DE LOS DERECHOS HUMANOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES, PARA EFECTOS DE ESTUDIO Y DICTAMEN. 

4.- POR UNANIMIDAD DE VOTOS SE APROBÓ EL ACUERDO DE LA COMISIÓN ENCARGADA DE ATENDER LOS PROCESOS LEGISLATIVOS EN MATERIA DE COMBATE A LA CORRUPCIÓN, POR EL QUE SE EMITIÓ LA CONVOCATORIA PÚBLICA PARA NOMBRAR AL TITULAR DE LA FISCALÍA GENERAL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

5.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS EL DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE FINANZAS, CON RELACIÓN A UNA INICIATIVA DE DECRETO ENVIADA POR EL PRESIDENTE MUNICIPAL, CON EL FIN DE QUE SE AUTORICE AL MUNICIPIO DE ZARAGOZA, COAHUILA DE ZARAGOZA, PARA QUE CONTRATE UN CRÉDITO CON LA INSTITUCIÓN FINANCIERA QUE LE OFREZCA LAS MEJORES CONDICIONES CREDITICIAS HASTA POR LA CANTIDAD DE $11,200,000.00 (ONCE MILLONES DOSCIENTOS MIL PESOS 00/100 M.N.), CON IVA INCLUIDO, MÁS INTERESES Y ACCESORIOS FINANCIEROS CORRESPONDIENTES, A UN PLAZO MÁXIMO DE 120 MESES, CON EL FIN DE APLICARLO EN LA ADQUISICIÓN Y REEMPLAZO DE 1,526 LUMINARIAS POR LÁMPARAS AHORRADORAS DE ENERGÍA ELÉCTRICA CON TECNOLOGÍA LED, DENTRO DEL PROYECTO NACIONAL DE EFICIENCIA ENERGÉTICA EN ALUMBRADO PÚBLICO MUNICIPAL.

6.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS EL DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE FINANZAS, CON RELACIÓN A UNA INICIATIVA DE DECRETO ENVIADA POR EL SECRETARIO DEL AYUNTAMIENTO DEL MUNICIPIO DE TORREÓN, COAHUILA DE ZARAGOZA, PARA QUE SE AUTORICE A DESINCORPORAR DEL DOMINIO PÚBLICO MUNICIPAL, UN BIEN INMUEBLE CON UNA SUPERFICIE DE 13,167.73 M2., UBICADO EN EL POBLADO LA ROSITA, HOY “EX EJIDO LA ROSITA” DE ESA CIUDAD, CON EL FIN DE ENAJENARLO A TÍTULO GRATUITO A FAVOR DEL COLEGIO DE ESTUDIOS CIENTÍFICOS Y TECNOLÓGICOS DEL ESTADO DE COAHUILA, CON OBJETO DE QUE SE LLEVE A CABO LA CONSTRUCCIÓN DEL EDIFICIO DEL COLEGIO DE ESTUDIOS CIENTÍFICOS Y TECNOLÓGICOS.

7.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS EL DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN, CON RELACIÓN A UNA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA DEL ARTÍCULO 11 DE LA LEY DE ACCESO A LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PLANTEADA POR LA DIPUTADA GEORGINA CANO TORRALVA,  DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, CONJUNTAMENTE CON LAS DEMÁS DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE LA SUSCRIBEN, SOBRE LA DECLARATORIA DE ALERTA DE VIOLENCIA DE GÉNERO CONTRA LAS MUJERES.

8.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS EL DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN, CON RELACIÓN A UNA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA DEL ARTÍCULO 32 DE LA LEY DE DESARROLLO CULTURAL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PLANTEADA POR LA DIPUTADA VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA, DE DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, CONJUNTAMENTE CON LAS DEMÁS DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE LA SUSCRIBEN, SOBRE TARIFAS PREFERENCIALES PARA LAS PERSONAS ADULTAS MAYORES.

9.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS EL DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN, CON RELACIÓN A UNA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN LOS ARTÍCULOS 22 Y 24 DEL ARTÍCULO 32 DE LA LEY PARA EL DESARROLLO E INCLUSIÓN DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PLANTEADA POR LA DIPUTADA CLAUDIA ELISA MORALES SALAZAR DE LA FRACCIÓN PARLAMENTARIA “LIC. GILBERTO RINCÓN GALLARDO”, DEL PARTIDO SOCIALDEMÓCRATA DE COAHUILA, SOBRE LA PROMOCIÓN DE LA CULTURA DEL RESPETO A LA DIGNIDAD Y A LOS DERECHOS HUMANOS; ASÍ COMO A LA NO DISCRIMINACIÓN DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD Y CON NECESIDADES EDUCATIVAS ESPECIALES.

SE CONOCIÓ Y RESOLVIÓ SOBRE LAS SIGUIENTES PROPOSICIONES CON PUNTO DE ACUERDO:

10.- POR UNANIMIDAD DE VOTOS SE APROBÓ “EXHORTAR A LA COMISIÓN FEDERAL DE ELECTRICIDAD (CFE), A QUE DE MANERA URGENTE Y EN EL ÁMBITO DE SUS COMPETENCIAS, ANALICE, ATIENDA Y DÉ SOLUCIÓN A LAS CAUSAS QUE ORIGINAN APAGONES Y FALLAS ELÉCTRICAS EN EL MUNICIPIO DE VIESCA, COAHUILA”, QUE PRESENTARON LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR CONDUCTO DE LA DIPUTADA VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA.

11.- POR UNANIMIDAD DE VOTOS SE APROBÓ “EXHORTAR AL GOBIERNO DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, GOBIERNOS MUNICIPALES Y UNIVERSIDADES EN EL ESTADO, A PROCURAR CONTINUAR CON LA INSTALACIÓN, DIFUSIÓN Y SEGUIMIENTO DE CENTROS DE ACOPIO PARA APOYO A LOS DAMNIFICADOS POR EL SISMO DEL PASADO JUEVES, EN EL SUR Y CENTRO DE MÉXICO”, QUE PRESENTÓ EL DIPUTADO JAVIER DE JESÚS RODRÍGUEZ MENDOZA, DE LA FRACCIÓN PARLAMENTARIA “JOSÉ MARIO MOLINA PASQUEL Y HENRÍQUEZ”, DEL PARTIDO VERDE ECOLOGISTA DE MÉXICO.
12.- POR UNANIMIDAD DE VOTOS SE APROBÓ “EXHORTA A LOS 38 MUNICIPIOS DEL ESTADO, PARA QUE A TRAVÉS DE SUS DIRECCIONES MUNICIPALES DE TRANSPORTE O SUS EQUIVALENTES, IMPLEMENTEN UN PROGRAMA EN EL CUAL SE ESPECIFIQUE EN TODAS LAS PARADAS DE TRANSPORTE URBANO, LAS RUTAS  Y HORARIOS DE LAS UNIDADES DEL TRANSPORTE PÚBLICO COLECTIVO”, QUE PRESENTARON LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR CONDUCTO DEL DIPUTADO JULIÁN EDUARDO MEDRANO AGUIRRE.
13.- POR UNANIMIDAD DE VOTOS SE APROBÓ “SOLICITAR A LA PRESIDENTA DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA Y DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE EN APEGO A SUS FACULTADES Y EN EL ÁMBITO DE SUS ATRIBUCIONES, CONSIDERE LA VIABILIDAD DE REALIZAR UN ESTUDIO DE FACTIBILIDAD PARA LA REINSTALACIÓN DEL ÓRGANO JURISDICCIONAL DENOMINADO JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA EN MATERIA CIVIL Y FAMILIAR, EN LA CIUDAD DE FRANCISCO I. MADERO, A FIN DE QUE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA PARA SUS HABITANTES SEA EFICAZ, PRONTA Y EXPEDITA, CONFORME A  DERECHO”, QUE PRESENTÓ LA DIPUTADA GRACIELA TRUEBA CARRILLO, CONJUNTAMENTE CON LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

14.- POR UNANIMIDAD DE VOTOS SE APROBÓ “EXHORTAR A LOS 38 PRESIDENTES MUNICIPALES, A INICIAR Y DAR CELERIDAD A LOS TRABAJOS DE LA ENTREGA-RECEPCIÓN DEL ESTADO QUE GUARDA LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA MUNICIPAL”, QUE PRESENTARON LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR CONDUCTO DE LA DIPUTADA VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA.

15.- LA DIPUTADA MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA, DIO LECTURA A UN PRONUNCIAMIENTO QUE PRESENTÓ CONJUNTAMENTE CON LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, “SOBRE APOYO A LOS DAMNIFICADOS POR EL SISMO SUCEDIDO LA SEMANA PASADA EN EL SUR DE MÉXICO”.
16.- LA DIPUTADA MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN, DIO LECTURA A UN PRONUNCIAMIENTO QUE PRESENTÓ CONJUNTAMENTE CON LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, “CON MOTIVO DE LA INAUGURACIÓN DEL CENTRO DE INVESTIGACIÓN Y ATENCIÓN DEL AUTISMO”.
NO HABIENDO OTRO ASUNTO QUE TRATAR, LA PRESIDENCIA DIO POR TERMINADA LA SESIÓN, SIENDO LAS 14:00 HORAS, CON 50 MINUTOS DEL MISMO DÍA, CITANDO A LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS A LA SEXTA SESIÓN ORDINARIA, EL 20 DE SEPTIEMBRE DE 2017, A LAS 11:00 HORAS.
SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA, A 12 DE SEPTIEMBRE DEL 2017

DIP. SERGIO GARZA CASTILLO.

PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA.

	DIP. JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ.
SECRETARIO.
	DIP. CLAUDIA ELISA MORALES SALAZAR.
SECRETARIA.


INFORME SOBRE EL TRÁMITE REALIZADO RESPECTO A LAS PROPOSICIONES CON PUNTOS DE ACUERDO PRESENTADA EN LA SESIÓN CELEBRADA POR EL PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO EL 12 DE SEPTIEMBRE DE 2017.

Sobre el trámite realizado respecto a las Proposiciones con Puntos de Acuerdo que se presentaron en la sesión celebrada el 12 de septiembre de 2017, la Presidencia de la Mesa Directiva del Pleno del Congreso del Estado, informa lo siguiente:

1.- Se formuló comunicación mediante la cual se envió a la Comisión Federal de Electricidad, el punto de acuerdo, en el que se le exhorta a que “De manera urgente y en el ámbito de sus competencias, analice, atienda y de solución, a las causas que originan apagones y fallas eléctricas en el Municipio de Viesca, Coahuila", planteado por la Diputada Verónica Martínez García, del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, para los efectos procedentes.
2.- Se formularon comunicaciones mediante las cuales se envió al Gobierno del Estado, a los 38 Municipios y a las Universidades del Estado, el punto de acuerdo, en el que se les exhorta a “Procurar continuar con la instalación, difusión y seguimiento de centros de acopio para apoyo a los damnificados por el sismo del pasado jueves en el sur y centro de México ", planteado por el Diputado Javier de Jesús Rodríguez Mendoza, de la Fracción Parlamentaria “José Mario Molina Pasquel y Henríquez” del Partido Verde Ecologista de México, para los efectos procedentes.

3.- Se formularon comunicaciones mediante las cuales se envió a los 38 Municipios del Estado, el punto de acuerdo, en el que se les exhorta para que “A través de sus Direcciones Municipales de Transporte o sus equivalentes, implementen un programa en el cual se especifique en todas las paradas de transporte urbano, las rutas y horarios de las unidades del transporte público colectivo", planteado por el Diputado Julián Eduardo Medrano Aguirre, del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, para los efectos procedentes.

4.- Se formuló comunicación mediante las cual se envió al Tribunal Superior de Justicia del Estado y al Consejo de la Judicatura del Estado, el punto de acuerdo, en el que se le solicita que “En apego a sus facultades y en el ámbito de sus atribuciones, considere la viabilidad de realizar un estudio de factibilidad para la reinstalación del Órgano Jurisdiccional denominado Juzgado de Primera Instancia en Materia Civil y Familiar, en la ciudad de Francisco I. Madero, a fin de que la administración de justicia para sus habitantes sea eficaz, pronta y expedita, conforme a derecho", planteado por la Diputada Graciela Trueba Carrillo, del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, para los efectos procedentes.
5.- Se formularon comunicaciones mediante las cuales se envió a los 38 Municipios del Estado, el punto de acuerdo, en el que se les exhorta “A iniciar y dar celeridad a los trabajos de la entrega-recepción del estado que guarda la administración pública municipal", planteado por la Diputada Verónica Martínez García, del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, para los efectos procedentes.
A T E N T A M E N T E.

SALTILLO, COAHUILA, A 19 DE SEPTIEMBRE DE 2017.

EL PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA DEL CONGRESO.

DIP. SERGIO GARZA CASTILLO.

Diputado Presidente Sergio Garza Castillo:

A continuación,  esta Presidencia le solicita a la Diputada Secretaria Martha Garay Cadena, se sirva dar lectura al informe de correspondencia y documentación recibida. 

Diputada Secretaria Martha Hortensia Garay Cadena:

Informe de correspondencia y documentación recibida por el Congreso del Estado

19 de septiembre de 2017

1.- Oficio enviado por la Vicepresidenta de la Mesa Directiva de la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión, mediante el cual informa sobre la instalación del primer período de sesiones ordinarias del tercer año de ejercicio de la Sexagésima Tercera Legislatura de la Cámara de Senadores, así como, la integración  de su mesa directiva, misma que será presidida por el Senador Ernesto Cordero Arroyo.

De enterado

2.- Oficio enviado por la Secretaria de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, mediante el cual comunica, sobre la instalación e integración de su mesa directiva, que estará en funciones durante el tercer año de ejercicio de la Sexagésima Tercera Legislatura, misma que será presidida por el Diputado Jorge Carlos Ramírez Marín.

De enterado
3.- Oficio del vocal ejecutivo del Instituto Nacional Electoral en Coahuila, mediante el cual informa que en sesión extraordinaria celebrada por el Consejo General de dicho instituto, se aprobó la resolución por la que se aprueba ejercer la facultad de atracción para fijar los criterios tendentes a garantizar los principios de imparcialidad en el uso de recursos públicos y equidad en la contienda para los procesos electorales 2017-2018, adjuntándose un disco compacto con la resolución referida.

De enterado

4.- Iniciativas de la Leyes de Ingresos y Presupuestos de Ingresos de los municipios de Villa Unión, San Juan de Sabinas  y Allende, para el ejercicio fiscal 2018. 

Túrnese a la Comisión de Hacienda
5.- Iniciativa de decreto que crea la Ley de Rendición de Cuentas y Fiscalización Superior del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Gobernador del Estado.

Túrnese a la Comisión de Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública

6.- Iniciativa de decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley del Sistema de Seguridad Pública, y de la Ley Orgánica de la Comisión Estatal de Seguridad del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Gobernador del Estado.

Túrnese a las Comisiones de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Seguridad Pública

7.- Iniciativa de decreto que crea la Ley de Transporte y Movilidad Sustentable para el Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Gobernador del Estado.

Túrnese a las Comisiones de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Desarrollo Urbano, Infraestructura y Transporte

8.- Oficio del secretario del ayuntamiento de Torreón, mediante el cual se solicita la validación del acuerdo aprobado por el ayuntamiento de dicho municipio, para enajenar a título oneroso un inmueble ubicado en la colonia División del Norte, a favor de la C. María de la Luz Reyes Soriano, para la ampliación de su vivienda y regularizar la tenencia de la tierra.

Túrnese a la Comisión de Finanzas

9.- Comunicación del C. Roberto Cabello Elizondo, mediante la cual informa que por motivos personales se encuentra en la necesidad de presentar su renuncia definitiva con carácter de irrevocable como integrante de la Comisión de Selección que Deberá Nombrar al Consejo de Participación Ciudadana del Sistema anticorrupción del estado.

Se turnó a la Comisión Especial Encargada de Atender los Procesos Legislativos en Materia de Combate a la Corrupción

10.- Comunicación de los integrantes de la Comisión de Selección que Deberá Nombrar al Consejo de Participación Ciudadana del Sistema Anticorrupción del Estado, dirigida al Congreso del Estado, mediante la cual solicitan que se designen las dos vacantes que existen en ese colegiado.

Se Turnó a la Comisión Especial Encargada de Atender los Procesos Legislativos en Materia de Combate a la Corrupción

11.- Oficio del presidente municipal de Acuña, mediante el cual  solicita la validación del acuerdo aprobado por el ayuntamiento de dicho municipio, para enajenar a título gratuito seis inmuebles ubicados en el fraccionamiento Los Álamos, a favor de Inmobiliaria y Constructora los Álamos, S.A., con objeto de regularizar la tenencia de la tierra.
Túrnese a la Comisión de Finanzas

12.- Iniciativa de decreto que crea el Código Penal de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Gobernador del Estado.

Túrnese a la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia

13.- Iniciativa de decreto por el que se autoriza al gobierno del estado a enajenar a título gratuito un inmueble de su propiedad ubicado en el municipio de Saltillo, a favor del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Gobernador del Estado.

Túrnese a la Comisión de Finanzas
14.- Iniciativa de decreto por el que se autoriza al gobierno del estado a enajenar a título gratuito un predio de su propiedad ubicado en el municipio de Ramos Arizpe, a favor del Instituto de Capacitación para el Trabajo del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Gobernador del Estado.

Túrnese a la Comisión de Finanzas
Diputado Presidente, cumplida la lectura de la correspondencia y documentación recibida por el Congreso del Estado.

Diputado Presidente  Sergio Garza Castillo: 

Gracias, Diputada Secretaria.

A continuación, esta Presidencia informa que los coordinadores de las Comisiones Encargadas de Atender los Procesos Legislativos en Materia de Combate a la Corrupción, Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, y de Igualdad y No Discriminación, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 63 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, y en los artículos 39, 171, 172 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado,  han solicitado la dispensa del trámite consignado en el párrafo 2º del artículo 253 del ordenamiento legal antes invocado, así como la dispensa de la lectura de los considerandos y resultandos de los dictámenes consignados en los puntos 7, 10 A, 10B, 10 C, 10 D, y 10 F  del Orden del Día previamente aprobado y que solo sea leída una exposición general de los mismos, o según sea el caso,  los proyectos  de decreto de los mismos, toda vez que la iniciativa y los considerandos a que están referidos, así como los mismos dictámenes fueron dados a conocer a los integrantes de la legislatura con anticipación y que ya se encuentran íntegramente en la Gaceta Parlamentaria de la página del Congreso, por lo que dicha solicitud se somete a su consideración. 

¿Si alguien desea intervenir?

No habiendo intervenciones, procederemos a votar la referida propuesta de dispensa, pidiéndose a las Diputadas y Diputados presentes que mediante el sistema electrónico emitamos nuestro voto y a la Diputada Secretaria Martha Garay Cadena, que tome nota de la votación e informe sobre el resultado. 

Se abre el sistema de votación.  Se cierra el sistema. 

Diputada Secretaria Martha Hortensia Garay Cadena:

Le informo el resultado de la votación, Diputado Presidente:  19 votos a favor; 0 votos en contra y 0 abstenciones. 

Diputado Presidente    Sergio Garza Castillo: 

Gracias, Diputada Secretaria. 

Conforme al resultado de la votación se aprueba por unanimidad las propuestas para la dispensa de los asuntos antes mencionados. 

A continuación, esta Presidencia le solicita a la Diputada Secretaria Claudia Elisa Morales Salazar, que en la forma aprobada se sirva dar lectura al dictamen presentado por la Comisión Encargada de Atender los Procesos Legislativos en Materia de Combate a la Corrupción, consignado en el Punto 7 del Orden del Día previamente aprobado. 

Diputada Secretaria Claudia Elisa Morales Salazar:

Con su permiso, Diputado Presidente. 

DICTAMEN DE LA COMISIÓN ENCARGADA DE ATENDER LOS PROCESOS LEGISLATIVOS EN MATERIA DE COMBATE A LA CORRUPCIÓN RELATIVO AL OFICIO ENVIADO POR EL C. SERGIO DÁVILA FLORES, MEDIANTE EL CUAL COMUNICA ESTAR IMPOSIBILITADO PARA DESEMPEÑARSE COMO INTEGRANTE DE LA COMISIÓN DE SELECCIÓN QUE DESIGNARÁ A LOS MIEMBROS DEL CONSEJO DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA DEL SISTEMA ESTATAL ANTICORRUPCIÓN Y AL OFICIO ENVIADO POR EL C. ROBERTO CABELLO ELIZONDO, MEDIANTE EL CUAL HACE CONSTAR SU RENUNCIA DEFINITIVA Y CON CARÁCTER DE IRREVOCABLE COMO MIEMBRO DE ESTA MISMA COMISIÓN.

La Comisión encargada de atender los Procesos Legislativos en Materia de Combate a la Corrupción; con fundamento en lo establecido por la fracción I del artículo 18 de la Ley del Sistema Anticorrupción del Estado de Coahuila de Zaragoza, en la que se establece que el Congreso del Estado constituirá una Comisión de Selección integrada por nueve mexicanos, residentes del estado, por un periodo de tres años, de los cuales cinco serán propuestos por Instituciones de Educación Superior y de Investigación del Estado y cuatro por Organizaciones de la Sociedad Civil del Estado de Coahuila de Zaragoza; los artículos 82, 84, 117 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza; así como el Acuerdo por el que se emite la convocatoria pública para elegir a cinco de nueve integrantes de la Comisión de Selección, que designará al Consejo de Participación Ciudadana del Sistema Estatal Anticorrupción; dirigida a las Instituciones de Educación Superior y de Investigación del Estado de Coahuila de Zaragoza, y el Acuerdo por el que se emite la convocatoria pública para elegir a cuatro de nueve integrantes de la Comisión de Selección, que designará al Consejo de Participación Ciudadana del Sistema Estatal Anticorrupción; dirigida a las Organizaciones de la Sociedad Civil del Estado de Coahuila de Zaragoza, tiene a bien emitir el presente Dictamen, con base en las siguientes:

CONSIDERACIONES

PRIMERO.- Que el 14 de julio de 2017, fue publicado en el Periódico Oficial del Estado; el Decreto 903 por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, en materia de combate a la corrupción, entrando en vigor el día siguiente de su publicación.

SEGUNDO.- Que el mismo 14 de julio de 2017, fue publicado en el Periódico Oficial del Estado el Decreto por el que se expide la Ley del Sistema Anticorrupción del Estado de Coahuila de Zaragoza, entrando en vigor al día siguiente de su publicación.

TERCERO.- Que la fracción I del artículo 18 de la Ley del Sistema Anticorrupción del Estado de Coahuila de Zaragoza, señala que el Congreso del Estado constituirá una Comisión de Selección integrada por nueve mexicanos, residentes del Estado, por un periodo de tres años, que a la letra dice:

Artículo 18. Los integrantes del Consejo de Participación Ciudadana serán nombrados conforme al siguiente procedimiento:  

I.
El Congreso del Estado constituirá una Comisión de Selección integrada por nueve mexicanos, residentes del estado, por un periodo de tres años, de la siguiente manera:  

a) Convocará a las instituciones de educación superior y de investigación del estado, para proponer candidatos a fin de integrar la Comisión de Selección, para lo cual deberán enviar los documentos que acrediten el perfil solicitado en la convocatoria, en un plazo no mayor a quince días, para seleccionar a cinco miembros basándose en los elementos decisorios que se hayan plasmado en la convocatoria, tomando en cuenta que se hayan destacado por su contribución en materia de fiscalización, de rendición de cuentas y combate a la corrupción.

b) Convocará a organizaciones de la sociedad civil que tengan experiencia comprobada en materia de fiscalización, de rendición de cuentas y combate a la corrupción, para seleccionar a cuatro miembros, en los mismos términos del inciso anterior.
CUARTO.- Que el 18 de julio de 2017, el Pleno del Congreso del Estado aprobó el Acuerdo de la Comisión encargada de atender los Procesos Legislativos en Materia de Combate a la Corrupción, por el que se emite la convocatoria pública para elegir a cinco de nueve integrantes de la Comisión de Selección, que designará al Consejo de Participación Ciudadana del Sistema Estatal Anticorrupción; dirigida a las Instituciones de Educación Superior y de Investigación del Estado de Coahuila de Zaragoza.

QUINTO.- Que en la misma fecha el Pleno del Congreso del Estado aprobó el Acuerdo de la Comisión encargada de atender los Procesos Legislativos en Materia de Combate a la Corrupción, por el que se emite la convocatoria pública para elegir a cuatro de nueve integrantes de la Comisión de Selección, que designará al Consejo de Participación Ciudadana del Sistema Estatal Anticorrupción; dirigida a las Organizaciones de la Sociedad Civil del Estado de Coahuila de Zaragoza.

SEXTO.- Que la Oficialía Mayor de este H. Congreso, una vez concluido el plazo del registro fijado en las Convocatorias, el día 3 de agosto de 2017 a las 18:00 horas, remitió a esta comisión los expedientes concernientes a las propuestas de los candidatos a integrar la Comisión de Selección que nombrará al Comité de Participación Ciudadana del Sistema Estatal Anticorrupción, a saber:
CANDIDATOS PROPUESTOS POR INSTITUCIONES DE EDUCACIÓN SUPERIOR Y DE INVESTIGACIÓN DEL ESTADO, PARA LA DESIGNACIÓN DE 5 INTEGRANTES DE LA COMISIÓN DE SELECCIÓN QUE NOMBRARÁ AL CONSEJO DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA DEL SISTEMA ANTICORRUPCIÓN DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA. 

 TOTAL 20.

	1.- Dr. Martín Cadena Zapata

	2.- Lic. Carlos Rigoberto Gutiérrez Aguilar

	3.- C.P. Roberto Cabello Elizondo

	4.- Lic. Martha Rodríguez García

	5.- Biol. María Luisa Cepeda Tijerina

	6.- Ing. Bernardo Méndez Aguiñaga

	7.- Lic. Víctor Ortiz Barajas

	8.- Mtro. Héctor Alejandro Gil Muller

	9.- Ing. Emanuel José de Jesús Garza Fishburn

	10.- Lic. Blas José Flores Dávila

	11.- Dr. Luis Fernando Camacho Ortegón

	12.- Dr. Luis Alfonso Carrillo González

	13.- M.A. José María González Lara

	14.- Mtro. Armando Isaac Paredes Castellanos

	15.- Dra. Sandra López Chavarría

	16.- M.C.A. Lorena Argentina Bocanegra

	17.- M.D. Carlos Alberto Arredondo Sibaja

	18.- Ing. Jesús Contreras García

	19.- Dra. María Gloria Hinojosa Ruiz

	20.- Lic. María del Carmen Ruiz Esparza Contreras


CANDIDATOS PROPUESTOS POR ORGANIZACIONES DE LA SOCIEDAD CIVIL DEL ESTADO, PARA LA DESIGNACIÓN DE 4 INTEGRANTES DE LA COMISIÓN DE SELECCIÓN QUE NOMBRARÁ AL CONSEJO DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA DEL SISTEMA ANTICORRUPCIÓN DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
TOTAL 31.

	21.- C.P.C. Jorge Ayax Cabello Hernández.

	22.- Lic. Tomasa Vives Preciado.

	23.- Lic. Alejandro Baena Pizaña.

	24.- Act. Luis Alfredo Rodríguez Martínez.

	25.- Ing. Marco Antonio Zamarripa González.

	26.- Lic. Patricia Margarita Vargas Bryan.

	27.- Lic. Ana Sofía Porras López.

	28.- Mtra. Cecilia Rendón Isunza.

	29.- C. P. Alma Enriqueta Islas Saénz

	30.- C. Alejandra Cristina Carmona García.

	31.- Ing. Luis Arizpe Jiménez.

	32.- Ing. Carlos Mery Milán.

	33.- Ricardo Segura Montaño.

	34.- C.P.C. Genaro Enrique Peña Moneta.

	35.- C.P.C. José Manuel Ibarra Luévano.

	36.- C.P. Rogelio Genaro Barrios Cázares.

	37.- Lic. Ana Cecilia Mata Rodríguez.

	38.- Lic. Mario Ricardo Hernández del Bosque.

	39.- M.E. Daniel Ernesto González Torres.

	40.- Ing. Sergio Dávila Flores.

	41.- Lic. Aída Araceli Gutiérrez Salinas.

	42.- Dr. Gerardo Moscoso y Caamaño.

	43.- Lic. Carlos Humberto Robles Loustaunau.

	44.- Ing. Jesús María Ramón Aguirre.

	45.- Profra. Silvia Élida Ortiz Solís.

	46.- C.P. Jorge Alanís Canales.

	47.- Lic. Bernardo Chuck Salazar

	48.- Dr. Gerardo Becerril López.

	49.- Ing. Sergio Fernando Alanís Ortega.

	50.- Lic. y Mtro. Luis Fernando García Abusaíd

	51.- Lic. Héctor Guadalupe Carmona Martínez.


CANDIDATOS PROPUESTOS POR INSTITUCIONES DE EDUCACIÓN SUPERIOR Y DE INVESTIGACIÓN Y POR ORGANIZACIONES DE LA SOCIEDAD CIVIL DEL ESTADO, PARA LA DESIGNACIÓN DE LOS INTEGRANTES DE LA COMISIÓN DE SELECCIÓN QUE NOMBRARÁ AL CONSEJO DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA DEL SISTEMA ANTICORRUPCIÓN DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

 TOTAL 2

	52.- Ing. Ernesto López de Nigris

	53.- Ing. Juan Carlos López Villarreal


PROPUESTAS CON OBSERVACIONES PARTICULARES SOBRE SU PRESENTACIÓN.

	54.- Lic. Roberto Romo Karam.

	55.- C. Jesús Contreras Gómez.


SÉPTIMO.- Que el 15 de agosto del presente año, esta comisión suscribió el Acuerdo, relativo al formato y metodología para la evaluación de los aspirantes a ocupar alguno de los cinco de nueve integrantes de la comisión de selección propuestos por Instituciones de Educación Superior y de Investigación del Estado de Coahuila de Zaragoza, que designarán al Consejo de Participación Ciudadana del Sistema Estatal Anticorrupción.

OCTAVO.- Que en la misma fecha, esta comisión suscribió el Acuerdo, relativo al formato y metodología para la evaluación de los aspirantes a ocupar alguno de los cuatro de nueve integrantes de la comisión de selección propuestos por Organizaciones de la Sociedad Civil del Estado de Coahuila de Zaragoza, que designará al Consejo de Participación Ciudadana del Sistema Estatal Anticorrupción.

NOVENO.- Que atendiendo a lo establecido en la BASE SÉPTIMA del Acuerdo de la Comisión encargada de atender los Procesos Legislativos en Materia de Combate a la Corrupción, por el que se emite la convocatoria pública para elegir a cinco de nueve integrantes de la Comisión de Selección que designará al Consejo de Participación Ciudadana del Sistema Estatal Anticorrupción; dirigida a las Instituciones de Educación Superior y de Investigación del Estado de Coahuila de Zaragoza; y al CUARTO resolutivo de la metodología aprobada por esta Comisión, se realizó el análisis de las propuestas y de los expedientes de los candidatos, tomando en consideración los requisitos señalados en las BASES PRIMERA y SEGUNDA.

DÉCIMO.- Que atendiendo también lo previsto en la base SÉPTIMA del Acuerdo de esta Comisión por el que se emite la Convocatoria pública para elegir a cuatro de los nueve integrantes de la Comisión de Selección que designará al Consejo de Participación Ciudadana del Sistema Estatal Anticorrupción; dirigida a las Organizaciones de la Sociedad Civil del Estado de Coahuila de Zaragoza, que tengan experiencia comprobada en materia de fiscalización, rendición de cuentas y combate a la corrupción; y al CUARTO resolutivo de la metodología aprobada por el pleno; se realizó el análisis de las propuestas y expedientes de los aspirantes atendiendo a los requisitos señalados en las bases PRIMERA y SEGUNDA.

DÉCIMO PRIMERO.- Que en este sentido y a efecto de verificar el cumplimiento de los requisitos de elegibilidad descritos en el Acuerdo por el que se emite la convocatoria pública para elegir a cinco de nueve integrantes de la comisión de selección que designará al Consejo de Participación Ciudadana del Sistema Estatal Anticorrupción; Dirigida a las Instituciones de Educación Superior y de Investigación del Estado de Coahuila de Zaragoza, se procedió a examinar cada uno de los expedientes correspondientes a cada candidato propuesto, de acuerdo al mismo orden en que fueron recibidas las propuestas resultando que la mayoría de los aspirantes cumplieron con los requisitos de elegibilidad previstos en la citada convocatoria, exceptuándose de lo anterior el C. Roberto Romo Karam, que incumplió con lo establecido en la fracción I inciso a) del artículo 18 de la Ley del Sistema Anticorrupción del Estado de Coahuila de Zaragoza, al no haber sido postulado por alguna Institución de Educación Superior o de Investigación; el C. Jesús Contreras Gómez, que incumplió con lo establecido en la BASE TERCERA de la convocatoria respectiva, al haber hecho llegar su postulación a este H. Congreso el día 3 de agosto de 2017 a las 18:10 hrs., es decir de manera extemporánea y el C. Martín Cadena Zapata, quien no acompañó su postulación de documentación soporte, contraviniendo lo dispuesto en la BASE SEGUNDA de la misma convocatoria, razones por las cuales no fue posible considerar a estos ciudadanos como candidatos que cumplieran con los requisitos de elegibilidad.

DÉCIMO SEGUNDO.- Que en el mismo sentido, a efecto de verificar el cumplimiento de los requisitos de elegibilidad descritos en el Acuerdo por el que se emite la convocatoria pública para elegir a cuatro de nueve integrantes de la comisión de selección que designará al Consejo de Participación Ciudadana del Sistema Estatal Anticorrupción; Dirigida a las Organizaciones de la Sociedad Civil del Estado de Coahuila de Zaragoza, que tengan experiencia comprobada en Materia de Fiscalización, Rendición de Cuentas y Combate a la corrupción, se procedió a examinar cada uno de los expedientes correspondientes a cada candidato propuesto, de acuerdo al mismo orden en que fueron recibidas las propuestas resultando que todos los aspirantes cumplían con los requisitos de elegibilidad salvo los C.C. Ricardo Segura Montaño y Luis Alfredo Rodríguez Martínez que incumplieron con lo previsto en la BASE SEGUNDA de la Convocatoria correspondiente al no acompañar las postulaciones con la documentación soporte.

DÉCIMO TERCERO.- Que por lo que hace a los casos de los C.C. Ernesto López de Nigris y Juan Carlos López Villarreal, quienes fueron postulados tanto por Instituciones de Educación Superior como por Organizaciones de la Sociedad Civil, una vez efectuado el análisis de los expedientes correspondientes, quienes integramos esta comisión verificamos que estos C.C. cumplieron con todos los requisitos plasmados en ambas convocatorias. 

DÉCIMO CUARTO.- Que una vez realizado el análisis de las propuestas y de los expedientes de los aspirantes y atendiendo a los requisitos establecidos en el Acuerdo de esta Comisión por el que se emite la convocatoria pública para elegir a cinco de nueve integrantes de la Comisión de Selección que designará al Consejo de Participación Ciudadana del Sistema Estatal Anticorrupción; dirigida a las Instituciones de Educación Superior y de Investigación del Estado de Coahuila de Zaragoza, y en el Acuerdo por el que se emite la convocatoria pública para elegir a cuatro de nueve integrantes de la Comisión de Selección que designará al Consejo de Participación Ciudadana del Sistema Estatal Anticorrupción; dirigida a las Organizaciones de la Sociedad Civil del Estado de Coahuila de Zaragoza, los aspirantes idóneos que cumplieron con los requisitos legales establecidos, fueron los que a continuación se nombran:

CANDIDATOS PROPUESTOS POR INSTITUCIONES DE EDUCACIÓN SUPERIOR Y DE INVESTIGACIÓN DEL ESTADO. 

TOTAL 19.

	Lic. Carlos Rigoberto Gutiérrez Aguilar.

	C.P. Roberto Cabello Elizondo.

	Lic. Martha Rodríguez García.

	Biol. María Luisa Cepeda Tijerina.

	Ing. Bernardo Méndez Aguiñaga.

	Lic. Víctor Ortiz Barajas.

	Mtro. Héctor Alejandro Gil Muller.

	Ing. Emanuel José de Jesús Garza Fishburn.

	Lic. Blas José Flores Dávila.

	Dr. Luis Fernando Camacho Ortegón.

	Dr. Luis Alfonso Carrillo González.

	M.A. José María González Lara.

	Mtro. Armando Isaac Paredes Castellanos.

	Dra. Sandra López Chavarría.

	M.C.A. Lorena Argentina Bocanegra.

	M.D. Carlos Alberto Arredondo Sibaja.

	Ing. Jesús Contreras García.

	Dra. María Gloria Hinojosa Ruiz.

	Lic. María del Carmen Ruiz Esparza Contreras.


CANDIDATOS PROPUESTOS POR INSTITUCIONES DE EDUCACIÓN SUPERIOR Y DE INVESTIGACIÓN Y POR ORGANIZACIONES DE LA SOCIEDAD CIVIL DEL ESTADO. 

 TOTAL 2

	Ing. Ernesto López de Nigris

	Ing. Juan Carlos López Villarreal


CANDIDATOS PROPUESTOS POR ORGANIZACIONES DE LA SOCIEDAD CIVIL DEL ESTADO, PARA LA DESIGNACIÓN DE 4 INTEGRANTES DE LA COMISIÓN DE SELECCIÓN. 

TOTAL: 29

	C.P.C. Jorge Ayax Cabello Hernández.

	Lic. Tomasa Vives Preciado.

	Lic. Alejandro Baena Pizaña.

	Ing. Marco Antonio Zamarripa González.

	Lic. Patricia Margarita Vargas Bryan.

	Lic. Ana Sofía Porras López.

	Mtra. Cecilia Rendón Isunza.

	C. P. Alma Enriqueta Islas Saénz

	C. Alejandra Cristina Carmona García.

	Ing. Luis Arizpe Jiménez.

	Ing. Carlos Mery Milán.

	C.P.C. Genaro Enrique Peña Moneta.

	C.P.C. José Manuel Ibarra Luévano.

	C.P. Rogelio Genaro Barrios Cázares.

	Lic. Ana Cecilia Mata Rodríguez.

	Lic. Mario Ricardo Hernández del Bosque.

	M.E. Daniel Ernesto González Torres.

	Ing. Sergio Dávila Flores.

	Lic. Aída Araceli Gutiérrez Salinas.

	Dr. Gerardo Moscoso y Caamaño.

	Lic. Carlos Humberto Robles Loustaunau.

	Ing. Jesús María Ramón Aguirre.

	Profra. Silvia Élida Ortiz Solís.

	C.P. Jorge Alanís Canales.

	Lic. Bernardo Chuck Salazar

	Dr. Gerardo Becerril López.

	Ing. Sergio Fernando Alanís Ortega.

	Lic. y Mtro. Luis Fernando García Abusaíd.

	Lic. Héctor Guadalupe Carmona Martínez.


DÉCIMO QUINTO.- Que los días 21 y 22 de agosto del presente año, los aspirantes comparecieron ante esta comisión por orden alfabético, de conformidad al artículo segundo de los Acuerdos relativos al formato y la metodología para la evaluación de los aspirantes a integrar la Comisión de Selección que designará al Consejo de Participación Ciudadana del Sistema Estatal Anticorrupción, demostrando su conocimiento, especialización, habilidad y experiencia en materia de Fiscalización, Rendición de Cuentas y Combate a la Corrupción.

Al respecto es necesario puntualizar que de la lista de aspirantes que cumplieron con los requisitos fijados en la convocatoria y por lo tanto tenían derecho de comparecer, se contó con la asistencia de todos excepto de los CC. Héctor Guadalupe Carmona Martínez, Cecilia Rendón Isunza, Carlos Mery Milán y Aída Araceli Gutiérrez Salinas, razón por la cual esta comisión no los consideró entre los candidatos que cumplieron con los requisitos de elegibilidad.

DÉCIMO SEXTO.- Que desahogadas las referidas comparecencias y con fundamento en lo establecido por la fracción I del artículo 18 de la Ley del Sistema Anticorrupción del Estado de Coahuila de Zaragoza; los artículos 82, 84, 117 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza; así como el Acuerdo de la Comisión encargada de atender los Procesos Legislativos en Materia de Combate a la Corrupción, por el que se emite la convocatoria pública para elegir a cinco de nueve integrantes de la Comisión de Selección, que designará al Consejo de Participación Ciudadana del Sistema Estatal Anticorrupción; dirigida a las Instituciones de Educación Superior y de Investigación del Estado de Coahuila de Zaragoza, y el Acuerdo de la Comisión encargada de atender los Procesos Legislativos en Materia de Combate a la Corrupción, por el que se emite la convocatoria pública para elegir a cuatro de nueve integrantes de la Comisión de Selección, que designará al Consejo de Participación Ciudadana del Sistema Estatal Anticorrupción; dirigida a las Organizaciones de la Sociedad Civil del Estado de Coahuila de Zaragoza, se determinó que las y los candidatos que reunieron los requisitos legales y de elegibilidad, así como de idoneidad, que se requerían para ser designados miembros de la Comisión de Selección que nombrará a los integrantes del Consejo de Participación Ciudadana del Sistema Estatal Anticorrupción, fueron los siguientes:

PROPUESTAS DE INSTITUCIONES DE EDUCACIÓN SUPERIOR Y DE INVESTIGACIÓN DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

	1
	Argentina Bocanegra Lorena

	2
	Arredondo Sibaja Carlos Alberto

	3
	Cabello Elizondo Roberto

	4
	Camacho Ortegón Luis Fernando

	5
	Carrillo González Luis Alfonso

	6
	Cepeda Tijerina María Luisa

	7
	Contreras García Jesús

	8
	Flores Dávila Blas José

	9
	Garza Fishburn Emanuel José de Jesús

	10
	Gil Muller Héctor Alejandro

	11
	González Lara José María

	12
	Gutiérrez Aguilar Carlos Rigoberto

	13
	Hinojosa Ruiz María Gloria

	14
	López Chavarría Sandra

	15
	Méndez Aguiñaga Bernardo

	16
	Ortiz Barajas Víctor

	17
	Paredes Castellanos Armando Isaac

	18
	Rodríguez García Martha

	19
	Ruiz Esparza Contreras María del Carmen


PROPUESTAS TANTO DE INSTITUCIONES DE EDUCACIÓN SUPERIOR Y DE INVESTIGACIÓN DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, COMO DE  ORGANIZACIONES DE LA SOCIEDAD CIVIL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE TENGAN EXPERIENCIA COMPROBADA EN MATERIA DE FISCALIZACIÓN, RENDICIÓN DE CUENTAS Y COMBATE A LA CORRUPCIÓN.

	1
	López de Nigris Ernesto

	2
	López Villarreal Juan Carlos


PROPUESTAS DE ORGANIZACIONES DE LA SOCIEDAD CIVIL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE TENGAN EXPERIENCIA COMPROBADA EN MATERIA DE FISCALIZACIÓN, RENDICIÓN DE CUENTAS Y COMBATE A LA CORRUPCIÓN.

	1
	Alanís Canales Jorge                                                  

	2
	Alanís Ortega Sergio Fernando                                      

	3
	Arizpe Jiménez Luis                                                        

	4
	Baena Pizaña Alejandro                                   

	5
	Barrios Cázarez Rogelio Genaro                             

	6
	Becerril López Gerardo                                                     

	7
	Cabello Hernández Jorge Ayax                                  

	8
	Carmona García Alejandra Cristina                      

	9
	Chuk Salazar Bernardo                                                   

	10
	Dávila Flores Sergio

	11
	García Abusaíd Luis Fernando

	12
	González Torres Daniel Ernesto

	13
	Hernández del Bosque Mario Ricardo

	14
	Ibarra Luevano José Manuel

	15
	Islas Saenz Alma Enriqueta

	16
	Mata Rodríguez Ana Cecilia

	17
	Moscoso y Caamaño Gerardo

	18
	Ortiz Solis Silvia Élida

	19
	Peña Moneta Genaro Enrique

	20
	Porras López Ana Sofia

	21
	Ramón Aguirre Jesús María

	22
	Robles Loustaunau Carlos Humberto

	23
	Vargas Bryan Patricia Margarita

	24
	Vives Preciado Tomasa

	25
	Zamarripa González Marco Antonio


DÉCIMO SÉPTIMO.-  Que una vez realizada la valoración de los expedientes y desarrollada la etapa de las comparecencias, los integrantes de esta Comisión realizamos un análisis objetivo, consiente en la satisfacción de los requisitos legales, y subjetivos que se desagregaron, para este caso en particular, en cuatro elementos primordiales: primero, los antecedentes profesionales de los candidatos en cuestión; segundo, su aptitud técnica para ocupar el cargo para el que se han inscrito; tercero, su idoneidad para cumplir con el perfil que este H. Congreso, en su carácter de representación popular, pretende otorgar a la Comisión de Selección que designará al Consejo de Participación Ciudadana del Sistema Estatal Anticorrupción y cuarto, contar con el consenso suficiente para ser propuestos por esta Comisión.

DÉCIMO OCTAVO.- Que los integrantes de la presente Comisión además valoramos la preparación académica y profesional de todos los candidatos registrados y que cumplieron con los requisitos señalados en las convocatorias, y el 28 de agosto del presente año sometimos a la consideración del pleno un Dictamen por el que se propuso el nombramiento de los nueve integrantes de la Comisión de Selección que designará a los miembros del Consejo de Participación Ciudadana del Sistema Estatal Anticorrupción.

DÉCIMO NOVENO.- Que en este contexto el mismo 28 de agosto el pleno de este H. Congreso aprobó el referido dictamen, designando como integrantes de la Comisión de Selección que nombrará al Consejo de Participación Ciudadana del Sistema Estatal Anticorrupción, por las Instituciones de Educación Superior y de Investigación a los Ciudadanos:

1. Carlos Alberto Arredondo Sibaja 

2. Roberto Cabello Elizondo
3. María del Carmen Ruíz Esparza Contreras

4. Jesús Contreras García 
5. Blas José Flores Dávila 

Por las Organizaciones de la Sociedad Civil del Estado de Coahuila de Zaragoza que tengan experiencia comprobada en Materia de Fiscalización, Rendición de Cuentas y Combate a la Corrupción:

1. Ana Cecilia Mata Rodríguez 

2. Sergio Fernando Alanís Ortega
3. Sergio Dávila Flores 
4. Luis Fernando García Abusaíd 

VIGÉSIMO.- Que en sesión celebrada por el pleno de este H. Congreso el día 1 de septiembre de este año, se tomó la protesta de ley de los C.C. enunciados en el considerando anterior como integrantes de la Comisión de Selección que nombrará a los miembros del Consejo de Participación Ciudadana del Sistema Anticorrupción del Estado de Coahuila de Zaragoza, quedando pendiente la toma de protesta del C. Sergio Dávila Flores, quien avisó  previamente que le sería imposible asistir a dicho acto.

VIGÉSIMO PRIMERO.- Que en fecha 5 de septiembre del presente año este H. Congreso recibió un oficio del C. Sergio Dávila Flores en el que expresa su imposibilidad para desempeñarse como miembro de la Comisión de Selección.

VIGÉSIMO SEGUNDO.- Que en fecha 12 de septiembre del presente año este H. Congreso recibió un oficio del C. Roberto Cabello Elizondo en el que hace constar su renuncia definitiva y con carácter de irrevocable al cargo de miembro de la Comisión de Selección.

VIGÉSIMO TERCERO.- Que con fecha 13 de septiembre del presente año, la Junta de Gobierno de este H. Congreso recibió una comunicación suscrita por los miembros de la Comisión de Selección del Sistema Estatal Anticorrupción, mediante la cual se informa a esta soberanía de la renuncia del C. Roberto Cabello Elizondo como miembro de dicha comisión, manifestando que con esta renuncia el cuerpo colegiado carece de dos miembros, solicitando además, de manera respetuosa a este Congreso para que proceda a cubrir a la brevedad posible ambas vacantes.

VIGÉSIMO CUARTO.- Que en virtud de lo anterior, los integrantes de esta Comisión dictaminadora, consideramos imprescindible revisar nuevamente la lista de aspirantes propuestos tanto por las organizaciones de la Sociedad Civil del Estado de Coahuila de Zaragoza con experiencia comprobada en materia de fiscalización, rendición de cuentas y combate a la corrupción, como de la lista de aspirantes propuestos por las instituciones de Educación Superior y de Investigación que resultaron idóneos por haber reunido los requisitos de la convocatoria según se encuentra acreditado con el contenido de sus expedientes, la documentación que corre anexa a los mismos y de lo demostrado en las entrevistas a fin de someter a la consideración del Pleno el nombramiento de quien habrá de desempeñarse en este cargo.

VIGÉSIMO QUINTO.- Que una vez efectuado un exhaustivo análisis y una nueva valoración de los expedientes y perfiles, sometemos a la consideración de ustedes el siguiente:

D I C T A M E N

PRIMERO.- Se propone al Pleno del Congreso Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, como integrante de la Comisión de Selección que designará al Consejo de Participación Ciudadana del Sistema Estatal Anticorrupción, por las Organizaciones de la Sociedad Civil del Estado de Coahuila de Zaragoza con experiencia comprobada en Materia de Fiscalización, Rendición de Cuentas y Combate a la Corrupción al C. Jesús María Ramón Aguirre en sustitución del C. Sergio Dávila Flores.

SEGUNDO.- Se propone al Pleno del Congreso Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, como integrante de la Comisión de Selección que designará al Consejo de Participación Ciudadana del Sistema Estatal Anticorrupción, por las Instituciones de Educación Superior y de Investigación al C. Luis Alfonso Carrillo González en sustitución del C. Roberto Cabello Elizondo.

TERCERO.- Los C.C. Jesús María Ramón Aguirre y Luis Alfonso Carrillo González, durarán en su encargo tres años y rendirán la protesta de ley en la sesión que acuerde la Mesa Directiva del Pleno del Congreso, momento a partir del cual iniciarán sus funciones.

CUARTO.- Comuníquese y publíquese el Presente Dictamen en la Página Oficial del H. Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza.

QUINTO.- Emítase el Decreto en el cual se dé cuenta de la designación de los C.C. Jesús María Ramón Aguirre y Luis Alfonso Carrillo González como integrantes de la Comisión de Selección que nombrará a los miembros del Consejo de Participación Ciudadana del Sistema Anticorrupción del Estado de Coahuila de Zaragoza y envíese el mismo al Ejecutivo para su promulgación, publicación y observancia.  
Así lo acuerdan las Diputadas y Diputados integrantes de la Comisión encargada de atender los Procesos Legislativos en Materia de Combate a la Corrupción de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado José María Fraustro Siller, (Coordinador), Dip. Antonio Nerio Maltos (Secretario), Dip. Jesús de León Tello, Dip. Sergio Garza Castillo, Dip. Leonel Contreras Pámanes, Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza, Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez, Dip. Claudia Elisa Morales Salazar, Dip. Luis Gurza Jaidar, Dip. Irma Leticia Castaño Orozco y Dip. Martha Hortensia Garay Cadena. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 18 de septiembre de 2017.

COMISIÓN ENCARGADA DE ATENDER LOS PROCESOS LEGISLATIVOS EN MATERIA DE COMBATE A LA CORRUPCIÓN

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO
	OBSERVACIONES

	DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER

(COORDINADOR)
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES   



	DIP. ANTONIO NERIO MALTOS

(SECRETARIO)


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. JESÚS DE LEÓN TELLO


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. SERGIO GARZA CASTILLO 
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. LEONEL CONTRERAS PÁMANES 
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. JAVIER DE JESÚS RODRÍGUEZ MENDOZA
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. LUISA IVONE GALLEGOS MARTÍNEZ
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. CLAUDIA ELISA MORALES SALAZAR
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. LUIS GURZA JAIDAR
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES




Nota:

 Así lo acuerdan las Diputadas y Diputados integrantes de la Comisión Encargada de Atender los Procesos Legislativos en Materia de Combate a la Corrupción de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza:  Diputado José María Fraustro Siller;  Diputado Antonio Nerio Maltos, los dos a favor; Diputado Jesús de León Tello, en contra;  Diputado Sergio Garza Castillo, a favor; Diputado Leonel Contreras Pámanes, a favor; Diputado Javier de Jesús Rodríguez, a favor; Diputada   Luisa Ivone Gallegos Martínez, a favor; y la de la voz, Diputada Claudia Elisa Morales Salazar, a favor;  Diputado Luis Gurza Jaidar, a favor;  Diputada  Irma Leticia Castaño Orozco, a favor; y Diputada Martha Hortensia Garay Cadena, a favor. 

Es cuanto, Diputado Presidente. 

Diputado Presidente Sergio Garza Castillo:

Gracias Diputada. 

Esta Presidencia somete a consideración el dictamen correspondiente.  Si alguien desea intervenir, sírvase indicarlo mediante el sistema electrónico a fin de registrar su intervención. 

No habiendo…  la Diputada Lariza Montiel, ¿El sentido de su intervención? -En contra-.   Adelante Diputada. 

Diputada Lariza Montiel Luis:

Muy buenos días, compañeras Diputadas y Diputados. 

Mi participación en esta ocasión tiene como único propósito dejar constancia de la inconformidad de las Diputadas y Diputados que integramos la Fracción Parlamentaria del Partido Acción Nacional,  en relación a la falta de sensibilidad de las y los Diputados que suscriben el dictamen, por el que se sustituye a los ciudadanos Sergio Dávila y Roberto Cabello de la Comisión de Selección dentro del Sistema Estatal Anticorrupción. 

En su oportunidad la de la voz, manifesté en esta tribuna el desequilibrio que la integración original de esta Comisión de Selección presentaba en términos de género.  Para recordarlo, de un total de 9 integrantes solamente 2 son mujeres.  En aquella ocasión se votó sin tomar en cuenta las manifestaciones expresadas y considerando que esta decisión por parte de la comisión encargada habría sido tomada ya. 

Y en aquella ocasión, compañeras y compañeros,  como en ésta,  me decepciona escuchar públicamente posturas de quienes integramos esta Legislatura, posturas de apoyo, promoción  y defensa sobre los derechos de las mujeres, y también, discursos sobre la igualdad de género, de la igualdad de  aportaciones de valor de   capacidad de hombres y mujeres, y en ocasiones como aquella y como ésta,  constatar que se trata de discursos vacíos. 

La lamentable salida de los ciudadanos Dávila y Cabello era la ocasión oportuna, la ocasión precisa para rectificar lo que hasta entonces podría haberse tomado como una primera ocasión, un voto pronto y un primer acercamiento de esta Legislatura al Sistema Estatal Anticorrupción, a un órgano que aún cuando la ley no define una cuota mínima que en este estado y en la nación busca equilibrar la participación de hombres y mujeres en los cuerpos colegiados, lamentablemente no se llevara a la realidad cuando no nos obliga la ley, la ética,  amigas y amigos,  es hacer las cosas bien, a pesar de que nadie te obligue, a pesar de que nadie te esté viendo. 

Y lamentablemente no lo vemos, no podemos dejar atrás una decisión contraria al principio de igualdad como la que fue aprobada en la ocasión anterior, no, de acuerdo al contenido del dictamen al que se acaba de dar lectura y contrario a la reflexión a la que llamamos en la anterior votación no encontramos eco en los integrantes de la comisión y es que no podemos pretender justificar,  como se manifestó por otras voces anteriormente,  que la participación de las mujeres en este proceso de integración fue muy pobre,  me niego a permitir que esa sea la razón o el término por el que se busque lavar la cara esta Legislatura frente a una decisión excluyente, discriminatoria, opas  y poco ética. 

En la conciencia de cada uno tendremos, en esta votación y en las subsecuentes,  la oportunidad de llevar a ese tablero de votación la mejor conducta que nosotros podamos comprometer con los ciudadanos, y en esta ocasión el voto, el sentido del voto de los Diputados y Diputadas del Partido Acción Nacional es en contra del sentido del dictamen, no por una negación personal con quienes por supuesto participan íntegramente en este proceso de selección, sino por una congruencia y la búsqueda de un equilibrio en los órganos colegiados de todo el país, desde el más alto hasta el menos importante, desde el más amplio hasta el más reducido,  con una participación equilibrada de hombres y mujeres capaces,  porque los tenemos, tenemos igual número de hombres y mujeres y capaces en este estado y en este país para participar de las decisiones públicas. 

Es cuanto, Diputado Presidente. 

Diputado Presidente Sergio Garza Castillo:

Gracias Diputada. 

Si alguien  más desea intervenir, sírvase manifestarlo.  ¿Diputado?

No habiendo más intervenciones, procederemos a votar el dictamen que se sometió a consideración, por lo que,  con fundamento en lo dispuesto en el artículo 211 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, se les hará entrega de una cédula con los nombres de las personas propuestas en el referido dictamen, con la finalidad de que emitan su voto en el sentido que determinen.

Para proceder a lo antes señalado, se solicita a las Diputadas y Diputados pasen al frente de esta mesa para que depositen sus cédulas que previamente les fueron entregadas en el ánfora que se encuentra en esta mesa. 

Y en atención de lo anterior, esta Presidencia les solicita a las Diputadas Secretarias Martha Garay Cadena y Claudia Elisa Morales Salazar, se sirvan revisar el contenido de las cédulas y posteriormente den a conocer el resultado de la votación. 

Diputada Secretaria Claudia Elisa Morales Salazar:

Diputado Presidente, se informa que el resultado de la votación es el siguiente: 15 votos a favor y 4 votos en contra. 

Diputado Presidente    Sergio Garza Castillo:

Gracias, Diputada Secretaria. 

Conforme al resultado de la votación, se aprueba por mayoría el dictamen que se sometió a consideración, procédase a la formulación del decreto en el que se formalice la designación de los integrantes de la Comisión de Selección y envíese al Ejecutivo del Estado para su promulgación, publicación y observancia, señalándose que los dos integrantes de la Comisión de Selección antes mencionados y encargados de elegir al Consejo de Participación Ciudadana del Sistema Estatal Anticorrupción, rendirán la protesta de ley acto seguido. 

Y a continuación, esta Presidencia procederá a tomar la protesta de ley a quienes han sido designados para integrar la Comisión de Selección que designará al Consejo de Participación Ciudadana del Sistema Estatal Anticorrupción, por lo que se solicita a los Diputados integrantes de la Junta de Gobierno que conformen una Comisión de Protocolo para conducirlos a este Salón de Sesiones y por lo cual se declara un breve receso. 

-Receso-

Se reanuda la sesión.

Se pide a todos los presentes ponerse de pie a fin de proceder a la toma de protesta correspondiente. 

Ciudadanos Luis Alfonso Carrillo González y Jesús María Ramón Aguirre:

¿Protestan ustedes desempeñar leal y patrióticamente el cargo de integrantes de la Comisión de Selección que designará al Consejo de Participación Ciudadana del Sistema Estatal Anticorrupción que les ha conferido, guardar y hacer guardar la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Constitución Política del Estado y las leyes que de ella emanen, así como cumplir fielmente los deberes que dichos cargos les imponen, cuidando en todo por el bien y prosperidad de la unión y del Estado?

Ciudadanos Luis Alfonso Carrillo González y Jesús María Ramón Aguirre:

¡Sí protestamos!

Diputado Presidente Sergio Garza Castillo:

¡Si no lo hicieren así, que el Estado se los demande!
¡Muchas felicidades!
Y a continuación, esta Presidencia les solicita a los Diputados que formaron la Comisión de Protocolo se sirvan acompañar a los integrantes de la Comisión de Selección en el momento que deseen retirarse, por lo cual se declara un breve receso. 

-Receso-

Diputado Presidente  Sergio Garza Castillo:

Se reanuda la sesión. 

Y esta Presidencia a continuación concede la palabra al Diputado  Javier Díaz González, para dar lectura a la iniciativa que se encuentra consignada en el Punto 9 A del Orden del Día previamente aprobado. 

Adelante Diputado. 

Diputado Javier Díaz González:

Con su permiso, Diputado Presidente. 

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA  LEY DE TURISMO PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE  PRESENTA EL DE LA VOZ, DIPUTADO JAVIER DÍAZ GONZALEZ, CONJUNTAMENTE CON LAS Y LOS DIPUTADOS DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIERREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

P R E S E N T E.

El que suscribe, Diputado Javier Díaz González, conjuntamente con las demás diputadas y diputados que la suscriben, en el ejercicio de las facultades que nos confieren los artículos 59 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, nos permitimos  someter a esta soberanía, la presente Iniciativa con proyecto de decreto por la que se  adiciona un Artículo 20 bis, en el Capítulo Sexto, de la LEY DE TURISMO PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA,  bajo la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS.

Coahuila ha construido una red de infraestructura deportiva de primer nivel en toda la entidad que favorece la activación y la práctica de todas las disciplinas.

El Sistema Educativo cuenta también con un amplio sistema de competiciones que favorece a la promoción de talentos, y a una cultura deportiva sumamente arraigada, que genera bienestar y calidad de vida.

Coahuila cuenta hoy con muchísimos niños y jóvenes que destacan en los foros regionales y nacionales donde se enfrentan con representativos de otras entidades o de otros países. 

Todo el año, en todas las regiones se realizan múltiples eventos de las más diversas especialidades que aprovechan las instalaciones que se han venido creando a lo largo de los últimos años, y que hoy conforman una red amplísima, que complementa espacios de práctica social, que son reservas territoriales municipales, o predios privados, cedidos formalmente, a través de comodatos, o de manera informal, a ligas y asociaciones que los utilizan para sus prácticas organizadas.

Como consecuencia de las fortalezas económicas, y especialidades productivas que tienen las regiones de la entidad, así como a las riquezas naturales de nuestros ecosistemas, Coahuila cuenta con una capacidad hotelera y de servicios turísticos, que crece constantemente, para dar servicio a quienes nos visitan, para hacer negocios o para recorrer nuestra geografía y disfrutar de nuestra biodiversidad.

En la suma de estas características está la posibilidad de seguir captando competiciones deportivas que se conviertan en un mercado adicional para nuestra economía regional y estatal.

Tenemos todo para que Coahuila sea un destino turístico de excelencia para el turismo deportivo.

Lo mismo para quienes se desplazan desde el interior del estado, y otras regiones a presenciar partidos de nuestros equipos profesionales de beis bol y fut bol, que los que nos visitan para competir en una amplia gama de torneos regionales y nacionales, y eventualmente internacionales.

En razón a lo pertinente de incorporar a nuestra legislación estas prioridades de promoción, es que hemos decidido desarrollar esta propuesta.

Por lo anteriormente expuesto, someto a la consideración de este Honorable Congreso para su revisión, análisis y en su caso aprobación, la siguiente iniciativa de: 

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO.- Se adiciona un Artículo 20 bis, al Capítulo VI, de la LEY DE TURISMO PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA,  para quedar como sigue:

CAPÍTULO SEXTO

TURISMO SOCIAL

Artículo 20 Bis.- El Turismo Deportivo contará con una promoción y desarrollo prioritario que busque aprovechar las fortalezas y capacidades de la entidad en materia de infraestructura deportiva, así como a la muy amplia oferta en hotelería en todas las regiones de la misma, y al clima social propicio, y niveles de seguridad favorables.

El Turismo Deportivo deberá ofrecer a través de concertaciones entre los prestadores de servicios del ramo, paquetes de hospedaje y alimentos, tanto para los visitantes a eventos deportivos profesionales, como a los participantes en torneos y competencias estudiantiles y amateurs, o en cualquier tipo de evento que implique la visita o movilización de personas.

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO. Se derogan las disposiciones que se opongan a lo previsto en este decreto.

Dado en el Salón de Plenos del Palacio del Congreso del Estado.

SALTILLO, COAHUILA,  A 19  DE SEPTIEMBRE  DE 2017.

POR EL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”

DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JAVIER DÍAZ GONZALEZ.

LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER
DIP. LUIS GURZA JAIDAR

DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. ANTONIO NERIO MALTOS
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA         
DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN

DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ
DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO

DIP. GEORGINA CANO TORRALVA                
DIP. JULIÁN EDUARDO MEDRANO AGUIRRE

DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA       DIP. MARÍA DEL SOCORRO LOZANO DÁVILA

DIP. GRACIELA TRUEBA CARRILLO

Es cuanto, Diputado Presidente. 

Diputado Presidente Sergio Garza Castillo:

Gracias Diputado.

Se dispone que la anterior iniciativa sea turnada a la Comisión de Desarrollo Económico, Competitividad y Turismo para efectos de estudio y dictamen. 

A continuación, esta Presidencia le concede el uso de la voz al Diputado Jesús de León Tello, para dar lectura a la iniciativa que se encuentra consignada en el Punto 9 B del Orden del Día previamente aprobado.   Adelante Diputado. 

Diputado Jesús de León Tello:

Gracias,  Diputado Presidente. 

La iniciativa de ley que estamos presentando tiene que ver con todo el funcionamiento irregular que se pueda dar por parte del gobierno del estado y de los municipios y que causen un daño o un perjuicio a los ciudadanos.

Exposición de Motivos

Antes de la reforma al artículo 113 Constitucional para crear el Sistema Nacional Anticorrupción, de acuerdo al Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación, de mayo 27 del 2015, la porción normativa que dio origen a la Ley Reglamentaria Federal de la materia de responsabilidad patrimonial, establecía:

Artículo 113……La responsabilidad del Estado por los daños que  con motivo de su actividad administrativa irregular, cause en los bienes o derechos de los particulares, será objetiva y directa. Los particulares tendrán derecho a una indemnización conforme a las bases, límites y procedimientos que establezcan las leyes.
En base a este párrafo, el Congreso de la Unión creó la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial, publicada en el Diario Oficial de la Federación en fecha 31 de diciembre del 2004.

Es menester señalar que desde el año 2002, las entidades federativas presentaron resistencias para crear sus leyes locales de responsabilidad patrimonial y se limitaron solamente a incluir en el aspecto general en sus constituciones, circunstancia que limita en forma casi absoluta la posibilidad de que los particulares reclamaran a este tipo de violaciones a sus derechos y las respectivas indemnizaciones ante la falta de un ordenamiento secundario que les diera las bases y procedimientos para el reclamo, debiendo en su caso enderezar complicados juicios basados más en criterios jurisprudenciales y en derecho comparado que en una ley particular, objetiva y precisa en la materia. 

En este sentido, todos los años, en cada entidad federativa se verifican casos de ciudadanos que por razón u otra han  sido víctimas de actividad irregular del estado; ya sea por violación o incumplimiento de las leyes de parte de las autoridades, o servidores  públicos presentados  con deficiencia o negligencia en perjuicio de sus destinatarios. Las afectaciones son diversas, desde el aspecto legal, patrimonial hasta aspectos como la salud, la vida y la integridad de la persona o sus bienes.

El daño patrimonial, producto de la actividad irregular del Estado, entendiendo por éste a los tres poderes, federación, estados y municipios y, a sus organismos autónomos, descentralizados, centralizados y paraestatales, es una necesidad legislativa de primer orden y de alta prioridad social, al ser el medio e instrumento legal por el cual los ciudadanos pueden obtener de las autoridades, al menos, una indemnización por los daños y perjuicios ocasionados  por la negligencia, corrupción o acciones fuera de la ley, la norma y los protocolos, atribuibles a las autoridades, ya sean estatales y municipales. 

Con el transcurrir de los años, las primeras entidades federativas que crearon ordenamientos en materia de responsabilidad patrimonial, lo hicieron poniendo candados y límites máximos a las indemnizaciones conferidas a los particulares, aunque estos, de manera precisa y jurídicamente válida, acreditaran que el monto debía ser mucho mayor. Las primeras acciones de inconstitucionalidad sobre el tema llevaron a la Corte a establecer que era inconstitucional fijar topes máximos, como se acredita con los criterios anteriormente ya expuesto.

Revisamos también en el  derecho comparado con algunas otras entidades federativas y encontramos que ya es una costumbre copear casi al pie el modelo de la Ley Federal en la materia, con apenas mínimas diferencias en algunos casos o en ocasiones incluso inexistentes modificaciones de fondo.  

Decidimos tomar como base para la presente iniciativa el modelo del Estado de Nuevo León, pero realizamos cambios, ajustes y modificaciones sustanciales en varios capítulos y  se  introdujeron algunos  otros, para llevar a concluir esta iniciativa con puntos que debemos de resaltar en el sentido de lo que se busca al final de cuentas es no poner topes máximos a los montos de indemnización que por daños y perjuicios podían tener derecho los ciudadanos de reclamar a las autoridades por alguna actividad irregular en el ejercicio de sus funciones y que se tenga la obligación de indemnizar al ciudadano por aquel daño ocasionado.  

Ojalá que sea dictaminado a la brevedad, ya que forma parte también de las leyes que deben de existir en el nuevo Sistema Estatal Anticorrupción y que sin duda es importante contar con esta normativa para que el ciudadano tenga un instrumento bajo el cual poder defenderse en contra de una autoridad que actúe en forma irregular. 

Gracias, Diputado Presidente. 
Texto íntegro correspondiente a la Iniciativa con Proyecto de Decreto para crear la Ley de Responsabilidad Patrimonial para el Estado de Coahuila de Zaragoza
H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

PRESENTE.- 

Iniciativa que presenta el Diputado Jesús de León Tello, conjuntamente con los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “ALONSO JOSÉ RICARDO LUJAMBIO IRAZÁBAL” del Partido Acción Nacional, con fundamento en lo dispuesto por los Artículos 59, fracción I,  y 67, fracción I, de la Constitución Política del Estado; y 21, fracción IV, y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, sometemos a la consideración de esta Honorable Asamblea, la presente Iniciativa con Proyecto de Decreto para  crear la Ley de  Responsabilidad Patrimonial para el Estado de Coahuila de Zaragoza, en base a la siguiente: 

Exposición de Motivos

Antes de la reforma al artículo 113 Constitucional para crear el Sistema Nacional Anticorrupción, de acuerdo al Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación, de fecha 27 de mayo del 2015, la porción normativa que dio origen a la Ley Reglamentaria Federal de la materia de responsabilidad patrimonial, establecía lo que se lee:

Artículo 113……

La responsabilidad del Estado por los daños que, con motivo de su actividad administrativa irregular, cause en los bienes o derechos de los particulares, será objetiva y directa. Los particulares tendrán derecho a una indemnización conforme a las bases, límites y procedimientos que establezcan las leyes.

Porción vigente desde  el día 14 de junio del año 2002. 

En base a este párrafo, el Congreso de la Unión creó la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial, publicada en el Diario Oficial de la Federación en fecha 31 de diciembre del 2004, de la que consideramos oportuno referirnos a los siguientes artículos:

ARTÍCULO 1.- La presente Ley es reglamentaria del segundo párrafo del artículo 113 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y sus disposiciones son de orden público e interés general; tiene por objeto fijar las bases y procedimientos para reconocer el derecho a la indemnización a quienes, sin obligación jurídica de soportarlo, sufran daños en cualquiera de sus bienes y derechos como consecuencia de la actividad administrativa irregular del Estado. La responsabilidad extracontractual a cargo del Estado es objetiva y directa, y la indemnización deberá ajustarse a los términos y condiciones señalados en esta Ley y en las demás disposiciones legales a que la misma hace referencia.

Para los efectos de esta Ley, se entenderá por actividad administrativa irregular, aquella que cause daño a los bienes y derechos de los particulares que no tengan la obligación jurídica de soportar, en virtud de no existir fundamento legal o causa jurídica de justificación para legitimar el daño de que se trate.

ARTÍCULO 2.- Son sujetos de esta Ley, los entes públicos federales. Para los efectos de la misma, se entenderá por entes públicos federales, salvo mención expresa en contrario, a los Poderes Judicial, Legislativo y Ejecutivo de la Federación, organismos constitucionales autónomos, dependencias, entidades de la Administración Pública Federal, la Procuraduría General de la República, los Tribunales Federales Administrativos y cualquier otro ente público de carácter federal.

Los preceptos contenidos en el Capítulo II y demás disposiciones de esta Ley serán aplicables, en lo conducente, para cumplimentar los fallos de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, así como las recomendaciones de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos y de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, aceptadas por los entes públicos federales y por el Estado Mexicano en su caso, en cuanto se refieran al pago de indemnizaciones.

Posteriormente, en la fecha ya señalada, quedó constancia del Decreto que modifica el Artículo 113 en forma completa, y el párrafo aludido fue trasladado en forma íntegra por el Constituyente al artículo 109 de la hoy vigente Ley Suprema, quedando como el párrafo final de este dispositivo.

En dicho decreto, el legislador especificó en el artículo Décimo Primero “La ley reglamentaria del segundo párrafo del artículo 113 Constitucional, reformado por virtud del presente Decreto, se entenderá referida al último párrafo del artículo 109 Constitucional atendiendo a lo establecido en el Quinto Transitorio del presente Decreto.”

En este orden de ideas, es menester señalar que desde el año 2002  las entidades federativas presentaron resistencia férrea a  crear sus leyes locales de responsabilidad patrimonial, y se limitaron solamente a incluir el aspecto general en sus constituciones locales; circunstancia que limitaba en forma casi absoluta la posibilidad para que los particulares reclamaran este tipo de violaciones a sus derechos, y las respectivas indemnizaciones ante la falta de un ordenamiento secundario que les diera las bases y procedimientos para el reclamo, debiendo en su caso, enderezar complicados juicios, basados más en criterios jurisprudenciales y en derecho comparado, que en una ley particular, objetiva y precisa en la materia.

En este sentido, todos los años, en cada entidad federativa se verifican casos de ciudadanos que por una razón u otra han  sido víctimas de actividad irregular del estado; ya sea por violación o incumplimiento de las leyes de parte de las autoridades, o servicios públicos prestados con deficiencia o negligencia en perjuicio de sus destinatarios. Las afectaciones son diversas, desde el aspecto legal, el patrimonial hasta aspectos como la salud, la vida y la integridad de la persona o sus bienes.

El daño patrimonial, producto de la actividad irregular del Estado, entendiendo por éste a los tres poderes, federación, estados y municipios y, a sus organismos autónomos, descentralizados, centralizados y paraestatales, es una necesidad legislativa de primer orden y de alta prioridad social, al ser el medio e instrumento legal por el cual los ciudadanos pueden obtener de las autoridades, al menos, una indemnización por los daños y perjuicios causados por la negligencia, corrupción o acciones fuera de la ley, la norma y los protocolos, atribuibles a las entidades públicas y por ende, a los funcionarios que las representan.

Con el transcurrir de los años, las primeras entidades federativas que crearon ordenamientos en materia de responsabilidad patrimonial, lo hicieron poniendo candados y límites máximos a las indemnizaciones conferidas a los particulares, aunque estos, de manera precisa y jurídicamente válida, acreditaran que el monto debía ser mucho mayor. Las primeras acciones de inconstitucionalidad sobre el tema llevaron a la Corte a establecer que era inconstitucional fijar topes máximos, esto lo podemos verificar en criterios como el que se lee:

Tesis: III.4o. (III Región) 7 A (10a.) 
Semanario Judicial de la Federación.
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Tesis Aislada (Constitucional)

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS. EL ARTÍCULO 11, FRACCIÓN III, DE LA LEY RELATIVA, QUE ESTABLECE UN TOPE MÁXIMO DE INDEMNIZACIÓN POR LOS DAÑOS QUE GENERE LA ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA IRREGULAR, CONTRAVIENE EL ARTÍCULO 113, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL.

De la exposición de motivos de la reforma que modificó la denominación del título cuarto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia de responsabilidad patrimonial, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 14 de junio de 2002, por la cual se adicionó un segundo párrafo al artículo 113 de la propia Carta Magna, se advierte que tuvo como fin incorporar en el texto constitucional dos aspectos fundamentales: 1. El establecimiento expreso de una nueva garantía que proteja la integridad y salvaguarda patrimonial de los individuos respecto de la actividad del Estado, y 2. La obligación correlativa del Estado a la reparación de las lesiones antijurídicas que con su actividad irrogue en el patrimonio de todo individuo que goce de dicha garantía, además de precisar que la indemnización debe ser integral y justa, para lo cual se consideró pertinente adoptar como criterios de ponderación de ésta los de proporcionalidad y equidad. Por su parte, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, sustentó el criterio que el señalado precepto prevé un derecho sustantivo a ser indemnizado por los daños generados por la actividad administrativa irregular del Estado y que las autoridades estatales, incluido el legislador, tienen la obligación de proveer las bases y procedimientos, así como de desplegar sus potestades públicas con el objetivo de garantizarlo, lo cual implica que la mencionada reforma se apoyó en los siguientes principios: 1) el de que quien ocasione un daño que no hay obligación de soportar, debe repararlo y 2) el de solidaridad social, que insta a repartir las cargas de la convivencia social entre los integrantes de la sociedad. Así, estos fines se logran si la indemnización obedece al principio de reparación integral del daño, pues el particular obtiene una compensación que corresponde con el daño que resiente y el Estado interioriza los costos de su actuación irregular, lo que favorece los objetivos generales relacionados con la justicia y el mejoramiento de los servicios públicos. Por tanto, el artículo 11, fracción III, de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de Jalisco y sus Municipios, al establecer un monto máximo como límite al que deberá sujetarse la indemnización por los daños que genere la actividad administrativa irregular del Estado contraviene la citada norma constitucional, porque restringe arbitrariamente el derecho a recibir una indemnización justa, precisamente porque no permite a la autoridad jurisdiccional hacer uso de su arbitrio en cuanto a todas aquellas cantidades que superen la máxima, pues en los casos en que la indemnización sea mayor al tope máximo y, por tanto, no puede verificar en cada caso cuál es el monto de la indemnización que debe corresponder de acuerdo con la magnitud del daño causado, ya que los particulares deberán asumir el costo que supere el tope máximo, lo cual no sólo impedirá la reparación integral de la violación sufrida en sus derechos, sino que permitirá al Estado no asumir parte de las consecuencias por los daños que causó.

Tesis 2000155. III.4o. (III Región) 9 A (10a.). Tribunales Colegiados de Circuito. Décima Época. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro IV, Enero de 2012, Pág. 4608.
RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS. EL ARTÍCULO 11, FRACCIÓN III, DE LA LEY RELATIVA, QUE ESTABLECE UN MONTO MÁXIMO COMO LÍMITE AL QUE DEBERÁ SUJETARSE LA INDEMNIZACIÓN POR LOS DAÑOS QUE OCASIONE LA ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA IRREGULAR, INFRINGE EL PRINCIPIO DE IGUALDAD. El artículo 11, fracción III, de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de Jalisco y sus Municipios, establece un monto máximo como límite al que deberá sujetarse la indemnización que el Estado debe cubrir con motivo de los perjuicios que se ocasionen al gobernado por su actividad administrativa irregular, de veinte mil días de salario mínimo vigente en la Zona Metropolitana de Guadalajara, Jalisco; es decir, no contiene un parámetro que establezca cantidades o porcentajes mínimos y máximos que permitan al juzgador, en uso de su arbitrio, determinar de manera justa e integral el monto pecuniario que provocó el daño, lo que infringe el principio de igualdad, puesto que trata de manera diferente a personas que se encuentran en el mismo supuesto, si se toma en cuenta que cuando no se rebase el límite indemnizatorio que prevé el numeral de mérito, el particular lo recibirá íntegramente, mientras que las personas a las que les resulte un monto superior al tope máximo no recibirán una indemnización completa y, por tanto, tendrán que resentir en su patrimonio el faltante. Lo anterior es así, porque los objetivos destacados en la exposición de motivos que dio origen a la adición del segundo párrafo del artículo 113 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que son, cumplir con las indemnizaciones en apoyo a los principios de ponderación, proporcionalidad y equidad, no se cumplirían, pues los particulares a quienes el Estado les cause perjuicios, no siempre recibirán una indemnización justa, lo cual implica, además, prescindir de un incentivo necesario para adoptar medidas que eliminen o aminoren la mala calidad de los servicios públicos.

 …….

Asimismo, la Suprema Corte definió en forma precisa los alcances del concepto “Responsabilidad Objetiva y Directa” al tenor del criterio siguiente:

Tesis: 1012259. 967. Pleno. Novena Época. Apéndice 1917-Septiembre 2011. Tomo I. Constitucional 3. Derechos Fundamentales Primera Parte - SCJN Vigésima Quinta Sección – Otros derechos fundamentales, Pág. 2260

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO OBJETIVA Y DIRECTA.  SU SIGNIFICADO EN TÉRMINOS DEL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 113 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.

Del segundo párrafo del numeral citado se advierte el establecimiento a nivel constitucional de la figura de la responsabilidad del Estado por los daños que con motivo de su actividad administrativa irregular cause a los particulares en sus bienes o derechos, la cual será objetiva y directa; y el derecho de los particulares a recibir una indemnización conforme a las bases, límites y procedimientos que establezcan las leyes. A la luz del proceso legislativo de la adición al artículo 113 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se advierte que la "responsabilidad directa" significa que cuando en el ejercicio de sus funciones el Estado genere daños a los particulares en sus bienes o derechos, éstos podrán demandarla directamente, sin tener que demostrar la ilicitud o el dolo del servidor que causó el daño reclamado, sino únicamente la irregularidad de su actuación, y sin tener que demandar previamente a dicho servidor; mientras que la "responsabilidad objetiva" es aquella en la que el particular no tiene el deber de soportar los daños patrimoniales causados por una actividad irregular del Estado, entendida ésta como los actos de la administración realizados de manera ilegal o anormal, es decir, sin atender a las condiciones normativas o a los parámetros creados por la propia administración.

El régimen de responsabilidad patrimonial del Estado garantiza al ciudadano la reparación, en el aspecto financiero, del daño causado en su derechos o en sus bienes, y, a la vez, se cumple con la premisa de que la autoridad no pueda actuar con total impunidad al lesionar las garantías constitucionales de los ciudadanos, y en su caso, de los extranjeros que se hallen por un motivo y otro en territorio nacional y sufran una afectación igual a la del resto de los mexicanos en los términos de la ley.

Revisamos en una búsqueda de derecho comparado las leyes de responsabilidad de diversas entidades federativas, encontrando que, como es ya una costumbre legislativa, copiaron casi a pie juntillas el modelo de la ley federal de la materia, con apenas mínimas diferencias, en algunos casos casi inexistentes. 

Decidimos tomar como base para la presente iniciativa el modelo del Estado de Nuevo León, pero, realizamos cambios, ajustes y modificaciones sustanciales en varios capítulos e introdujimos otros. Entre otros cambios, realizamos los siguientes:

I.- Redefinimos el concepto y alcances de la ley.

II.- Establecimos que la reparación del daño será la que corresponde a la naturaleza de esta ley, dejando para otros ordenamientos la que deba reclamarse o perseguirse por leyes distintas.

III.- Redefinimos el concepto de actividad irregular administrativa pública.

IV.- Establecimos un Capitulo (Segundo) que contempla la improcedencia de la vía y de la indemnización, con límites claros y precisos. 

V.- Modificamos la forma en que deben ser organizados los presupuestos de los entes Estatales y Municipales para cumplir con las determinaciones de responsabilidad patrimonial, y fijamos condiciones claras que le diera certeza al tema.

V.- Establecimos elementos precisos que deben tomarse en cuenta para cuantificar las indemnizaciones, además de los previstos por la legislación civil.

VI.- Establecimos la forma en que se debe proceder cuando se trate de indemnizaciones de montos elevados o que afecten el cumplimiento de los planes, programas y obras de los entes obligados.

VII.- Eliminamos los topes máximos en las indemnizaciones, en razón de los criterios de la Corte que ya han sido expuestos.

VIII.- Precisamos con una redacción mucho más clara y puntual los casos en que los entes públicos no serán responsables por actividad irregular, aun cuando generen daños. 

IX.- Establecimos la forma preciso en que lo pagos deben realizarse, los tiempos y condiciones, así como los caso de excepción para que la autoridad pueda hacer frente a erogaciones de altos montos. E;

X.- Incluimos la legislación supletoria.

Entre otros ajustes y modificaciones de suma importancia que realizamos para contar con un ordenamiento más acorde a la realidad, ágil y eficiente.

Por las consideraciones expuestas, presentamos el siguiente proyecto de:

Decreto

ARTÍCULO ÚNICO: Se   crea la Ley de Responsabilidad Patrimonial para el Estado de Coahuila de Zaragoza. 

CAPÍTULO PRIMERO

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1.- La presente Ley  es reglamentaria del último párrafo de la fracción IV del artículo 160 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, sus disposiciones son de orden público e interés general, y tiene por objeto establecer las bases, alcances  y el procedimiento para que los particulares ejerzan el derecho a la indemnización por daños y perjuicios generados con motivo de la actividad administrativa pública irregular del Estado o de sus Municipios.

Esta Ley será la base para dar cumplimiento a las recomendaciones de los organismos de derechos humanos del estado, la federación y en su caso, los de carácter internacional, cuando se refieran a la reparación del daño causado a particulares, siempre que la naturaleza de dicha reparación sea concordante con lo dispuesto en este ordenamiento y que no deba resolverse conforme a uno distinto.

La aceptación y cumplimiento de las recomendaciones a que se refiere el párrafo anterior, en su caso, deberá llevarse a cabo por el ente público estatal o municipal que haya sido declarado responsable; lo mismo deberá observarse para el cumplimiento de los fallos jurisdiccionales de reparación

Artículo 2.- Para efectos de esta Ley, se considerara sujetos obligados y, por lo tanto parte del procedimiento administrativo de indemnización por Responsabilidad Patrimonial a los siguientes:

a) El Estado, comprendido por los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, y los organismos públicos de carácter descentralizado, autónomo y paraestatal que forman parte de la entidad.

b) El Municipio, comprendido por el Ayuntamiento,  el Cabildo, y las dependencias y organismos descentralizados y paramunicipales que forman parte de éste, incluyendo a los juzgados y tribunales de justicia municipal.

c) Cualquier otro organismo o institución que, de acuerdo a la legislación aplicable posea el carácter de entidad pública estatal o municipal.

No serán considerados parte del Estado o el Municipio los fedatarios públicos, los concesionarios, permisionarios o cualquier otra persona física o moral que en ejercicio de alguna patente, permiso o concesión, preste un servicio público. 

Las expresiones entidad, entidad pública, administración pública, sujeto obligado y responsable, se entenderá en referencia a los entes del Estado y lo Municipios previstos en los incisos a), b) y c) de este artículo.

Las expresiones afectado y afectación se entenderán en relación al particular y al daño o perjuicio que ha sufrido por la actividad irregular del Estado o el Municipio. 

La expresión particular se refiere a las personas físicas o morales que sufren alguna afectación por la actividad irregular del Estado el Municipio.

Artículo 3.- Para los efectos de esta Ley la actividad administrativa pública irregular es aquella que cause daño o perjuicio a los bienes y derechos de los particulares, y que no tengan la obligación jurídica de soportar, en virtud de no existir fundamento legal o causa jurídica de justificación para legitimar el daño o perjuicio de que se trate, habiéndose vulnerado una disposición legal o reglamentaria en la generación del daño o el perjuicio. 

No se considerarán actividades administrativas públicas irregulares, las realizadas por el ente público del Estado o Municipio en ejercicio de un derecho tutelado, siempre y cuando se realicen en los tiempos, formas y procedimientos  establecidos en la ley o reglamento aplicable,  aún si por el cumplimiento de las disposiciones legales se genere un daño al particular.

Artículo 4.- Se considera afectado con derecho a ser indemnizado, a la persona física o moral que sufra daños materiales o perjuicios derivados de actos administrativos públicos irregulares realizados por el Estado de Coahuila de Zaragoza o de cualquiera de sus Municipios, que afecten directamente su patrimonio.

CAPÍTULO SEGUNDO

IIMPROCEDENCIA DE LA VÍA Y DE LA INDEMNIZACIÓN

Artículo 5.- No habrá obligación de indemnizar de acuerdo con esta Ley, en los casos y supuestos siguientes:

I.- Por actos materialmente jurisdiccionales o legislativos.

II.-  En caso fortuito o fuerza mayor.

III.- Cuando el Estado o el Municipio, por necesidad apremiante debidamente acreditada, deban tomar acciones urgentes para privilegiar y proteger el interés de la colectividad por encima del particular.

III.- Cuando los daños y perjuicios causados no sean consecuencia directa de la actividad administrativa pública irregular o se deriven de hechos o circunstancias que no se hubieran podido prever o evitar de acuerdo al conocimiento científico o técnico aplicable al momento de ocurrir el suceso o evento que generó el daño o afectación.

IV.- Cuando la afectación o daño sea causada por servidores públicos que no actúen en ejercicio de funciones públicas; por hechos imputable a terceros que hayan producido la causa de responsabilidad; por hechos derivados del descuido o la negligencia del afectado; por hechos en los cuales el afectado sea el único causante del daño; por hechos que resulten de la concurrencia de culpas del afectado y del servidor público y por hechos acontecidos para evitar un daño grave e inminente.

V.- Cuando el afectado hubiere consentido expresa o tácitamente la actuación administrativa pública, exceptuando los casos donde la autoridad le hubiese garantizado previamente que no se generaría determinado daño o perjuicio y este se hubiese generado de todos modos.  Y;

VI.- Cuando, de acuerdo a la naturaleza de la afectación o daño, esta deba reclamarse conforme a una ley distinta a ésta. 

Artículo 6.- El daño o perjuicio que motive la responsabilidad patrimonial que se reclame, deberá ser directamente relacionado con una o varias personas, y desproporcional al que pudiera afectar ordinariamente al común de la población. Probar la excepción a lo previsto en este párrafo le corresponderá al sujeto obligado.

CAPÍTULO TERCERO

DE LA RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL

Artículo 7.- La responsabilidad del Estado y sus Municipios por los daños y perjuicios que, con motivo de su actividad administrativa pública irregular, causen en los bienes o derechos de los particulares, será objetiva y directa.

Los particulares tendrán derecho a ser indemnizados conforme a las bases, alcances y procedimientos que establece la presente Ley. 

Artículo 8.- Los entes públicos estatales y municipales cubrirán las indemnizaciones derivadas de responsabilidad patrimonial que se determinen conforme a esta Ley con cargo a sus respectivos presupuestos.

Artículo 9.- Los entes públicos del Estado y Municipio, tomando en cuenta la disponibilidad de recursos para el ejercicio fiscal correspondiente, incluirán en sus respectivos presupuestos una partida contingente para cubrir las erogaciones derivadas de responsabilidad patrimonial conforme al orden establecido en el registro de indemnizaciones a que se refiere la presente Ley.

Dentro de esta partida deberán considerarse las indemnizaciones que no hayan podido ser cumplidas en el ejercicio inmediato anterior.

Artículo 10.- La partida  asignada deberá contemplar un monto realista, calculado sobre la base del historial y antecedentes del pago de indemnizaciones anteriores al ejercicio fiscal que corre, y de las cantidades pendientes de pago; derivando en un monto promedio de conformidad con los antecedentes señalados.

Artículo 11.- Los pagos de las indemnizaciones derivadas de responsabilidad patrimonial se realizarán conforme  al presupuesto disponible, sin afectar o detener el cumplimiento de los programas, planes y obras de los entes Estatales y Municipales.

Cuando se deban cubrir montos que afecten al presupuesto de las entidades antes mencionadas, el Poder Legislativo del Estado deberá acordar, dentro de los límites financieros y presupuestales establecidos por la ley, y de acuerdo a las estimaciones y estudios actuariales pertinentes, la asignación de una partida extraordinaria para cubrir dichas indemnizaciones.

En los casos señalados en el párrafo anterior, los entes del Estado y Municipios contarán con el derecho a establecer pagos en parcialidades mensuales, trimestrales, semestrales o anuales, de acuerdo a cada caso concreto, sin tardar más de tres años en erogar el total de la indemnización acordada, ni dejar de cumplir con las parcialidades  establecidas.

La autoridad jurisdiccional o administrativa que resuelva el pago de una indemnización de conformidad con las bases señaladas en presente artículo, deberá considerar lo señalado en el tercer párrafo del presente en el resolutivo o sentencia. 

Esta prerrogativa será aplicable sólo en los casos en que el monto establecido afecte el presupuesto de conformidad a lo dispuesto en el párrafo segundo de este artículo. En todos los demás casos el pago deberá hacerse en una sola exhibición, sin que medie un plazo mayor a tres meses entre la fecha en que se notifica el resolutivo o sentencia final al particular, y la fecha en que se realiza el pago correspondiente. 

En todo momento, el particular y el ente responsable, previo a la sentencia o resolutivo final, podrán acordar libremente, mediante convenio legalmente suscrito, un monto distinto al pretendido originalmente, formas de pago, ya sea en dinero o en especie, y las parcialidades que pacten.

Suscrito el convenio se suspenderá y sobreseerá el procedimiento de reclamo, y se estará al cumplimiento del acuerdo celebrado.

Artículo 12.- La indemnización se efectuará después de concluir los procedimientos para determinar la responsabilidad patrimonial a cargo del Estado o Municipio, y para precisar, en su caso, el monto de los daños y perjuicios.

CAPÍTULO CUARTO

DE LA INDEMNIZACIÓN

Artículo 13.- Las indemnizaciones reguladas por esta Ley, únicamente comprenderán los daños y perjuicios reales que sean consecuencia inmediata y directa de la actividad administrativa pública irregular del Estado o del Municipio.

Artículo 14.- Para determinar las indemnizaciones que deban realizarse conforme a esta Ley, serán aplicables  las disposiciones de la Sección Quinta, Capitulo IV del Título Segundo del Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, únicamente en lo que resulte aplicable a esta finalidad.

Le límite de las indemnizaciones será el que determine la autoridad administrativa o jurisdiccional en base a cada caso concreto, y de conformidad  a los elementos conformados por:

I.- El monto reclamado por el afectado.

II.- El cálculo realizado por la autoridad que deba resolver el proceso y la indemnización correspondiente.

III.- El perjuicio causado, estimado de conformidad con la legislación civil del Estado.

IV.- Las recomendaciones, en su caso, de los organismos de derechos humanos; y, 

V.- Las estimaciones y valoraciones de los daños realizadas por peritos certificados.

No procederá la reclamación de costas en los procesos de indemnización, pero la autoridad que resuelva en definitiva deberá incluir en su resolutivo o sentencia la restitución de las erogaciones que el particular afectado haya realizado en la contratación de peritos o especialistas para determinar el monto de su reclamo, siempre y cuando dicha resolución le sea favorable, en caso contrario no procederá el pago de estos gastos.

El reclamante deberá acreditar los perjuicios que le han sido ocasionados por virtud de la actividad administrativa irregular del ente público, con los documentos a que se refiere esta Ley.

Artículo 15.- La indemnización por Responsabilidad Patrimonial del Estado o Municipio, derivada de la actividad administrativa pública irregular, deberá pagarse al reclamante de acuerdo a las modalidades que establece esta Ley y las bases siguientes: 

I. La reparación del daño consistirá en el restablecimiento de la situación anterior a él, y cuando ello sea imposible, en el pago de una suma de dinero por daños y perjuicios; 

II. El pago en dinero se hará en moneda nacional; 

III. Podrá convenirse el pago en especie; 

IV. La cuantificación de la indemnización se calculará de acuerdo a la fecha en que la afectación efectivamente se produjo; 

V. En todo caso deberá actualizarse la cantidad a indemnizar al tiempo en que haya de efectuarse el cumplimiento de la resolución o convenio por el que se resuelve el pago de la indemnización; 

VI. En caso de retraso en el cumplimiento de la indemnización procederá su actualización; y

VII. Los entes públicos Estatales y Municipales, podrán previo acuerdo y ajustándose a la partida contingente, cubrir el monto de la indemnización mediante parcialidades en ejercicios fiscales subsecuentes, realizando una proyección de los pagos de acuerdo a lo siguiente: 

a) Los diversos compromisos programados de ejercicios fiscales anteriores y los que previsiblemente se presentarán en el ejercicio de que se trate; 

b) El monto de los recursos presupuestados o asignados en los cinco ejercicios fiscales previos al inicio del pago en parcialidades, para cubrir la Responsabilidad Patrimonial del Estado o Municipio por la actividad administrativa pública irregular determinada conforme a esta Ley; y 

c) Los recursos que previsiblemente serán aprobados y asignados en el rubro correspondiente a este tipo de obligaciones en los ejercicios fiscales subsecuentes con base en los antecedentes referidos en el inciso anterior y el comportamiento del ingreso-gasto.

El procedimiento de actualización a que se refieren las fracciones V y VI se efectuará de conformidad con lo dispuesto  por el  Código Fiscal del Estado.

En su caso, se observará lo dispuesto por el artículo 11 del presente ordenamiento.

Artículo 16.- El derecho a la indemnización a la que se refiere esta Ley, prescribe en noventa días naturales, que se computarán a partir del día siguiente a aquel en que se produzca el daño o perjuicio, salvo que se trate que actos de tracto sucesivo, en los cuales no se computará dicho plazo. 

El plazo de la prescripción sólo se interrumpirá al iniciarse el procedimiento de reclamación correspondiente. 

El derecho al cobro de la indemnización determinada conforme a esta Ley, se extingue por el transcurso de un año contado a partir del día en que fue exigible. Este plazo sólo se interrumpirá por cada gestión de cobro que realice el particular ante el ente público del Estado o Municipio correspondiente.

Se entiende por gestión de cobro todo reclamo o solicitud de pago presentada por escrito debidamente acusado por el particular, o bien, por las acciones legales que inicie para hacer válido el cumplimiento del pago.

Los reclamos verbales o telefónicos no serán válidos para los efectos señalados en los dos párrafos que preceden.

Los reclamos por vía electrónica sólo serán válidos cuando la entidad responsable permita o contemple dicha posibilidad, y además, el particular pueda acreditar fehacientemente que su reclamo fue realizado y respondido en cualquier sentido. 

Artículo 17.- Los entes públicos del Estado o Municipio, a través de sus instancias correspondientes, deberán contar con un registro de Indemnizaciones por Responsabilidad Patrimonial.

Los registros serán públicos y tendrán por objeto llevar el seguimiento y la inscripción de las resoluciones firmes que determinen responsabilidad patrimonial a cargo del Estado o Municipio, así como los convenios derivados de la misma, a fin de que las indemnizaciones se efectúen en orden cronológico, según la fecha y hora de notificación, asignándoseles un número de folio para su control.

Los registros de indemnizaciones por responsabilidad patrimonial se publicarán en el portal de Internet del ente público del Estado o del Municipio correspondiente, en los casos en que cuenten con ello; contendrán, sin perjuicio de lo previsto en la Ley de   Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del estado, en relación a la protección de datos personales, el nombre del beneficiario, la modalidad y en su caso, el monto de la indemnización y los datos del expediente en el que se haya dictado la resolución o convenio respectivo.

Artículo 18.- En los casos de haberse celebrado contrato de seguro contra la responsabilidad patrimonial, ante la eventual producción de daños y perjuicios que sean consecuencia de la actividad administrativa pública irregular del Estado o Municipio, la suma asegurada se destinará a cubrir el monto equivalente a la reparación integral o equitativa, según el caso. De ser ésta insuficiente, el Estado continuará obligado a resarcir la diferencia respectiva. 

Artículo 19.- Las indemnizaciones fijadas por las Autoridades Administrativas o que resultaran de algún procedimiento Judicial, que exceden del monto máximo presupuestado o que no pudiesen cubrirse con la partida contingente en un ejercicio fiscal, deberán ser cubiertas en el siguiente ejercicio fiscal, basándose en el orden de registro y de conformidad a lo establecido en el artículo 11 de la presente. 

CAPÍTULO QUINTO

DEL PROCEDIMIENTO

Artículo 20.- El procedimiento de reclamación se iniciará a petición de la parte directamente afectada o por sus causahabientes, ante la instancia Estatal o Municipal que corresponda. 

Dicho procedimiento se substanciará a más tardar dentro del plazo de 90 días hábiles posteriores a la presentación de la petición.

La reclamación del particular podrá resolverse mediante convenio con la instancia del Estado o Municipio que corresponda.

Artículo 21.- Si iniciado el procedimiento de responsabilidad patrimonial del Estado o Municipio, se encontrare pendiente alguno de los procedimientos por los que el particular haya impugnado el acto de autoridad que se reputa como dañoso, el procedimiento de responsabilidad patrimonial del Estado o Municipio se suspenderá hasta que en los otros procedimientos, la autoridad competente dicte una resolución que cause estado y sea considerado como firme o definitivo.

La nulidad o anulabilidad de actos administrativos por la vía administrativa, o por la vía jurisdiccional, no presupone por sí misma derecho a la indemnización.

No procederá la reclamación de indemnización por responsabilidad patrimonial del Estado de Coahuila o de cualquiera de sus Municipios, si antes de existir resolución firme al respecto y de que esta fuere cumplida, se hubiere realizado la reparación de daños y perjuicios por parte de algún otro obligado, ya sea en forma voluntaria o por determinación de autoridad competente dictada en diversa vía procedimental.

Artículo 22.- La relación causa-efecto entre la acción administrativa pública irregular y la afectación patrimonial ocasionada deberá probarse conforme a las reglas de valoración de la prueba del Código de Procedimientos Civiles del Estado. 

Artículo 23.- Será competente para conocer y resolver las reclamaciones de indemnización por responsabilidad patrimonial que se presenten conforme a esta Ley, el órgano que en su respectivo ámbito determinen los entes públicos del Estado o del Ayuntamiento del Municipio de que se trate.

La reclamación se presentará por escrito y deberá contener, como mínimo, los siguientes elementos:

I. El nombre del ente público al cual se dirige;

II. El nombre del promovente y, en su caso, del causahabiente, quien deberá ser acreditado con la documentación correspondiente; en caso de que el reclamo de haga por medio de representante legal o por mandatario, deberá acreditarse la personalidad de los mismos en los términos y condiciones en la legislación civil del estado.

III. El domicilio del promovente para recibir notificaciones, en el lugar de la residencia del ente público ante el cual se realice la reclamación;

IV. La narración y descripción cronológica de los hechos y el razonamiento en el justifica su pretensión;

V. La relación causa–efecto entre el daño o perjuicio producido y la presunta actividad administrativa irregular del servidor del ente público;

VI. La estimación del monto del daño o perjuicio ocasionado, podrá presentarse al momento de iniciada la reclamación o en el término establecido en el artículo 25 de la presente Ley, misma que deberá estar acompañada de lo siguiente:

a)  En caso de daños materiales:

1) Un peritaje que determine el valor comercial de la reparación del daño a los bienes afectados, al momento en que tuvo lugar tal daño alegado; y

2) La documentación comprobatoria que reúna los requisitos que establecen las leyes fiscales, de todas las erogaciones que en su caso hayan efectuado para reparar el daño reclamado.

b) Los contratos o declaraciones de impuestos originales de fecha anterior a aquella en que hubiere tenido lugar la actividad administrativa irregular, con los que pueda acreditar que efectivamente tenía derecho o posibilidad cierta de recibir los ingresos que por tal actividad alega dejó de percibir;

c) En el caso de reclamación por daños personales que hubieren ocasionado la muerte, el reclamante deberá acreditar su carácter de heredero o albacea de la sucesión, supuesto en el que no aplicara el término de prescripción hasta en tanto se tenga legalmente acreditado el carácter sucesorio;

d) Cuando la reclamación sea por daños personales que hubieren generado algún tipo de incapacidad, el reclamante deberá acompañar el peritaje médico en el que se concluya la incapacidad alegada;

e) Cuando se exija indemnización por gastos médicos efectuados, el reclamante deberá presentar un desglose de los servicios médicos que hubiere recibido, y los documentos con los que acredite que efectivamente se le prestaron. En su caso, la autoridad se cerciorará de la veracidad de tales documentos y solicitará a la institución pública de salud en el Estado que corresponda, el costo de los mismos.

En ningún caso se pagará indemnización por servicios médicos recibidos por el reclamante de instituciones de seguridad social estatales o nacionales, ni por servicios médicos recibidos en el extranjero; y

f) La indemnización que se exija por daños morales deberá expresar los motivos y circunstancias concretas en los que el reclamante base de la determinación de cada cantidad cuya suma integre el monto total reclamado.

VII. El ofrecimiento de las pruebas, cuando la naturaleza del hecho así lo requiera;

VIII. El señalamiento, bajo protesta de decir verdad de que la reclamación no se ha iniciado por otra vía; y

IX. El lugar, fecha y firma o huella dactilar del interesado o, en su caso, la del causahabiente.

La autoridad podrá ordenar a su costa otro peritaje y el reclamante deberá someterse a la práctica del mismo. En su caso, y con base en las conclusiones de uno o ambos peritajes, la autoridad determinará si procede o no el pago de la indemnización. Los peritajes deberán ser formulados por peritos de los autorizados por el Tribunal Superior de Justicia del Estado.

Artículo 24.- La responsabilidad del Estado o Municipio deberá ser probada por el reclamante que considere afectado su patrimonio. Por su parte, al Estado o Municipio, corresponderá probar únicamente, la participación de terceros o del propio reclamante en la producción de los daños y perjuicios irrogados al mismo; que los daños y perjuicios no son consecuencia de la actividad administrativa pública irregular del Estado o Municipio; que los daños y perjuicios derivan de hechos o circunstancias imprevisibles o inevitables según los conocimientos científicos o técnicos de que efectivamente se disponga en el momento de su acaecimiento, o bien, la existencia de caso fortuito o fuerza mayor que lo exonera de responsabilidad patrimonial.

Artículo 25.- El procedimiento de reclamación se sujetará a los siguientes términos:

a) Dentro de los cinco días siguientes a su presentación, deberá emitirse el acuerdo de admisión, en el cual en su caso, se emplazará al órgano pertinente de la autoridad demandada.

b) Una vez realizada la admisión se abrirá el periodo probatorio, que no podrá exceder de sesenta días hábiles, en el cual se calificarán y desahogarán las pruebas aportadas o requeridas que así lo ameriten.

c) Dentro de los veinticinco días hábiles siguientes a la conclusión del periodo probatorio, el órgano competente deberá emitir una resolución en la que se pronuncie sobre la existencia o inexistencia de la actividad administrativa irregular, del daño o perjuicio, y de la relación de causalidad entre la primera y lo segundo. 

Dicha resolución deberá ser notificada al reclamante y a la dependencia o entidad a la que se le hubiere imputado el daño. Lo no previsto en esta Ley respecto al procedimiento se estará a lo señalado en el Código de Procedimientos Civiles del Estado de Coahuila.

Si la resolución del órgano competente tiene por acreditados la existencia de la actividad administrativa irregular, del daño o perjuicio, y de la relación de causalidad directa entre la primera y el segundo, y el reclamante al inicio del procedimiento no hubiere presentado la estimación del monto de la indemnización que exija con los requisitos que se mencionan en el artículo 24 de la presente Ley, al notificarle la resolución el órgano competente requerirá al reclamante para que presente tal estimación dentro de los diez días siguientes. 

Cuando el reclamante no presenta la estimación dentro del plazo señalado, se considerará que desiste de su pretensión de indemnización. 

De presentarla, se agotarán los pasos previstos en el artículo 23 de la presente Ley y en un plazo no mayor de quince días la autoridad emitirá una resolución en la que determine el monto de la indemnización que se pagará al reclamante.

Dicha resolución deberá ser notificada al reclamante y a la dependencia o entidad a la que se le hubiere imputado el daño.

Si la resolución del órgano competente tiene por acreditados la existencia de la actividad administrativa irregular, del daño, y de la relación de causalidad directa entre la primera y el segundo, y el reclamante al inicio del procedimiento no hubiere presentado la estimación del monto de la indemnización que exija con los requisitos que se mencionan en el artículo 24 de la presente Ley, al notificarle la resolución el órgano competente requerirá al reclamante para que presente tal estimación dentro de los diez días siguientes.

Cuando el reclamante no presenta la estimación dentro del plazo señalado, se considerará que desiste de su pretensión de indemnización.

De presentarla, se agotarán los pasos previstos en el artículo 23 de la presente Ley y en un plazo no mayor de quince días la autoridad emitirá una resolución en la que determine el monto de la indemnización que se pagará al reclamante. 

Artículo 26.- Las resoluciones que dicte el ente público Estatal o Municipal correspondiente, con motivo de las reclamaciones que prevé la presente Ley, deberán contener un análisis exhaustivo de la existencia de la relación de causalidad entre la actividad administrativa y la afectación producida; la valoración detallada de las pruebas ofrecidas; la modalidad y el monto de la indemnización, explicitando los criterios utilizados para su cuantificación. Igualmente en los casos de concurrencia previstos en esta Ley, en dicha resolución se deberán razonar los criterios de imputación y la graduación correspondiente para su aplicación a cada caso en particular.

Artículo 27.- Las resoluciones de la autoridad administrativa que nieguen la indemnización, o que por su monto, no satisfagan al interesado, podrán impugnarse por vía jurisdiccional ante el Tribunal de Justicia Administrativa del Estado o del Municipio.

En caso de que el Municipio no cuente con un Tribunal de Justicia Administrativa, será competente el del Estado. 

Artículo 28.- El procedimiento de reclamación terminará anticipadamente en los siguientes casos:

I. Por desistimiento; 

II. Por inactividad procesal, ante la falta de impulso del particular interesado durante más de 90 días naturales consecutivos;

III. Por convenio de las partes, suscrito ante la autoridad que conoce del proceso; y, 

En los demás casos en que, por disposición legal, haya impedimento para emitir resolución en cuanto al fondo de la reclamación.

Artículo 29.- El Estado o Municipio tendrá la obligación de denunciar ante el Ministerio Público a toda persona que directa o indirectamente participe, coadyuve, asista o simule la producción de daños o perjuicios con el propósito de acreditar indebidamente la responsabilidad patrimonial o de obtener alguna indemnización.

CAPÍTULO SEXTO

DE LA CONCURRENCIA

ARTÍCULO 30.- En caso de concurrencia acreditada en los términos de esta Ley, el pago de la indemnización deberá distribuirse proporcionalmente entre todos los causantes de la lesión patrimonial reclamada, de acuerdo con su respectiva participación. Para los efectos de la misma distribución, las autoridades administrativas tomarán en cuenta, entre otros, los siguientes criterios de imputación, mismos que deberán graduarse y aplicarse de acuerdo con cada caso concreto:

I. Deberá atribuirse a cada ente público del Estado o Municipio los hechos o actos dañosos que provengan de su propia organización y operación, incluyendo las de sus órganos administrativos desconcentrados;

II. Los entes públicos del Estado o Municipio responderán únicamente de los hechos o actos dañosos que hayan ocasionado los servidores públicos que les estén adscritos;

III. Los entes públicos del Estado o Municipio que tengan atribuciones o responsabilidad respecto de la prestación del servicio público y cuya actividad haya producido los hechos o actos dañosos responderán de los mismos, sea por prestación directa o con colaboración interorgánica;

IV. Los entes públicos del Estado o Municipio que hubieran proyectado obras que hayan sido ejecutadas por otras responderá de los hechos o actos dañosos causados, cuando las segundas no hayan tenido el derecho de modificar el proyecto por cuya causa se generó la lesión patrimonial reclamada. Por su parte, los entes públicos federales ejecutores responderán de los hechos o actos dañosos producidos, cuando éstos no hubieran tenido como origen deficiencias en el proyecto elaborado; y

V. Cuando en los hechos o actos dañosos concurra la intervención de la autoridad federal y la local, la primera deberá responder del pago de la indemnización en forma proporcional a su respectiva participación, quedando la parte correspondiente de la entidad federativa en los términos que su propia legislación disponga.

El Gobierno del Estado, a través de la Secretaría de Finanzas del Estado, en el ámbito de sus respectivas atribuciones, podrá celebrar convenios de coordinación con los entes públicos del Estado y Municipio respecto de la materia que regula la presente Ley.

ARTÍCULO 31.- En el supuesto de que el reclamante se encuentre entre los causantes de la lesión cuya reparación solicita, la proporción cuantitativa de su participación en el daño y perjuicio causado se deducirá del monto de la indemnización total.

ARTÍCULO 32.- En el supuesto de que entre los causantes de la lesión patrimonial reclamada no se pueda identificar su exacta participación en la producción de la misma, se establecerá entre ellos una responsabilidad solidaria frente al reclamante, debiéndose distribuir el pago de la indemnización en partes iguales entre todos los cocausantes.

ARTÍCULO 33.- En el supuesto de que las reclamaciones deriven de hechos o actos dañosos producidos como consecuencia de una concesión de servicio público por parte de la Administración Pública del Estado o Municipio, y las lesiones patrimoniales hayan tenido como causa una determinación del concesionante que sea de ineludible cumplimiento para el concesionario, el Estado o Municipio responderá directamente.

Los concesionarios tendrán la obligación de contratar seguros u otorgar garantías a favor del concesionante, para el caso de que la lesión reclamada haya sido ocasionada por la actividad del concesionario y no se derive de una determinación del concesionante.

CAPÍTULO SÉPTIMO

DEL DERECHO DEL ESTADO DE REPETIR CONTRA

LOS SERVIDORES PÚBLICOS

ARTÍCULO 34.- El Estado o Municipio podrá repetir de los servidores públicos el pago de la indemnización cubierta a los particulares cuando, previa substanciación del procedimiento administrativo disciplinario previsto en las leyes, se determine su responsabilidad, y que la falta administrativa haya tenido el carácter de infracción grave. El monto que se exija al servidor público por este concepto formará parte de la sanción económica que se le aplique.

La gravedad de la infracción se calificará de acuerdo con los criterios que establece la Ley de  la materia. Además, se tomarán en cuenta los estándares promedio de la actividad administrativa, la perturbación de la misma, la existencia o no de intencionalidad, la responsabilidad profesional y su relación con la producción del resultado dañoso.

ARTÍCULO 35.- Los servidores públicos podrán impugnar las resoluciones administrativas por las que se les imponga la obligación de resarcir los daños y perjuicios que el Estado o Municipio haya pagado con motivo de los reclamos indemnizatorios respectivos ante el Tribunal de Justicia Administrativa del Estado, o en su caso, del Municipio.

CAPÍTULO OCTAVO

LEGISLACIÓN SUPLETORIA

ARTÍCULO 36.- En todo lo no previsto en esta ley, se aplicaran en lo que corresponda las disposiciones de la Ley de Procedimiento Administrativo de Coahuila, Ley del Procedimiento Contencioso Administrativo para el Estado de Coahuila, Código Civil y Código de Procedimientos Civiles del Estado, y el Código Fiscal del mismo. 

ARTÍCULO 37.- Los reclamos por responsabilidad patrimonial presentados conforme al presente ordenamiento son de naturaleza exclusivamente administrativa.

T R A N S I T O R O S

Primero.- El presente Decreto entrará en vigor a los noventa días contados a partir de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

Segundo.- Dentro de los 30 días naturales siguientes a la iniciación de vigencia de este Decreto, los entes públicos del Estado y de los Ayuntamientos de los Municipios determinarán los órganos competentes para conocer y resolver en su respectivo ámbito las reclamaciones de indemnización por responsabilidad patrimonial.

Tercero.- A los actos de responsabilidad patrimonial o reclamos de indemnización iniciados en fecha previa a la entrada en vigor de esta ley no les serán aplicables estas disposiciones, y deberán resolverse conforme a las leyes, reglamentos, procedimientos y fundamentos legales con que fueron iniciados.

Cuarto.- El Ejecutivo del Estado deberá expedir el reglamento de esta ley en un plazo no mayor a 40 días naturales posteriores a la entrada en vigor del presente decreto. 

Quinto.- Para dar cumplimiento a lo dispuesto por el Artículo 11 de la presente Ley, los sujetos obligados podrán reasignar partidas de sus respectivos presupuestos de egresos, hasta por las cantidades que se destinen a éste fin.

Dado en el salón de Sesiones del Congreso del Estado, en la ciudad de Saltillo Coahuila a los 19 días del mes de septiembre del 2017. 

ATENTAMENTE

“POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEROSA Y UNA VIDA MEJOR Y MAS DIGNA PARA TODOS”GRUPO PARLAMENTARIO “Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”

DIP. JESÚS DE LEÓN TELLO
DIP. LARIZA MONTIEL LUIS

     COORDINADOR

DIP. YOLANDA O. ACUÑA CONTRERAS      
DIP. JOSE A. PRUNEDA VALDEZ

Diputado Presidente  Sergio Garza Castillo:

Gracias Diputado. 

Se dispone que la anterior iniciativa sea turnada a la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia para efectos de estudio y dictamen. 

A continuación, esta Presidencia concede el uso de la voz a la Diputada Claudia Elisa Morales Salazar, para dar lectura a la iniciativa que se encuentra consignada en el Punto 9 C del Orden del Día previamente aprobado. 

Adelante Diputada. 

Diputada Claudia Elisa Morales Salazar:

Con su permiso, Diputado Presidente. 

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE  ZARAGOZA.

P R E S EN T E.-

La de la voz, Diputada Claudia Elisa Morales Salazar, en representación de la Fracción Parlamentaria, Lic. Gilberto Rincón Gallardo del Partido Socialdemócrata Independiente de Coahuila en uso de las facultades conferidas por el artículo 59 de la Constitución Política del Estado, así como el artículo 21 en su fracción IV de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza vengo a someter a la consideración del Pleno de esta Soberanía Popular:

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN DIVERAS DISPOSICIONES DE LA LEY ESTATAL DE SALUD Y LEY DEL SISTEMA DE SEGURIDAD PÚBLICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

En atención a lo siguiente:

Exposición de motivos.

La Organización Mundial de Salud (OMS) ha definido la salud como un estado completo de bienestar físico, mental y social que tiene una persona. Este concepto fue modificado ah tal magnitud de ampliación debido a que anteriormente se tenía la creencia que un estado óptimo de salud era, simplemente, la ausencia de enfermedades biológicas.

De igual manera, este término puede ser dividido en tres áreas diferentes: a) salud física, b) salud mental y c) salud social. Poniendo un tanto más de énfasis en el término “salud mental”, la Organización Mundial de la Salud,  la define como “el rendimiento óptimo dentro de las capacidades que posee, relacionadas con el ámbito que la rodea; la salud radica en el equilibrio de la persona con su entorno de ese modo, lo que le implica una posibilidad de resolución de conflictos que le aparecen”.

Uno de los entornos de principal desarrollo de las personas es su entorno laboral, es por esto que la Organización Internacional del Trabajo (OIT) en coordinación con la Organización Mundial de la Salud,  crearon el concepto de “Salud Ocupacional” el cual se define como “la rama de la salud pública que busca mantener el máximo estado de bienestar físico, mental y social de los trabajadores en todas las ocupaciones; protegerlos de los accidentes de trabajo, consecuencias o resultados de enfermedades o patologías derivadas del desempeño de sus funciones diarias”.

Enfocándonos en un sector en particular, y conforme a lo establecido sobre la protección a la salud en general por el artículo 4° constitucional y lo establecido en el 21° del mismo ordenamiento máximo sobre la seguridad pública, extraemos que es tarea tanto de las instituciones de seguridad pública como de sus elementos, el salvaguardar y velar por los derechos y seguridad de los ciudadanos como personas y como parte de una sociedad. Son estas instituciones las que brindan la certeza de las acciones que se llevan a cabo para salvaguardar al ciudadano y su entorno llevándose a cabo mediante elementos con estándares de legalidad, dedicaciones, profesionalismo y disciplina.

Así mismo, y en el mismo sentido que va dirigido lo antes señalado, dichos elementos también tienen el derecho de ser salvaguardados. Según lo señalado en el artículo 123° apartado B de nuestra Carta Magna, “las autoridades federales, de entidades federativas y municipales, a fin de propiciar el fortalecimiento del sistema de seguridad social de Ministerio Público, de corporaciones policiales y de servicios periciales, de sus familias y dependientes, instrumentaran sistemas complementarios de seguridad social”.

Teniendo como fundamento dichas disposiciones legales es necesario hacer énfasis en una problemática que aqueja a los elementos policiales que son parte fundamental de las instituciones de seguridad pública. La labor que llevan a cabo estos elementos los expone día con día a situaciones que pudieran poner en riesgo tanto su salud e integridad física como mental y emocional. Los cuerpos policiacos se enfrentan a condiciones de un medio laboral violento, esto debido a los constantes enfrentamientos de situaciones allegadas con muerte, suicidios, delincuencia organizada, actos de tortura y aberración contra la persona, sexuales, y solo por mencionar unos cuantos de los supuestos con los que tienen que lidiar en el cumplimento de su trabajo y la salvaguarda de los derechos violentados en el hecho; aunado de una sociedad que constantemente se encuentra cuestionando y desacreditando los resultados de sus labores.

Estos no son los únicos factores adversos a los que se enfrentan, teniendo de frente largas jornadas de trabajo, problemas económicos derivado de salarios cortos y gastos largos y sobre todo traumas que suelen resultar de las vivencias expuestas en sus labores. Si bien, toda labor conlleva ciertos riesgos, para los policías la exposición es constante.

Los acontecimientos violentos e inhumanos a los que se enfrentan los cuerpos policiacos suelen ser una fuente de alteración grave, esto a su vez pudiendo provocar alta presión sanguínea, insomnio, problemas del corazón, trastorno de estrés postraumático, etc. Por otra parte, dejando lo biológico entramos en el marco de lo emocional con miedos, ansiedad o depresión, etcétera. 

En nuestro estado nos hemos topado con situaciones tan alarmantes como el gran número de suicidios constantes en el Estado, la ola de delincuencia organizada y sus actos de tortura, entre muchos otros ejemplos que no solo afectan directamente a quienes lo hayan suscitado y sus familiares, sino también indirectamente a quienes se familiaricen o tengan una relación con alguno de estos hechos, como la sociedad, vecinos, amigos, autoridades investigadores, policías, etc.

Ciertamente, los policías cuentan con un entrenamiento físico y mental con el que se preparan para prestar sus servicios en su corporación, sin embargo, las consecuencias de todas estas rigurosas condiciones de trabajo que viven a nivel psicológico son difícilmente apreciadas, sin el debido estudio o análisis por parte de un especialista. Los policías deben hacer frente a la posibilidad de cuidar su salud mental, ya que enfrentar retos permanentes por las condiciones violentas que en su trabajo se generan impacta gravemente en su calidad de vida y en su desarrollo sano mental; mismas que no solo afectan a ellos, sino a sus familiares y a la sociedad.

En un marco de seguridad necesitamos policías eficientes con una buena salud mental para que hagan su trabajo, y no hay quien se preocupe por esto. Si vemos mayores inversiones en chalecos y armamento creemos que con eso ya están a salvo, pero es la capacitación en técnicas para el manejo de emociones y la orientación psicológica, así como el correcto comportamiento ante situaciones de estrés o que presenten un cuadro fuerte, bizarro o impactante de violencia, lo que realmente los mantendría en un desarrollo pleno laboral, familiar y social.

Es por lo anteriormente expuesto, compañeras y compañeros que la Socialdemocracia les hacemos el día de hoy un llamado para sumarnos a la presente iniciativa, la cual presento ante este Honorable recinto:

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN DIVERAS DISPOSICIONES DE LA LEY ESTATAL DE SALUD Y LEY DEL SISTEMA DE SEGURIDAD PÚBLICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA

ARTÍCULO PRIMERO: Se reforman las fracciones I y IV del apartado A del artículo 4°, la fracción XVI del artículo 7° y el artículo 68 de la Ley Estatal de Salud, para quedar como sigue:

Artículo 4o. En los términos de la Ley General de Salud y de la presente Ley, corresponde al Estado de Coahuila.
A. En materia de Salubridad General:

I. La atención médica, preferentemente en beneficio de grupos vulnerables  y elementos policiacos que desempeñan su función;
IV. 
 La salud mental y emocional;

Artículo 7o. La coordinación del Sistema Estatal de Salud estará a cargo de la Secretaría de Salud del Estado, correspondiéndole lo siguiente:

XVI. Impulsar la mejora de los procesos de atención a la salud física, mental y social mediante la implementación de sistemas de calidad en las dependencias públicas y privadas, para alcanzar la certificación de las mismas, así como en los cuerpos policiacos dedicados a salvaguardar los derechos de las personas y que se exponen constantemente al deterioro de su salud.

Artículo 68. La atención de las enfermedades mentales comprende:

I. La atención de personas con padecimientos mentales, la rehabilitación psiquiátrica de enfermos mentales crónicos, deficientes mentales, alcohólicos y personas que usen habitualmente estupefacientes o substancias psicotrópicas, la rehabilitación y tratamiento psicológico de elementos de cuerpos policiacos que sufran trastornos o traumas derivado del cumplimiento de sus funciones, y
ARTÍCULO SEGUNDO: 
Fracción. II. Gozar de las prestaciones y los servicios en materia de seguridad social e integridad mental y emocional, conforme a las disposiciones legales y reglamentarias aplicables; 
XI. Recibir atención médica oportuna e idónea, así como la orientación y el apoyo en el ámbito psico-emocional y mental, derivado del desempeño de sus funciones diarias; 

TRANSITORIOS

ARTÍCULO UNICO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

Dado en el salón de sesiones del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Saltillo, Coahuila,  a 19 de Septiembre del  2017

DIPUTADA CLAUDIA ELISA MORALES SALAZAR.

Es cuanto, Diputado Presidente.

Diputado Presidente Sergio Garza Castillo:

Gracias Diputada.

Se dispone que la anterior iniciativa, sea turnada a las Comisiones Unidas de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua, y de Seguridad Pública para efectos de estudio y dictamen. 

A continuación, esta Presidencia le concede el uso de la voz a la Diputada  Georgina Cano Torralva,  para dar lectura a la iniciativa que se encuentra consignada en el Punto 9 D del Orden del Día previamente aprobado. 

Adelante Diputada. 

Diputada  Georgina Cano Torralva:

Gracias, con su permiso Diputado Presidente. 

Compañeros y compañeras Diputadas. 

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR LA QUE SE MODIFICAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DEL CÓDIGO PENAL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, ASÍ COMO DE LA LEY DE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS ADULTAS MAYORES DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTAN LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR CONDUCTO DE LA DIPUTADA GEORGINA CANO TORRALVA; CON RELACIÓN A TUTELAR EL CUMPLIMIENTO DE LA OBLIGACIÓN ALIMENTARIA A FAVOR DE LOS ADULTOR MAYORES DEL ESTADO.

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

P R E S E N T E.-

Los que suscribimos, Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, por conducto de la  Diputada Georgina Cano Torralva, en el ejercicio de las facultades que nos confieren el artículo 59 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, en nuestro carácter de Diputadas y Diputados integrantes de la Sexagésima Legislatura de este Honorable Congreso del Estado, nos permitimos someter al mismo, la presente Iniciativa de Decreto bajo la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Todos en algún momento somos testigos de numerosos casos en que las personas adultas mayores sufren la indiferencia, el descuido o el abandono por parte de los familiares que por mandato moral y aun legal debieran estar al pendiente de ellos y asegurar su bienestar, por ello la iniciativa que se presenta propone reformas que aseguren una garantía real y eficiente respecto del cumplimiento de la obligación alimentaria hacia este grupo tan vulnerable.

Muchas personas, por no decir la mayoría, llegan a la vejez con ciertas desventajas ya sea por enfermedad o precariedad económica lo que los coloca en una situación de vulnerabilidad que debemos atender y solucionar oportunamente y de manera eficiente.

Hoy en día hemos tenido un gran avance respecto al reconocimiento y protección de los derechos de las personas adultas mayores pues nuestras leyes les han otorgado el derecho, así como a los hijos y familiares la obligación de ayudarlos e inclusive otorgarles una pensión alimenticia que comprenda la satisfacción de sus necesidades básicas como lo son la alimentación, vestido, habitación, asistencia en caso de enfermedad, así como la posibilidad de acondicionar sus viviendas con las características de comodidad y funcionalidad que satisfagan sus condiciones específicas y que verdaderamente les garantice el tener una vida digna. Sin embargo, aún quedan  lagunas respecto a la garantía del eficiente cumplimiento de dichas obligaciones en la ley. 

Lo común es que los ancianos o adultos mayores no se quejen y debemos también protegerlos de ello. Existen Instituciones como el Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia que se han encargado de poner en conocimiento de la población adulta mayor los derechos que las leyes les otorgan, sin embargo, no todos los adultos mayores se allegan a estas instituciones ya sea por ignorancia o por  impedimento de alguna especie y tampoco el conocimiento de dichos derechos es garantía de que la persona haga uso de los mismos.

La ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza menciona en su artículo 286 que “las hijas e hijos están obligados a dar alimentos a los padres y a falta o por imposibilidad de los primeros, lo están los descendientes más próximos en grado. 

Así mismo, la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores del Estado deja clara dicha obligación en sus artículos 28, 34 y 95.

Debemos estar conscientes de que la persona adulta mayor, al igual que un infante o menor de edad está en una situación de desventaja respecto a la posibilidad de exigencia de los derechos que la ley le otorga. 

 Si bien muchos ancianos poseen el conocimiento y están en aptitud física y psicológica para exigir su derecho a recibir alimentos por parte de sus familiares, también debemos tener en cuenta que por nobleza o miedo no lo hacen. La realidad es que las disposiciones otorgadas en su  favor, son fácilmente ignoradas por muchos hijos aprovechándose de la buena fe y el cariño que estos les consideran. 

La realidad es que muchos ancianos viven en condiciones precarias, mientras que sus hijos o familiares están en posibilidad de ayudarlos, deciden batallar y seguir viviendo de esta manera por no molestar. No se atreven  a demandar este derecho por ignorancia,  o por miedo al desprecio,  al maltrato, al abandono o por vergüenza y es totalmente injusto para ellos pues el incumplimiento de quienes están obligados ya es por sí solo una forma de maltrato que no permite a la persona adulta mayor vivir esta etapa de su vida con dignidad y tranquilidad.

El Código Penal del Estado, establece sanciones ante la figura del incumplimiento de las obligaciones básicas de asistencia familiar a través de la interposición de una querella, sin embargo, es vago a la hora de hablar de interposición de ésta cuando se trata de ascendientes o adultos mayores respecto de los hijos y obligados. Tomando en cuenta lo anterior, y que en múltiples ocasiones estos no pueden o no se atreven a acudir a interponerla, la suscrita, considero prudente hacer algunas modificaciones. 

Necesitamos implantar una cultura firme sobre el cuidado y protección de nuestros adultos mayores. No olvidemos que todos los que tengamos la fortuna de llegar a esta etapa de la vida necesitaremos de la ayuda y comprensión de nuestros seres queridos. Es por ello que garantizar legalmente la exigibilidad eficiente de los alimentos a las personas adultas mayores hoy es una prioridad y debemos facilitarles las herramientas para que en un momento determinado puedan por si mismos exigir el ejercicio pleno de sus derechos o bien, en favor de su bienestar ser auxiliados para obtener el reconocimiento y disfrute de los mismos.

Es así que por las razones anteriormente expuestas, la suscrita Diputada Georgina Cano Torralva, somete a consideración de este Honorable Congreso del Estado para su revisión, análisis y en su caso aprobación, la siguiente iniciativa de:

DECRETO

PRIMERO. Se modifica la fracción I del artículo 28 y el Artículo 34 de la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores, para quedar como sigue:

Artículo 28.-Fracción I.- Otorgar alimentos, de conformidad con lo establecido en la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza.
Artículo 34. El derecho de percibir alimentos se garantizará en los términos previstos en la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza Vigente en el Estado.

SEGUNDO: Se adiciona un segundo párrafo al artículo 317 de Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 317.- Cuando se trate de la interposición de querella por el incumplimiento frente a los padres o ascendientes previsto en la Ley para la Familia, dicha formulación podrá ser realizada por el acreedor alimentario, el Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia, así como cualquiera de los enumerados en el artículo 289 de la Ley citada. 

T R A N S I T O R I O 

ÚNICO.- La presente reforma entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 19 de Septiembre de 2017

Por el Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”

Del Partido Revolucionario Institucional

DIP. GEORGINA CANO TORRALVA. 

LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER
DIP. LUIS GURZA JAIDAR

DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. ANTONIO NERIO MALTOS
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA             
DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN

DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ
DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO

DIP. JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ                              
DIP. JULIÁN EDUARDO MEDRANO AGUIRRE

DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA       
DIP. MARÍA DEL SOCORRO LOZANO DÁVILA

DIP. GRACIELA TRUEBA CARRILLO
Es cuanto, Diputado Presidente. 

Diputado  Vicepresidente Luis Gurza Jaidar: 

Gracias Diputada. 

Se dispone que la anterior iniciativa sea turnada a  la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, para efectos de estudio y dictamen. 

Le solicito a la Diputada Secretaria Martha Garay Cadena, que en la forma aprobada se sirva dar lectura al dictamen consignado 10 A del Orden del Día. 

Diputada Secretaria Martha Hortensia Garay Cadena:

Con su permiso, Diputado 

DICTAMEN de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la iniciativa de decreto que reforma la Ley de Desarrollo Cultural para el Estado de Coahuila de Zaragoza, presentada por el Lic. Rubén Ignacio Moreira Valdez, Gobernador del Estado de Coahuila de Zaragoza; y,  

R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 29 del mes de mayo del año en curso, se acordó turnar a esta comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, la iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, la iniciativa de decreto que reforma la Ley de Desarrollo Cultural para el Estado de Coahuila de Zaragoza, presentada por el Lic. Rubén Ignacio Moreira Valdez, Gobernador del Estado de Coahuila de Zaragoza; y,  

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, con fundamento en los artículos 90, 116, 117 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la iniciativa de decreto que reforma la Ley de Desarrollo Cultural para el Estado de Coahuila de Zaragoza, presentada por el Lic. Rubén Ignacio Moreira Valdez, Gobernador del Estado de Coahuila de Zaragoza, se basa entre otras en las consideraciones siguientes:  

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

La identidad de los individuos y las comunidades es la causa primera de la soberanía popular. En este sentido, el Gobierno reconoce que es tarea de vital importancia garantizar el derecho de todas las personas que transiten por el territorio del Estado, de participar libremente en la vida cultural de la comunidad, de disfrutar de los bienes y servicios culturales y participar en el progreso científico y sus beneficios.

Es así, que en Coahuila, se ha creado un sistema de instituciones encaminadas a garantizar plenamente la protección de los intereses morales y materiales por razón de las producciones científicas, culturales, literarias o artísticas. Estas Instituciones se encuentran en la Ley de Desarrollo Cultural para el Estado de Coahuila de Zaragoza. 

Estas instituciones tienen como tarea fundamental, la plena realización de los derechos fundamentales de las personas, con relación al acceso y al desarrollo de la cultura, haciendo efectivas las disposiciones de la Ley, a través de la implementación de políticas públicas en lo que se refiere a la materia.

En este sentido, se expidió mediante el Decreto 369, publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado en fecha 29 de enero del 2005, la Ley de Desarrollo Cultural para el Estado de Coahuila de Zaragoza, misma en la que se crea el Instituto Coahuilense de Cultura. Dicho Instituto, se configura como el órgano descentralizado de la Administración Pública Estatal, con personalidad jurídica y patrimonio propio, encargado de impulsar el desarrollo cultural del Estado conforme a las disposiciones de la mencionada Ley.

Dicho Organismo ha dado cumplimiento a sus fines, proporcionando protección y difusión de nuestro patrimonio histórico, artístico y arqueológico del Estado, ampliando y fortaleciendo los servicios culturales para alentar la creatividad de la población.

Ahora bien, el 30 de noviembre del 2011, se publicó en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, mediante el Decreto 547, la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza, misma que tiene por objeto establecer la estructura, atribuciones y bases para la organización y el funcionamiento de la Administración Pública en el Estado, tomando como base el esquema de la Administración Pública Federal, es decir, como centralizada y paraestatal.

En este sentido, dentro de la administración pública centralizada diseñada por la referida Ley Orgánica, las Secretarías de Estado ocupan un lugar primordial, pues son las encargadas de colaborar directamente con el titular del Ejecutivo a efecto de llevar a cabo acciones y políticas públicas que concreten la realización del Estado de Derecho programado por nuestra Constitución. Así, no se omitió contemplar dentro de esta organización, el quehacer gubernamental del impulso a la actividad cultural que ha quedado descrito en los párrafos precedentes, pues el artículo 20, fracción II de la Ley de referencia, establece a la Secretaría de Cultura como una de las Secretarías de Estado. Entre las funciones de dicha Secretaría se encuentran: alentar la difusión de la cultura y la aproximación de las personas a ella como una forma de fortalecer la identidad, reconocer el pasado y diseñar el destino de los coahuilenses.

Dicho lo anterior, a fin de enfrentar los acontecimientos que en mayor grado inciden en nuestra sociedad, el Gobierno del Estado ha adoptado una  política que  encara cambios estructurales al mismo tiempo que contribuye a la reordenación requerida para el proceso de desarrollo cultural estatal; para estos efectos, se fortalecen las áreas prioritarias, desincorporando aquellos casos de presencia estatal injustificada, por lo que se requiere consolidar bases jurídicas que permitan  administrar controlar y evaluar eficazmente los programas de cada una de las dependencias y entidades,  con la finalidad de que se realicen las acciones de manera congruente, evitando con ello la duplicidad de funciones.

En congruencia a lo anteriormente mencionado, se determina que el Instituto ha alcanzado los propósitos para el cual fue creado, por lo que, la Secretaría de Cultura, Dependencia a la cual se encuentra sectorizado el Instituto Coahuilense de Cultura ha propuesto iniciar las gestiones conducentes para asumir sus funciones y continuar brindando los servicios culturales que tanto han favorecido a la población coahuilense, desde una perspectiva institucional fortalecida.

En este tenor, la iniciativa que aquí se presenta, propone extinguir al Instituto Coahuilense de Cultura, pasando sus actuales funciones a la Secretaría de Cultura, a partir de la derogación del Capítulo Segundo del Título Cuarto de la Ley de Desarrollo Cultural, en la que se prevén la organización y estructura del mencionado Instituto, sustituyendo en el resto del texto de la Ley las referencias hechas al mismo, por la Secretaría de Cultura.

Asimismo, el régimen transitorio de la iniciativa que se presenta, prevé las disposiciones necesarias para hacer posible el proceso de liquidación y extinción del Instituto Coahuilense de Cultura, a efecto de garantizar la seguridad jurídica de los actos realizados por ésta, y de su patrimonio.

TERCERO.- Quienes integramos la presente comisión procedimos a realizar el análisis de la iniciativa partiendo de una valoración sistemática de la misma con la normatividad vigente.
En este entendido, resultó imprescindible considerar que el derecho humano a la cultura se encuentra consagrado en diversos instrumentos internacionales signados y ratificados por México, como es el caso del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, por mencionar algunos.  

Así mismo, es necesario referir que, dentro del texto de la Constitución General el referido derecho se incorporó en el artículo 4º  desde el año 2009, fecha a partir de la cual se estipuló que:

 (…) Toda persona tiene derecho al acceso a la cultura y al disfrute de los bienes y servicios que presta el Estado en la materia, así como el ejercicio de sus derechos culturales. El Estado promoverá los medios para la difusión y desarrollo de la cultura, atendiendo a la diversidad cultural en todas sus manifestaciones y expresiones con pleno respeto a la libertad creativa. La ley establecerá los mecanismos para el acceso y participación a cualquier manifestación cultural (…).

Por lo que hace a la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, ésta prevé en su artículo 8, que corresponde a los poderes públicos del estado y de los municipios y a los organismos públicos autónomos, promover e instrumentar las garantías necesarias para que sean reales y efectivas, la libertad, la igualdad, la seguridad jurídica, la justicia social y todos los derechos humanos reconocidos en el orden jurídico mexicano, de todas las personas y de los grupos en que se integran; facilitar su participación en la vida política, económica, cultural y social del estado; así como remover los obstáculos que impidan o dificulten el pleno desarrollo de estos derechos fundamentales. 

En este orden de ideas, resulta notorio como de los referidos ordenamientos, se desprende la obligación del estado de dotar a los ciudadanos de todos los medios, proveer los mecanismos, y crear las políticas públicas e instituciones necesarias a efecto de garantizar a las y los mexicanos y a las y los coahuilenses su derecho a la cultura.

Así, quienes dictaminamos encontramos que dentro de la administración pública del Estado se ha creado a través de diversos ordenamientos como la Ley de Desarrollo Cultural y la Ley Orgánica de la Administración Pública un sistema de instituciones encaminadas a garantizar plenamente la protección de este derecho, como es el caso del Instituto Coahuilense de Cultura, órgano descentralizado de la Administración Pública Estatal, con personalidad jurídica y patrimonio propio, encargado de impulsar el desarrollo cultural del Estado y la Secretaría de Cultura del Estado, misma que de conformidad al artículo 20, fracción II de la Ley de Orgánica de la Administración Pública del Estado, tiene las funciones de alentar la difusión de la cultura y la aproximación de las personas a ella como una forma de fortalecer la identidad, reconocer el pasado y diseñar el destino de los coahuilenses.

Ahora bien como se señala en la exposición de motivos, el propósito de la iniciativa que se dictamina es el de eficientar el funcionamiento de las instituciones culturales en el Estado y con ello mejorar y promover la creación de las políticas públicas más adecuadas, a fin de garantizar el acceso de las y los coahuilenses a este derecho, para lo cual se sugiere la eliminación del Instituto Coahuilense de Cultura, lo anterior dado que se estima que este instituto ya ha cumplido con los fines para los que fue creado, proporcionando protección y difusión de nuestro patrimonio histórico, artístico y arqueológico del Estado,  y ampliando y fortaleciendo los servicios culturales para alentar la creatividad de la población.

Al respecto, quienes dictaminamos estamos firmemente convencidos de que la política cultural de un Estado democrático está relacionada con los medios e instrumentos para garantizar el ejercicio de los derechos culturales, por lo que la adecuación de las instituciones conforme a las necesidades sociales debe ser prioritario.

En este contexto, los integrantes de la comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, estimamos pertinente modificar la ley de Desarrollo Cultural para el Estado de Coahuila de Zaragoza, para evitar la duplicidad de funciones o esfuerzos, fortalecer las áreas prioritarias, desincorporando aquellos casos de presencia estatal injustificada y mejorar la administración, control y evaluación de los planes, programas y políticas públicas en la materia.

Por las consideraciones que anteceden se estima pertinente emitir y poner a consideración del Pleno el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforman: la fracción V del artículo 2;  la fracción VII del artículo 5, el artículo 17, el artículo 20, el artículo 22, el artículo 23, el primer párrafo del artículo 27, el artículo 28, el artículo 36, las fracciones III, V, VI y VIII del artículo 47, el artículo 57, el primer párrafo del artículo 66, el artículo 70, el segundo párrafo del artículo 72, el artículo 73 , el artículo 89, el artículo 90, la denominación del Título Cuarto, el artículo 103, el artículo 107, el artículo 109, el primer párrafo del artículo 110, el primer párrafo del artículo 111, el artículo 112, el artículo 113, el artículo 114, el artículo 115, el artículo 116, el artículo 131, el artículo 132, el artículo 133 y el artículo 134. Se derogan: el artículo 101, el artículo 102, el artículo 104, el artículo 105, el artículo 106, el Capítulo Segundo del Título Cuarto con las disposiciones normativas que lo integran correspondiéndoles los artículos del 117 al 128, el Capítulo Tercero del Título Cuarto con sus respectivas disposiciones normativas que comprenden los artículos 129 y 130, y Se adicionan: los numerales 4 y 5 al artículo 110 de la Ley de Desarrollo Cultural para el Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue: 

ARTÍCULO 2°. …

I.
a IV. … 

V.
Establecer las atribuciones de la Secretaría de Cultura en materia de Desarrollo Cultural.

ARTÍCULO 5°. …

I.
a VI. …

VII.
Secretaría. La Secretaría de Cultura.

VIII.
a XIII. … 

ARTÍCULO 17. EL ESTADO COMO RECTOR DE LA POLÍTICA CULTURAL. El Estado, a través de la Secretaría, tiene a su cargo la rectoría del desarrollo cultural.

ARTÍCULO 20. EL PROGRAMA DE CULTURA. Para la ejecución de la política cultural del Estado, la Secretaría diseñará e instrumentará el Programa de Desarrollo Cultural que será de observancia general para todas las dependencias y entidades estatales, municipales y particulares.

ARTÍCULO 22. LA GARANTÍA INSTITUCIONAL PARA PROTEGER LOS DERECHOS CULTURALES. La Secretaría es la encargada de proteger los derechos culturales consignados en la presente ley.

ARTÍCULO 23. LA GARANTÍA DE LA ACCIÓN CULTURAL Y ARTÍSTICA. La Secretaría, a través de sus instancias competentes, es la encargada de proteger los derechos que resulten del ejercicio de la acción cultural y artística en el estado consignados en el Capítulo Cuarto del Título Segundo de esta ley, así como ser el conducto institucional en la materia con las instancias federales competentes.

ARTÍCULO 27. LAS ACCIONES EN EL CAMPO DE LA CULTURA. La Secretaría promoverá  acciones en el campo de la cultura para:

I.
a VII. … 

ARTÍCULO 28. LAS REDES DE CASAS DE CULTURA, DE CENTROS CULTURALES Y DE MUSEOS. Para impulsar el desarrollo cultural en el estado, la Secretaría propiciará la creación de redes de casas de cultura, de centros culturales, museos y demás espacios de desarrollo cultural.

ARTÍCULO 36. LA SECRETARÍA COMO ÓRGANO GARANTE DE INTERPRETACIÓN GENERAL. La Secretaría establecerá criterios generales de interpretación de las normas en la materia, para que las dependencias y entidades públicas y los particulares apliquen con certeza el principio de la interpretación más favorable del derecho de acceso a la cultura.

ARTÍCULO 47. … 

I.
y II. …

III.
La Secretaría.

IV. …


V.   Secretaría de Medio Ambiente.

VI. Secretaría de Desarrollo Económico, Competitividad y Turismo.

VII. …

VIII.
Dos promotores culturales reconocidos, a propuesta de la Secretaría.

IX.
a XII. …   

ARTÍCULO 57. LAS ACCIONES DE LA SECRETARÍA. Las acciones a que se refiere el artículo anterior serán coordinadas por la Secretaría, en colaboración con los órganos de apoyo y de los particulares interesados, y su finalidad será proteger los bienes culturales del estado, tanto tangibles como intangibles, como factor de integración de sus habitantes.

ARTÍCULO 66. EL INVENTARIO. La Secretaría formulará los inventarios de los bienes que se encuentren dentro de los inmuebles adscritos al patrimonio cultural.

…

…

ARTÍCULO 70. LA CAMPAÑA PARA LA PROTECCIÓN DEL PATRIMONIO CULTURAL. Los sectores cultural, educativo, turístico y ambiental, y la Secretaría, en coordinación con las demás autoridades federales, estatales, municipales y los particulares, realizarán campañas permanentes para fomentar y difundir el conocimiento, respeto, conservación y enriquecimiento del patrimonio cultural.

ARTÍCULO 72. …

La Secretaría promoverá que en el sistema educativo del estado se realicen las actividades necesarias para dar a conocer a las nuevas generaciones los valores culturales y despertar en ellas el aprecio y respeto por dichos valores.

ARTÍCULO 73. EL RECONOCIMIENTO CIUDADANO. Los donativos, herencias y legados significativos que se realicen para enriquecer el patrimonio cultural del estado, serán objeto de reconocimiento mediante la inscripción del nombre de la persona que lo efectúe, en la placa de donadores que al efecto se instale en la Secretaría. La declaración correspondiente se efectuará anualmente por la Secretaría.

ARTÍCULO 89. LA REPRODUCCIÓN DE BIENES DEL PATRIMONIO CULTURAL. La reproducción de bienes adscritos al patrimonio cultural del estado requiere el consentimiento previo y por escrito del propietario y de la Secretaría.

ARTÍCULO 90. LA REPRODUCCIÓN CON FINES COMERCIALES. La reproducción con fines comerciales de bienes de propiedad estatal o municipal adscritos al patrimonio cultural, requiere del consentimiento por escrito de la Secretaría, previo dictamen del Comité y pago de los derechos correspondientes, los cuales formarán parte del patrimonio de la Secretaría para el desarrollo de sus objetivos institucionales.

Toda reproducción deberá llevar inscrita en forma indeleble la siguiente leyenda: "Reproducción autorizada por la Secretaría de Cultura".

TITULO CUARTO

DE LAS FUNCIONES DE LA SECRETARÍA EN EL DESARROLLO CULTURAL

ARTÍCULO 101. Se deroga.

ARTÍCULO 102. Se deroga. 

ARTÍCULO 103. LA SECRETARÍA EN EL MARCO DE LA POLÍTICA CULTURAL. La Secretaría es la dependencia de la Administración Pública centralizada, encargada de diseñar la política cultural del Estado en los términos de esta ley. 

Para efectos del párrafo anterior, la Secretaría realizará diagnósticos y evaluaciones periódicas e instrumentará mecanismos específicos de consulta a los participantes en la actividad cultural y artística y elaborará un informe anual sobre los resultados de las acciones del Estado en materia de política cultural.

ARTÍCULO 104. Se deroga.

ARTÍCULO 105. Se deroga.

ARTÍCULO 106. Se deroga.

ARTÍCULO 107. LA SECRETARÍA COMO ENCARGADA DE LAS DEPENDENCIAS QUE CONTRIBUYAN AL DESARROLLO CULTURAL. La Secretaría es la dependencia a través del cual se establecen, mantienen y fortalecen las relaciones con otros organismos e instancias de carácter cultural de los tres ámbitos de gobierno, además de los sectores educativo y científico, que desarrollen programas culturales sin menoscabo de la autoridad de éstos en las áreas de su propia competencia.

El Instituto tiene a su cargo la dirección, operación y administración de las dependencias e instalaciones que, para el cumplimiento de su objeto, le sean asignadas a efecto de contribuir a la preservación del patrimonio cultural, histórico, artístico, paleontológico, arqueológico y arquitectónico en los términos de la legislación aplicable.

ARTÍCULO 109. INFRAESTRUCTURA CULTURAL DE LA SECRETARÍA. Forman parte de la estructura orgánica y administrativa de la Secretaría, las siguientes entidades.

I.  Casa de la Cultura de Parras de la Fuente.

II. Casa de la Cultura de Piedras Negras.

III. Casa de la Cultura de Saltillo.

IV. Casa de la Cultura de Guerrero.

V. Casa de la Cultura de Frontera.

VI. Casa de la Cultura de Viesca.

VII. Centro de Iniciación Artística Pilar Rioja, en Torreón.

VIII. Centro de las Artes Laguna, en Torreón.

IX. Centro de las Artes en Saltillo.

X. Centro Cultural y de Bellas Artes Santa Anita, en Saltillo.

XI. Teatro de la Ciudad Fernando Soler, en Saltillo.

XII.  Museo Coahuila y Texas, en Monclova.

XIII. Museo Venustiano Carranza de Cuatro Ciénegas. 

XIV. Museo de la Revolución, en Saltillo.

XV. Museo de los Presidentes Coahuilenses, en Saltillo.

XVI. Museo del Sarape y Trajes mexicanos, en Saltillo.

XVII. Museo Taurino, en Saltillo.

XVIII. Museo de las Artes Gráficas, en Saltillo.

XIX. Museo de la Revolución, en Torreón.

XX. Museo Salas Carranza, en Saltillo.

XXI. Museo de las Momias, en Arteaga.

XXII. Museo del Normalismo, en Saltillo.

XXIII. Museo Francisco Villa, en Sabinas.

XXIV. Museo del Palacio, en Saltillo.

XXV. Escuela de Danza.

Las demás que el Estado le transfiera, determine o asigne.

ARTÍCULO 110. ESTRUCTURA ORGÁNICA. Pertenecen a la estructura orgánica de la Secretaría:

1. a 3. …

4. La Orquesta Filarmónica del Desierto.

5. El Coro Infantil.

ARTÍCULO 111. LAS FUNCIONES DE LA SECRETARÍA. Para el cumplimiento de sus objetivos, la Secretaría tiene las siguientes funciones:

I. a XXI. … 

ARTÍCULO 112. LA SECRETARÍA EN EL DESARROLLO CULTURAL. La Secretaría tendrá facultades para elaborar y, en su caso, supervisar y autorizar anualmente los anexos y expedientes técnicos de los convenios estatales de desarrollo, para todos aquellos capítulos relacionados con la cultura en los aspectos de equipamiento, proyectos especiales, promoción, fomento y construcción de obra pública destinada al servicio cultural, así como para la restauración de obras artísticas y del patrimonio arquitectónico e histórico del Estado.

ARTÍCULO 113. LA SECRETARÍA COMO GUARDIÁN DE LOS BIENES CULTURALES. La Secretaría establecerá y mantendrá activo el registro e inventario de bienes y recursos culturales del estado.

ARTÍCULO 114. LA SECRETARÍA COMO ENTIDAD NORMATIVA. La Secretaría es la entidad normativa técnica en materia de educación cultural y artística en el estado, en estrecha coordinación y vinculación con las autoridades federales y estatales correspondientes, con las instituciones de educación superior del estado y del país y con todas las instancias nacionales e internacionales, cuyos objetivos sean afines.

ARTÍCULO 115. LA SECRETARÍA COMO PROMOTOR DEL DESARROLLO CULTURAL. La Secretaría llevará a cabo acciones que, conforme a sus programas y partidas presupuestales aprobadas, tiendan a otorgar reconocimientos, estímulos y becas que impulsen el desarrollo cultural.

ARTÍCULO 116. LA SECRETARÍA COMO PROMOTORA DE LA IDENTIDAD. La Secretaría promoverá la difusión de tradiciones y valores estatales, regionales y nacionales que fortalezcan la identidad como coahuilenses y como mexicanos.

CAPÍTULO SEGUNDO

LOS ÓRGANOS DEL INSTITUTO

Se deroga. 

ARTÍCULO 117. Se deroga.

ARTÍCULO 118. Se deroga. 

ARTÍCULO 119. Se deroga.

ARTÍCULO 120. Se deroga. 

ARTÍCULO 121. Se deroga. 

ARTÍCULO 122. Se deroga. 

ARTÍCULO 123. Se deroga. 

ARTÍCULO 124. Se deroga. 

ARTÍCULO 125. Se deroga. 

ARTÍCULO 126.  Se deroga. 

ARTÍCULO 127. Se deroga. 

ARTÍCULO 128.- Se deroga. 

CAPÍTULO TERCERO

DEL PATRIMONIO DEL INSTITUTO

Se deroga. 

ARTÍCULO 129.- Se deroga. 

ARTÍCULO 130.- Se deroga. 

ARTÍCULO 131. LA SECRETARÍA COMO PROTECTORA DE LOS DERECHOS CULTURALES. La Secretaría, a través de sus instancias facultadas para ello, conocerá las quejas por violación a los derechos culturales.

ARTÍCULO 132. EL DERECHO DE QUEJA. Toda persona podrá presentar ante la Secretaría, queja por presunta violación a sus derechos culturales. 

ARTÍCULO 133. EL PROCEDIMIENTO. La Secretaría, una vez recibida la queja señalará fecha y hora para desahogar una audiencia y pedirá un informe circunstanciado a la autoridad responsable.

ARTÍCULO 134. LA AUDIENCIA. En la audiencia, la Secretaría le hará saber al quejoso y a la autoridad responsable las opciones probables para solucionar la queja. Si elige cualquiera de ellas, levantará el acta respectiva con el convenio o la medida conducente para resolver la queja. 

En caso contrario, la Secretaría emitirá una recomendación a la autoridad responsable para solucionar el conflicto.

TRANSITORIOS

PRIMERO.- Las disposiciones del presente Decreto entrarán en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto.

TERCERO.- Con la entrada en vigor del presente Decreto se extingue el Instituto Coahuilense de Cultura creado en el Decreto 369 que expide la Ley de Desarrollo Cultural publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado el veintinueve de abril del dos mil cinco.

En virtud de lo anterior, se extingue la personalidad jurídica del mencionado Instituto Coahuilense de Cultura, la cual conservará exclusivamente para efectos del proceso de su liquidación.

CUARTO.- Los bienes muebles e inmuebles que formen parte del Patrimonio del mencionado Instituto pasan a formar parte del dominio público del Estado, conforme a las disposiciones de la Ley General de Bienes del Estado de Coahuila.

QUINTO.- Salvo que exista impedimento legal para ello, la conclusión de los procesos de liquidación y extinción no podrán exceder de un plazo de seis meses, contados a partir de la fecha de entrada en vigor del presente Decreto.

SEXTO.- La Secretaría de Finanzas emitirá los lineamientos sobre el destino y aplicación que se dará a los bienes remanentes del proceso de liquidación del Instituto Coahuilense de Cultura, si los hubiere.

SÉPTIMO.- Corresponderá a la Secretaría de Fiscalización y Rendición de Cuentas, conforme a sus atribuciones, vigilar y hacer el seguimiento de los procesos de liquidación y extinción que este decreto autoriza.
Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado José María Fraustro Siller, (Coordinador), Dip. Julián Eduardo Medrano Aguirre (Secretario), Dip. Georgina Cano Torralva, Dip. Jesús de León Tello, Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez, en la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza a los 18 días del mes de septiembre de 2017.

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO
	RESERVA DE ARTICULOS

	DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER

(COORDINADOR)
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES   



	DIP. JULIÁN EDUARDO MEDRANO AGUIRRE

(SECRETARIO)


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. GEORGINA CANO TORRALVA


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. JESÚS DE LEÓN TELLO


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. LUISA IVONE GALLEGOS MARTÍNEZ


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES




Nota.- Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado José María Fraustro Siller, (Coordinador) a favor; Diputado Julián Eduardo Medrano Aguirre, a favor; Diputada Georgina Cano Torralva, sin firma; Diputado Jesús de León Tello, a favor y Diputada   Luisa Ivone Gallegos Martínez, a favor.

Es cuanto, Diputado Presidente. 

Diputado  Vicepresidente Luis Gurza Jaidar: 

Gracias Diputada. 

Esta Presidencia somete a consideración el proyecto de decreto contenido en el dictamen.  Si alguien desea intervenir, sírvase indicarlo mediante el sistema electrónico a fin de registrar su participación. 

No habiendo intervenciones, procederemos a votar el proyecto de decreto contenido en el dictamen que se sometió a consideración.  Las Diputadas y Diputados emitiremos nuestro voto mediante el sistema electrónico.  Diputada Secretaria Martha Garay Cadena, sírvase tomar nota de la votación e informe sobre el resultado. 

Se abre el sistema. Se cierra el sistema. 

Diputada Secretaria Martha Hortensia Garay Cadena:

Diputado Vicepresidente, le informo el total de la votación: 17 votos a favor; 0 votos en contra y 0 abstenciones. 

Diputado Presidente  Sergio Garza Castillo: 

Conforme al resultado de la votación, se aprueba por unanimidad el proyecto de decreto contenido en el dictamen que se sometió a consideración, procédase a la formulación del decreto correspondiente, así como a su envío al Ejecutivo del Estado para su promulgación, publicación y observancia. 

Esta Presidencia quiere hacer una rectificación en que la lectura de correspondencia en el Punto 12, referente a la iniciativa de decreto que crea el Código Penal de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Gobernador del Estado, se instruye que ésta sea turnada a la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, en vez de la comisión que se había leído con anterioridad. 

Una vez precisado esta corrección en la lectura de correspondencia, le solicito a la Diputada Secretaria Claudia Elisa Morales Salazar, que en la forma aprobada se sirva a dar lectura al dictamen consignado en el Punto 10 B del Orden del Día. 

Diputada Secretaria Claudia Elisa Morales Salazar:

Con su permiso, Diputado Vicepresidente. 

DICTAMEN de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a iniciativa con proyecto de Decreto por el que se abroga la Ley de Justicia para Adolescentes del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Diputado José María Fraustro Siller, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben; y,  

R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 23 del mes de mayo del año en curso, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, la iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, la iniciativa con proyecto de Decreto por el que se abroga la Ley de Justicia para Adolescentes del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Diputado José María Fraustro Siller, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben; y,  

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 90, 116, 117 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la iniciativa con proyecto de Decreto por el que se abroga la Ley de Justicia para Adolescentes del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Diputado José María Fraustro Siller, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben, se basa entre otras en las consideraciones siguientes:  

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

El 1º de septiembre de 2006, se publicó en el Periódico Oficial del Estado de Coahuila, la Ley de Justicia para Adolescentes del Estado de Coahuila de Zaragoza.

En dicha ley se estableció que su objeto sería establecer el sistema integral de justicia para adolescentes, aplicable en el Estado a quienes se atribuya la realización de una conducta tipificada como delito en las leyes penales.

Sin embargo, el pasado16 de junio de 2016, se publicó en el Diario Oficial de la Federación la Ley Nacional del Sistema Integral de Justicia Penal para Adolescentes.

Esta Ley es de orden público y de observancia general en toda la República Mexicana. Se aplica a quienes se atribuya la realización de una conducta tipificada como delito por las leyes penales y tengan entre doce años cumplidos y menos de dieciocho años de edad, y que sean competencia de la Federación o de las entidades federativas, en el marco de los principios y derechos consagrados en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los Tratados Internacionales de los que el Estado mexicano sea parte.

De igual forma, al revisar el contenido del Artículo Segundo Transitorio de la referida Ley Federal, se señala con claridad en el mismo, que se abrogan las leyes respectivas de las entidades federativas vigentes a la entrada en vigor del respectivo Decreto.

En este contexto, la ley que ahora se propone abrogar no tiene ninguna vigencia legal, y en consecuencia no es necesario que siga formando parte del catálogo jurídico en Coahuila, con la finalidad de evitar confusiones en nuestro sistema de justicia penal de la entidad, que pudiera llevar a la equivocada aplicación del citado dispositivo legal.

TERCERO.- El término abrogar que deriva del latín "abrogatio" e implica anular, cuando es utilizado en el contexto de las normas jurídicas significa la supresión total de la vigencia y, por lo tanto, de la obligatoriedad de una ley (Amparo directo 23/94, 1994).

La abrogación puede ser expresa o tácita; es expresa, cuando un nuevo ordenamiento declara la abrogación de otro anterior que regulaba la misma materia que regulará ese nuevo ordenamiento; es tácita, cuando no resulta de una declaración expresa de otro ordenamiento, sino de la incompatibilidad total o parcial que existe entre los preceptos de una ley anterior y otra posterior, debiendo aplicarse u observarse, ante la incompatibilidad de preceptos, los del ordenamiento posterior, es decir, los que contengan el segundo ordenamiento emitido (Amparo directo 23/94, 1994).

Una vez precisado lo anterior, resulta evidente que en el caso que nos ocupa estamos frente a una abrogación expresa de la Ley de Justicia para Adolescentes del Estado de Coahuila de Zaragoza, en virtud de la entrada en vigor de la Ley Nacional del Sistema Integral de Justicia Penal para Adolescentes, ordenamiento que tiene carácter general y que en su artículo transitorio segundo establece que:

Se abroga la Ley para el Tratamiento de Menores Infractores para el Distrito Federal en Materia Común y para toda la República en Materia Federal, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 24 de diciembre de 1991 y sus posteriores reformas.

Se abrogan también las leyes respectivas de las entidades federativas vigentes a la entrada en vigor del presente Decreto, para efectos de su aplicación en los procedimientos penales para adolescentes iniciados por hechos que ocurran a partir de la entrada en vigor de la presente Ley.

 En este orden de ideas es que los integrantes de esta comisión dictaminadora después del análisis y estudio de la iniciativa, estimamos que el nuevo entramado jurídico en materia de Justicia Penal para Adolescentes hace indispensable la abrogación formal de la ley estatal que había regido desde el año 2006 y que como ya se ha precisado actualmente carece de cualquier vigencia legal.

Por las consideraciones que anteceden se estima pertinente emitir y poner a consideración del pleno el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO.

ARTÍCULO ÚNICO. Se abroga la Ley de Justicia Para Adolescentes del Estado de Coahuila de Zaragoza, publicada en el Periódico Oficial, el 1º de septiembre de 2006.

T R A N S I T O R I O S.

ARTÍCULO PRIMERO.- La Ley en mención quedará abrogada al día siguiente de la publicación del Decreto correspondiente en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

ARTÍCULO SEGUNDO.- La Ley de Justicia Para Adolescentes del Estado de Coahuila de Zaragoza, publicada en el Periódico Oficial, el 1º de septiembre de 2006, será aplicable para aquellos procedimientos penales para adolescentes que se encuentren en trámite antes de la entrada en vigor de la Ley Nacional del Sistema Integral de Justicia Penal para Adolescentes.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado José María Fraustro Siller, (Coordinador), Dip. Julián Eduardo Medrano Aguirre (Secretario), Dip. Georgina Cano Torralva, Dip. Jesús de León Tello, Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a los 18 días del mes de septiembre de 2017.

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN, PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO
	RESERVA DE ARTICULOS

	DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER

(COORDINADOR)
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES   



	DIP. JULIÁN EDUARDO MEDRANO AGUIRRE

(SECRETARIO)


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. GEORGINA CANO TORRALVA


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. JESÚS DE LEÓN TELLO


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. LUISA IVONE GALLEGOS MARTÍNEZ


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES




Es cuanto, Diputado Vicepresidente. 

Diputado Vicepresidente Luis Gurza Jaidar:

Gracias, Diputada Secretaria. 

Esta Presidencia somete a consideración el proyecto de decreto contenido en el dictamen.  Si alguien desea intervenir, sírvase indicarlo mediante el sistema electrónico a fin de registrar su intervención. 

No habiendo intervenciones, procederemos a votar el proyecto de decreto contenido en el dictamen que se sometió a consideración.  Las Diputadas y Diputados emitiremos nuestro voto mediante el sistema electrónico, y pido a la Diputada Secretaria Claudia Elisa Morales Salazar sírvase tomar nota de la votación e informe sobre el resultado. 

Se abre el sistema.   Se cierra el sistema. 

Diputada Secretaria Claudia Elisa Morales Salazar:

Diputado,  se informa que el resultado de la votación es el siguiente: 17 votos a favor, 0 votos en contra y 0 abstenciones.  

Diputado Vicepresidente Luis Gurza Jaidar: 

Se aprueba por unanimidad el proyecto de decreto contenido en el dictamen que se sometió a consideración, procédase a la formulación del decreto correspondiente, así como a su envío al Ejecutivo del Estado para su promulgación, publicación y observancia. 

Le solicito a la Diputada Secretaria Martha Garay Cadena, que en la forma aprobada se sirva dar lectura al dictamen consignado en el Punto 10 C del Orden del Día. 

Diputada Secretaria Martha Hortensia Garay Cadena:

DICTAMEN de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a una iniciativa de Decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones del Decreto que crea el Organismo Público Descentralizado denominado Instituto Municipal de Cultura y Educación de Torreón, planteada por el R. Ayuntamiento de Torreón, Coahuila de Zaragoza; y,  

R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 12 del mes de septiembre del año en curso, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, la iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, iniciativa de Decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones del Decreto que crea el Organismo Público Descentralizado denominado Instituto Municipal de Cultura y Educación de Torreón, planteada por el R. Ayuntamiento de Torreón, Coahuila de Zaragoza; y,  

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 90, 116, 117 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la iniciativa de Decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones del Decreto que crea el Organismo Público Descentralizado denominado Instituto Municipal de Cultura y Educación de Torreón, se basa entre otras en las consideraciones siguientes:  

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

· Que la Ley Federal de Telecomunicaciones es de Orden Público y tiene por objeto regular el uso, aprovechamiento y explotación del espectro radioeléctrico, las redes públicas de telecomunicaciones, el acceso a la infraestructura activa y pasiva, los recursos orbitales, la comunicación vía satélite, la prestación de los servicios públicos de interés general de telecomunicaciones y radiodifusión, y la convergencia entre éstos, los derechos de los usuarios y las audiencias, y el proceso de competencia y libre concurrencia en estos sectores, para que contribuyan a los fines y al ejercicio de los derechos establecidos en los artículos 6o.,7o., 27 y 28 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

· Que las Telecomunicaciones y Radiodifusión son Servicios Públicos de Interés General. 

· Que la Federación, los Gobiernos Estatales, Municipales y los Organismos Públicos deben promover la transmisión de programas de divulgación con fines de orientación social, cultural, y cívica para contribuir al fortalecimiento de la integración nacional y estatal, así como al mejoramiento de las formas de convivencia humana a través de permisos expedidos por la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Gobierno Federal.

· Que en la prestación de dichos servicios estará prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas. 

· Que el Estado, al ejercer la rectoría en la materia, protegerá la seguridad y la soberanía de la Nación y garantizará la eficiente prestación de los servicios públicos de interés general de telecomunicaciones y radiodifusión, y para tales efectos establecerá condiciones de competencia efectiva en la prestación de dichos servicios. 

· Que en todo momento el Estado mantendrá el dominio originario, inalienable e imprescriptible sobre el espectro radioeléctrico. 

· Que se podrá permitir el uso, aprovechamiento y explotación del espectro radioeléctrico y de los recursos orbitales, conforme a las modalidades y requisitos establecidos por la Ley Federal de Telecomunicaciones y demás disposiciones aplicables. 

· Que el cumplimiento de dicha responsabilidad requiere de la participación de los diversos niveles de gobierno, a fin de que, en sus respectivos ámbitos de competencia, coadyuven al mejoramiento social y cultural de los habitantes, para fomentar una población informada, crítica y participativa. 

· Que el Instituto Federal de Telecomunicaciones es un Órgano Público Autónomo, que tiene por objeto regular y promover la competencia y el desarrollo eficiente de las Telecomunicaciones y Radiodifusión y tiene a su cargo la regulación, promoción y supervisión del uso, aprovechamiento y explotación del Espectro Radioeléctrico, los Recursos Orbitales, los Servicios Satelitales, las Redes Públicas de Telecomunicaciones y la prestación de los servicios de Radiodifusión y Telecomunicaciones. 

· Que El espectro radioeléctrico y los recursos orbitales son bienes del dominio público de la Nación, cuya titularidad y administración corresponden al Estado. Dicha administración se ejercerá por el Instituto en el ejercicio de sus funciones según lo dispuesto por la Constitución, en la Ley Federal de Telecomunicaciones, en los tratados y acuerdos internacionales firmados por México y, en lo aplicable, siguiendo las recomendaciones de la Unión Internacional de Telecomunicaciones y otros organismos internacionales. La administración incluye la elaboración y aprobación de planes y programas de uso, el establecimiento de las condiciones para la atribución de una banda de frecuencia, el otorgamiento de las concesiones, la supervisión de las emisiones radioeléctricas y la aplicación del régimen de sanciones, sin menoscabo de las atribuciones que corresponden al Ejecutivo Federal. 

· Que el pasado 9 de marzo del presente año el Instituto Federal de Telecomunicaciones otorgó una Concesión Única para Uso Público a favor de XHTOR Radio Torreón que confiere el derecho para prestar servicios de Telecomunicaciones y Radiodifusión con una vigencia de 30 (treinta) años, y que podrá ser prorrogada hasta por plazos iguales conforme a lo dispuesto en la LFT. 

· Que la concesión única para uso Público confiere el derecho a los Poderes de la Unión, de los Estados, los Órganos de Gobierno del Distrito Federal, los Municipios, los Órganos Constitucionales Autónomos y las Instituciones de Educación Superior de carácter Público para proveer servicios de Telecomunicaciones y Radiodifusión para el cumplimiento de sus fines y atribuciones. 

· Que Radio Torreón opera actualmente como una Dirección adscrita al Instituto Municipal de Cultura y Educación (IMCyE), y de acuerdo a la nueva Ley Federal de Telecomunicaciones, requiere contar con personalidad jurídica que garantice su autonomía orgánica, técnica y patrimonio propio, por ello, se establece la figura de un órgano desconcentrado del Instituto Municipal de Cultura y Educación de Torreón.
TERCERO.- Los integrantes de esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, estamos convencidos de que la cultura, constituye un mecanismo indispensable para elevar el nivel de educación de la sociedad, lo cual, solo puede lograrse mediante la promoción de programas y políticas públicas encaminadas al acceso del conocimiento científico, artístico, cultural y social.

En este orden de ideas es que el 14 de septiembre del año 2016, el Pleno del Congreso del Estado, aprobó el dictamen de creación del “Instituto Municipal de Cultura y Educación de Torreón”, bajo Decreto No. 543, el cual fue publicado en el Periódico Oficial del Estado en fecha 20 de septiembre de 2016, organismo que sin duda alguna, coadyuva al desarrollo humano, al acceso a la educación y a la cultura, así como a rescatar y conservar todo lo relacionado con la cultura local, regional y nacional, mejorando así la calidad de vida de la comunidad.

Es menester referir, que dicho instituto tiene entre sus objetivos el de implementar una política cultural y de educación para el mejor desarrollo en el municipio de Torreón; coordinar actividades con el sector educativo, a fin de implementar programas, así como el diseñar y ejecutar políticas públicas que generen conciencia educativa a la ciudadanía y ofrecer a la población vías para el acceso al conocimiento científico, artístico, cultural y social, entre otras. 

En este sentido, quienes dictaminamos, después de efectuar el análisis de los antecedentes a los que se ha hecho referencia, coincidimos en que los medios de comunicación como es la radio, son valiosos vehículos mediante los cuales los ciudadanos pueden acceder a la cultura.

Como bien se señala en la exposición de motivos, desde el 9 de marzo del presente año el Instituto Federal de Telecomunicaciones otorgó una concesión única para uso público a favor de XHTOR, Radio Torreón, que confiere el derecho para prestar servicios de telecomunicaciones y radiodifusión con una vigencia de 30 años, que actualmente opera como una dirección general adscrita al Instituto Municipal de Cultura y Educación, lo cual resulta inapropiado de conformidad al nuevo entramado legal en las materias que se adoptó en nuestro país a partir de las reformas constitucionales en materia de competencia económica y en materia de telecomunicaciones realizadas en 2013, y a la emisión de las normas generales y federales derivadas de las mismas.  

Así, de acuerdo a los nuevos requisitos y modalidades previstas para el uso y aprovechamiento del espectro radioeléctrico, en las leyes de la materia se requiere dotar a Radio Torreón de personalidad jurídica que garantice su autonomía orgánica y técnica, lo que se traduce en la necesidad de transformarlo en un organismo desconcentrado del Instituto Municipal de Cultura y Educación de Torreón. 

Es por ello, que los integrantes de esta Comisión, estamos de acuerdo en la reforma en comento, ya que consideramos importante la creación de contenidos tendientes al desarrollo humano, así como buscar herramientas para lograr los objetivos del Instituto, por lo cual consideramos oportuno que Radio Torreón se convierta en un instrumento alterno para la difusión de la educación y la cultural en la ciudad, conforme a las modalidades y requisitos establecidos por la Ley Federal de Telecomunicaciones y demás disposiciones aplicables.

Por las consideraciones que anteceden se estima pertinente emitir y poner a consideración del pleno el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO.

ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforman las fracciones XIX y XX del artículo 6; y se adicionan las fracciones XI, XII, XIII Y XIV del artículo 5, la fracción IV del artículo 7, las fracciones XIX, XX, XXI Y XXII del artículo 9, la fracción V del artículo 17, y el Capítulo VIII Bis que contiene los artículos 17A, 17B, 17C, 17D, 17E, 17F y 17G, del Instituto Municipal de Cultura y Educación de Torreón, para quedar como sigue:

Artículo 5. …

I al X. …

XI. Garantizar el cumplimiento de las condiciones establecidas por el Instituto Federal de Telecomunicaciones, la ley de la materia y la concesión única de uso público para brindar servicios de telecomunicaciones y radiodifusión a la comunidad; 

XII. Ofrecer, a través de XHTOR Radio Torreón, un servicio público de radiodifusión de calidad y excelencia, promoviendo el respeto a los derechos humanos, la expresión de la diversidad cultural, étnica e ideológica, preservando el interés superior de la niñez y exaltando la identidad nacional y regional; 

XIII. Promover la difusión de la música y la cultura, creando contenidos enfocados al desarrollo humano y convirtiendo a Radio Torreón en una alternativa educativa y cultural para la sociedad, fomentando el desarrollo de la imaginación, el uso apropiado del idioma eliminando el uso sexista del lenguaje; y 

XIV. Coadyuvar, a través de Radio Torreón, a la eliminación de la violencia de género, la discriminación, el abuso infantil y, en general, cualquier vulneración de los derechos humanos. 

Artículo 6. …

I al XVIII. …

XIX. El Instituto, en todo lo relativo a la operación y funcionamiento de Radio Torreón, garantizará el cumplimiento de las normas, procedimientos y condiciones establecidas por el Instituto Federal de Telecomunicaciones y la Ley Federal de la materia; 

XX. Vigilar que los objetivos señalados en las fracciones XI, XII, XIII y XIV del artículo anterior se cumplan, ejecutando las políticas públicas, planes y programas que resulten necesarias para tal fin. 

Artículo 7. …

I al III. …

IV. XHTOR Radio Torreón, como organismo público desconcentrado del Instituto. 

Artículo 9. …

I a la XVIII. …

XIX. Vigilar el estricto cumplimiento de los objetivos de Radio Torreón; 

XX. Aprobar las políticas y lineamientos generales de Radio Torreón, así como los programas de trabajo e informes que presente su Director; 

XXI. Establecer los requisitos, emitir la convocatoria y realizar la selección de los candidatos a integrar el Consejero Ciudadano de Radio Torreón, para los efectos de presentar las propuestas al Cabildo; y 

XXII. las demás que se desprendan de esta ley, del Reglamento Interior y de otras disposiciones jurídicas que resulten aplicables. 

Artículo 17. …

I al IV. …

V. Los bienes muebles y equipo de Radio Torreón, así como las concesiones de uso público de las que sea titular, de conformidad a lo que para esos casos se establezca en la legislación federal. 

CAPÍTULO VIII BIS 

XHTOR RADIO TORREÓN

Artículo 17 A. XHTOR Radio Torreón es el organismo público desconcentrado del Instituto, con autonomía técnica, financiera y de gestión, especializado en la administración y operación de la concesión única de uso público para brindar servicios de telecomunicaciones y radiodifusión a la comunidad torreonense, manteniéndolos comunicados e informados de manera objetiva y veraz en términos de las disposiciones federales y locales que resulten aplicables, creando contenidos enfocados al desarrollo humano y convirtiéndose en una alternativa educativa y cultural para la sociedad, fomentando el desarrollo de la imaginación y la creatividad, cuidando el interés superior de la niñez, conservando la identidad regional, la música, la propiedad del idioma y exaltando los valores de la nacionalidad mexicana. 

Garantizará la independencia editorial, la apertura de vías para la incorporación de la participación ciudadana y el establecimiento de reglas claras en materia de transparencia y rendición de cuentas. Procurará el acceso a nuevas tecnologías para brindar un servicio de excelencia y promoverá la tolerancia, la no discriminación y la pluralidad, estableciendo reglas para la expresión de las diversidades ideológicas, étnicas y culturales. 

Artículo 17 B. Tendrá las siguientes funciones y obligaciones: 

I. Operar la concesión única de uso público para brindar servicios de telecomunicaciones y radiodifusión otorgada al Municipio, así como las que en lo sucesivo llegaran a otorgársele; 

II. Realizar las gestiones ante el Instituto Federal de Telecomunicaciones para la autorización y obtención de las condiciones de operación necesarias para brindar servicios públicos de telecomunicaciones; 

III. Implementar y aplicar políticas de telecomunicaciones y radio cultural y educativa, contribuyendo, en la esfera de su competencia, al cumplimiento del derecho a la información, garantizando la libertad de expresión y de información propias del Estado de Derecho, vinculando a los sectores público, privado, académico y social en los asuntos públicos de interés cultural y de solidaridad social que contribuyan al bien común; 

IV. Atender, a través de su programación, las necesidades y expectativas sociales de conocimientos en temas tales como: la salud en todos los aspectos, el desarrollo sustentable, la economía, la equidad de género, el cuidado del agua, la justicia, los derechos de personas con discapacidades y tercera edad, cuidando siempre el interés superior de la niñez; 

V. Contribuir al establecimiento de conductas éticas en el ejercicio profesional de la comunicación, propiciando un respeto irrestricto a los derechos humanos y promoviendo la tolerancia, el diálogo y el respeto a la diversidad; 

VI. Promover la participación ciudadana en el análisis y discusión de temas de interés general, garantizando el derecho de la población a expresarse libremente a través de la radiodifusora, cuidando siempre el uso adecuado del idioma y el respeto a personas e instituciones; 

VII. Realizar investigaciones relacionadas con la operación y funcionamiento de los medios públicos, que permitan establecer políticas en la materia de su competencia; 

VIII. Realizar y desarrollar procesos de actualización y capacitación en materia de telecomunicaciones y radiodifusión, que permitan establecer una mejora continua en el cumplimiento de sus fines educativos y culturales; 

IX. Fortalecer entre la comunidad la identidad nacional y estatal, así como el aprecio por los valores regionales y nacionales y sus símbolos patrios; 

X. Mantener y conservar las instalaciones, el mobiliario y equipo; 

XI. Recibir donativos y patrocinios, en dinero o especie, de personas físicas o morales, nacionales o extranjeras, siempre que en este último caso provengan exclusivamente de organismos multilaterales y agencias de cooperación Internacionales reconocidas por el orden jurídico nacional, las que en ningún caso podrán participar ni influir en el contenido de las transmisiones; 

XII. Vender productos, contenidos propios previamente transmitidos de conformidad con su fin y objeto, siempre en los términos que establezca la Ley y la concesión; 

XIII. Celebrar convenios de colaboración con instituciones afines en materias de producción, capacitación, y en general todas aquellas actividades relacionadas con su objeto; y 

XIV. Las demás que se desprendan de esta Ley y de otras disposiciones jurídicas que resulten aplicables. 

Artículo 17 C. El Director de Radio Torreón será designado por el Cabildo a propuesta del Presidente Municipal y durará en su cargo el período de la Administración Pública Municipal que lo designó. 

Dirigirá técnica y operativamente Radio Torreón, vigilando el cumplimiento de sus funciones y programas; tendrá bajo su cargo al personal de Radio Torreón, formulará los programas de trabajo y ejecutará las políticas, programas, planes y servicios que correspondan para el óptimo funcionamiento de Radio Torreón. 

Presentará sus informes ante el Consejo del Instituto en los términos que disponga el reglamento interior del Instituto. 

Artículo 17 D. Radio Torreón contará con un Consejo Ciudadano integrado por siete personas con residencia efectiva en el Municipio, seleccionados y propuestos por el Consejo del Instituto y designados por el Cabildo. Durarán en su encargo cuatro años y se renovará escalonadamente cada dos años para los efectos de que exista continuidad en sus criterios, proyectos y programas. 

Los cargos en el Consejo Ciudadano serán honoríficos. 

Artículo 17 E. El Consejo se integra con: 

a) Un Presidente; 

b) Un Vicepresidente; 

e) Un Secretario Técnico; y 

d) Cuatro Vocales. 

Previo a la conclusión de su encargo, el Consejo del Instituto emitirá la convocatoria respectiva donde se establecerán los requisitos que deban acreditarse, así como el procedimiento de selección que deberá desahogarse. Una vez concluido el procedimiento, el Consejo del Instituto remitirá las propuestas para cubrir los cargos que quedarán vacantes a efecto de que el Cabildo, en sesión expresamente convocada para ello, designe a los nuevos integrantes del Consejo Ciudadano. 

En caso de ausencia definitiva de algún consejero, el Consejo del Instituto podrá formular la propuesta al Cabildo sin sujetarse al procedimiento señalado en el párrafo anterior, pero el propuesto sólo podrá ser designado para concluir el período del ausente. 

Para su organización y funcionamiento, el Consejo se sujetará a lo que disponga el reglamento interior. 

Artículo 17 F. El Consejo Ciudadano tendrá las siguientes atribuciones: 

I. Elaborar y proponer los criterios que permitan asegurar la independencia editorial, la participación ciudadana, las reglas claras para la expresión de diversidades ideológicas, étnicas y culturales, así como una política editorial imparcial y objetiva de Radio Torreón; 

II. Analizar, proponer y asesorar a la Dirección sobre los objetivos y políticas de programación, contenidos y estructura de las transmisiones de radio, así como de los eventos a cargo del organismo; 

III. Realizar diagnósticos, estudios, investigaciones y formular propuestas o recomendaciones sobre la programación y el funcionamiento del organismo; 

IV. Proponer programas que fomenten el desarrollo cultural en su sentido más amplio, democrático, participativo y plural, de los diversos sectores que constituyen la población; 

V. Colaborar con el organismo para elevar el nivel de la comunicación pública cultural, en diálogo y concertación con otras expresiones culturales de la nación y del mundo; 

VI. Fortalecer y mejorar los contenidos de los programas radiofónicos; 

VII. Evaluar periódicamente los contenidos, calidad e impacto de los programas, proponiendo acciones para mejorarlos; y 

VIII. Las demás que le asigne el Reglamento Interior. 

Artículo 17 G. El personal operativo y administrativo de Radio Torreón será el que determine su presupuesto y, en el desempeño de sus funciones se sujetará a lo dispuesto en el manual de organización, el código de ética y los manuales de operación, técnicos y administrativos que al efecto se expidan para garantizar el cumplimiento de las condiciones que establece el Instituto Federal de Telecomunicaciones. 

Las relaciones de trabajo entre Radio Torreón y su personal se regirán de conformidad con las disposiciones contenidas en los artículos 115 fracción VIII párrafo segundo y 123 apartado "B" de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y el Estatuto Jurídico para los Trabajadores al Servicio del Estado de Coahuila en los términos del artículo 362 del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza. 

TRANSITORIOS

PRIMERO.- El decreto de reforma entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Coahuila de Zaragoza. El Decreto deberá publicarse íntegro en la Gaceta Municipal del Ayuntamiento de Torreón; 

SEGUNDO.- Los recursos humanos, presupuestales, financieros y materiales de la dependencia Radio Torreón, pasarán a formar parte del organismo público desconcentrado del Instituto Municipal de Cultura y Educación de Torreón, denominado XHTOR Radio Torreón, sin menoscabo de los derechos laborales de sus trabajadores. El Contralor Municipal deberá supervisar el proceso de entrega-recepción y proveer las acciones y medidas necesarias para que el patrimonio de XHTOR Radio Torreón se integre de conformidad a lo que dispone la Ley; 

TERCERO.- El Cabildo, dentro de los treinta días naturales siguientes a la entrada en vigor del presente decreto, deberá ratificar al Consejo Ciudadano conformado con motivo de la tramitación de la concesión. Para los efectos señalados en el artículo 17 D del Decreto, el Cabildo de Torreón designará al Presidente, al Secretario Técnico y a dos Vocales del Consejo Ciudadano de Radio Torreón para ejercer el cargo por cuatro años y al Vicepresidente y a dos Vocales, para desempeñar sus cargos por un período de dos años; y 

CUARTO.- Se derogan todas las disposiciones legales y administrativas que se opongan al presente Decreto; 

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado José María Fraustro Siller, (Coordinador), Dip. Julián Eduardo Medrano Aguirre (Secretario), Dip. Georgina Cano Torralva, Dip. Jesús de León Tello, Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 18 de septiembre de 2017.
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Es cuanto, Diputado Presidente. 

Diputado Presidente Sergio Garza Castillo:

Gracias, Diputada Secretaria. 

Esta Presidencia somete a consideración el proyecto de decreto contenido en el dictamen.  Si alguien desea intervenir, sírvase indicarlo mediante el sistema electrónico a fin de registrar su intervención. 

No habiendo intervenciones, procederemos a votar el proyecto de decreto contenido en el dictamen que se sometió a consideración.  Las Diputadas y Diputados emitiremos nuestro voto mediante el sistema electrónico y le solicito a la Diputada Secretaria Martha Garay Cadena, se sirva tomar nota de la votación e informar sobre el resultado. 

Se abre el sistema de votación.  Se cierra el sistema. 

Diputada Secretaria Martha Hortensia Garay Cadena:

Diputado Presidente,  le informo el resultado de la votación: 16 votos a favor; 0 votos en contra y 0 abstenciones. 

Diputado Presidente  Sergio Garza Castillo: 

Gracia, Diputada Secretaria. 

Conforme al resultado de la votación, se aprueba por unanimidad el proyecto de decreto contenido en el dictamen que se sometió a consideración, procédase a la formulación del decreto correspondiente, así como a su envío al Ejecutivo del Estado para su promulgación, publicación y observancia. 

A continuación, le solicito a la Diputada Secretaria Claudia Elisa Morales Salazar, que en la forma aprobada se sirva dar lectura al dictamen consignado en el Punto 10 D del Orden del Día previamente aprobado. 

Diputada Secretaria Claudia Elisa Morales Salazar:

Con su permiso, Diputado Presidente. 

DICTAMEN de las Comisiones Unidas de Igualdad y No Discriminación y de Defensa de los Derechos Humanos, de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que reforma y adiciona la fracción I del Artículo 2 de la Ley para Promover la Igualdad y Prevenir la Discriminación en el Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por la Diputada Claudia Elisa Morales Salazar, de la Fracción Parlamentaria “Lic. Gilberto Rincón Gallardo”  del Partido Socialdemócrata de Coahuila; y,

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que por acuerdo de la Presidencia de la Mesa Directiva del Pleno del Congreso, en Sesión celebrada el día 15 de diciembre del año 2015, se acordó turnar a las Comisiones Unidas de Igualdad y No Discriminación y de Defensa de los Derechos Humanos, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.
SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a las Comisiones Unidas  de Igualdad y No Discriminación y de Defensa de los Derechos Humanos, la Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que reforma y adiciona la fracción I del Artículo 2 de la Ley para Promover la Igualdad y Prevenir la Discriminación en el Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por la Diputada Claudia Elisa Morales Salazar, de la Fracción Parlamentaria “Lic. Gilberto Rincón Gallardo”  del Partido Socialdemócrata de Coahuila; y,

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que las Comisiones Unidas de Igualdad y No Discriminación y de Defensa de los Derechos Humanos son competentes para emitir el presente Dictamen, con fundamento en los Artículos 88 y 90, fracciones V y VI, y demás relativos y aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

SEGUNDO.-  Que la Iniciativa en comento se basa, entre otras consideraciones y conforme a la Exposición de Motivos de la misma, en la importancia que tiene la igualdad sustantiva. 

Que la igualdad sustantiva es la igualdad de hecho o material por oposición a la igualdad de derecho o formal. Supone la modificación de las circunstancias que impiden a las personas el ejercicio pleno de los derechos y el acceso a las oportunidades a través de medidas estructurales, legales o de política pública.

En términos legales, la igualdad sustantiva se conoce como de facto, cuando los derechos se aplican y practican en la realidad, logrando cambios que van más allá de las palabras y acuerdos escritos, es decir, con resultados que pueden observarse.

TERCERO.-  Que la Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que reforma y adiciona la fracción I del Artículo 2 de la Ley para Promover la Igualdad y Prevenir la Discriminación en el Estado de Coahuila de Zaragoza, busca la modificación de las circunstancias que impiden a las personas el ejercicio pleno de los derechos y el acceso a las oportunidades a través de medidas estructurales, legales o de política pública.

CUARTO.- Que las Comisiones Unidas de Igualdad y No Discriminación y de Defensa de los Derechos Humanos, después del análisis y estudio de la  Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que reforma y adiciona la fracción I del Artículo 2 de la Ley para Promover la Igualdad y Prevenir la Discriminación en el Estado de Coahuila de Zaragoza, concluye que ésta promueve evitar las desventajas existentes para el logro de la igualdad en el disfrute de los derechos y que las personas en desventaja reciban el trato que les pueda garantizar el ejercicio de derechos de igual forma que las personas que no están en desventaja, y que así surge el concepto de igualdad de trato, que incluye el requerimiento de dar a las personas el trato equivalente, considerando las diferencias y desigualdades que puedan presentar.

Considerando que la intención de estas Comisiones es la de privilegiar todas  aquellas iniciativas que favorezcan elevar la calidad de vida de la población de la entidad, y en virtud de que esta propuesta enfatiza la participación de la mujer en un proceso de aplicación de la Ley de manera transversal, y por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, los integrantes de las Comisiones Unidas de Igualdad y No Discriminación y de Defensa de los Derechos Humanos, sometemos a consideración de este H. Congreso del Estado, para su estudio, discusión y en su caso, aprobación, el siguiente: 

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO: Se reforma y adiciona la fracción I del artículo 2 de la Ley para Promover la Igualdad y Prevenir la Discriminación en el Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

ARTÍCULO 2. Esta ley tiene por objeto: 

I.
Promover y garantizar la igualdad sustantiva transversalizando la perspectiva de género en todas sus actuaciones y procurando la utilización de un lenguaje no sexista dentro en sus documentos oficiales, el derecho a la igualdad real de oportunidades y trato de las personas, a participar y beneficiarse de manera incluyente en las actividades educativas, de salud, productivas, económicas, laborales, políticas, culturales, recreativas, y en general en todas aquellas que permiten el desarrollo pleno e integral de las personas, y 

TRANSITORIOS

ARTÍCULO ÚNICO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 1 de septiembre de 2017. 

POR LA COMISIÓN DE IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN 

DE LA LX LEGISLATURA.

	
	VOTOS
	FIRMA DE DICTAMEN

	DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO

(COORDINADORA)
	A FAVOR
EN CONTRA
ABSTENCIÓN

	

	DIP. YOLANDA OLGA ACUÑA CONTRERAS (SECRETARIA)


	A FAVOR
EN CONTRA
ABSTENCIÓN

	

	DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA


	A FAVOR
EN CONTRA
ABSTENCIÓN

	

	DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ


	A FAVOR
EN CONTRA
ABSTENCIÓN

	

	DIP. LEONEL CONTERAS PÁMANES


	A FAVOR
EN CONTRA
ABSTENCIÓN

	


POR LA COMISIÓN DE DEFENSA DE LOS DERECHOS HUMANOS
DE LA LX LEGISLATURA.

	
	VOTOS
	FIRMA DE DICTAMEN

	DIP. CLAUDIA ELISA MORALES SALAZAR

(COORDINADORA)
	A FAVOR
EN CONTRA
ABSTENCIÓN

	

	DIP. GEORGINA CANO TORRALVA

(SECRETARIA)
	A FAVOR
EN CONTRA
ABSTENCIÓN

	

	DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA


	A FAVOR
EN CONTRA
ABSTENCIÓN

	

	DIP. JULIÁN EDUARDO MEDRANO AGUIRRE


	A FAVOR
EN CONTRA
ABSTENCIÓN

	

	DIP. LARIZA MONTIEL LUIS


	A FAVOR
EN CONTRA
ABSTENCIÓN

	


Es cuanto, Diputado Presidente. 

Diputado Presidente  Sergio Garza Castillo:

Gracias, Diputada Secretaria. 

Esta Presidencia somete a consideración, el proyecto de decreto contenido en el dictamen.  Si alguien desea intervenir, sírvase indicarlo mediante el sistema electrónico a fin de registrar su intervención. 

No habiendo intervenciones, procederemos a votar el proyecto de decreto contenido en el dictamen que se sometió a consideración.  Las Diputadas y Diputados emitiremos nuestro voto mediante el sistema electrónico y le solicito a la Diputada Secretaria Claudia Elisa Morales Salazar, se sirva tomar nota e informar sobre el resultado de la votación. 

Se abre el sistema de votación.  Se cierra el sistema. 

Diputada Secretaria Claudia Elisa Morales Salazar:

Diputado Presidente,  se informa que el resultado de la votación es el siguiente: 17 votos a favor; 0 votos en contra y 0 abstenciones. 

Diputado Presidente  Sergio Garza Castillo: 

Gracias, Diputada Secretaria. 

Conforme al resultado de la votación, se aprueba por unanimidad el proyecto de decreto contenido en el dictamen que se sometió a consideración, procédase a la formulación del decreto correspondiente, así como a su envío al Ejecutivo del Estado para su promulgación, publicación y observancia. 

A continuación, esta Presidencia le solicita a la Diputada Secretaria Claudia Elisa Morales Salazar, que en la forma aprobada se sirva dar lectura al dictamen consignado en el Punto 10 E del Orden del Día previamente aprobado. 

Diputada Secretaria Claudia Elisa Morales Salazar:

DICTAMEN de la Comisión de Igualdad y No Discriminación de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforma el Artículo 82 de la Ley de Acceso a las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por la Diputada María del Socorro Lozano Dávila, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz” del Partido Revolucionario Institucional; y,

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que por acuerdo de la Presidencia de la Mesa Directiva del Pleno del Congreso, en Sesión celebrada el día 8 de marzo del año 2017, se acordó turnar a esta Comisión de Igualdad y No Discriminación, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.
SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Igualdad y No Discriminación, la Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforma el Artículo 82 de la Ley de Acceso a las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por la Diputada María del Socorro Lozano Dávila, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz” del Partido Revolucionario Institucional; y,
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Que esta Comisión es competente para emitir el presente Dictamen, lo anterior de acuerdo  a  lo  previsto   por  los  artículos 88 y 90 fracciones V y VI,  y demás relativos y aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza. 

SEGUNDO.-  Que la Iniciativa en comento, entre otras consideraciones y conforme a la Exposición de Motivos de la misma, señala que desde 1996, la Asamblea Mundial de la Salud, calificó la violencia general como un problema de salud pública. Seis años después, la Organización Mundial de la Salud, incluye en esta categoría de “violencia general” la violencia hacia las mujeres cometida por la pareja sentimental.

Por lo tanto, abordar la violencia hacia las mujeres con la perspectiva de la salud pública, permite dirigir acciones para atender los factores que afectan en lo individual y lo general a este sector, así como las consecuencias de la violencia que incluye afecciones y problemas que comprometen la salud de las mujeres.

Por ello, resulta prioritario para nuestro Estado contar con refugios para mujeres en situación de violencia, sus hijas e hijos, para brindarles protección, atención integral y especializada desde las perspectivas de género y derechos humanos y contribuir a que salgan de la situación violenta y facilitando su proceso de empoderamiento y reinserción social libre de violencia.

TERCERO.-  Que la Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforma el Artículo 82 de la Ley de Acceso a las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Coahuila de Zaragoza, propone que el Estado designe los recursos financieros para apoyar la sustentabilidad y permanencia de los refugios, para mujeres en situación de violencia, durante los meses en que no reciben recurso federal.

CUARTO.- Que la Comisión de Igualdad y No Discriminación busca privilegiar todas aquéllas iniciativas que favorezcan a la población, y en particular a las mujeres en situación de violencia, con la finalidad de atacar este mal social, y después del análisis y estudio de la Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforma el Artículo 82 de la Ley de Acceso a las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Coahuila de Zaragoza, concluye la procedencia de la misma, toda vez que propone que el Estado y los municipios, podrán de forma coordinada, destinar recursos financieros para apoyar la sustentabilidad y permanencia de los refugios para mujeres en situación de violencia, lo que permite contribuir con el apoyo a dichas instituciones y de esta manera participar en la implementación de mecanismos que permitan disminuir las conductas violentas contra la mujer, y por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, los integrantes de la Comisión de Igualdad y No Discriminación sometemos a consideración de este H. Congreso del Estado, para su estudio, discusión y en su caso, aprobación, el siguiente: 

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO: Se reforma el Artículo 82 de Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Coahuila de Zaragoza para quedar como sigue:

Artículo 82. … 

I. Destinar recursos financieros para apoyar la sustentabilidad y permanencia de los refugios, durante los meses en que no reciben  recurso federal; 

II.
… 

III.
… 

…

TRANSITORIOS

ARTÍCULO ÚNICO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 11 de agosto de 2017. 

POR LA COMISIÓN DE IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN
DE LA LX LEGISLATURA.

	
	VOTOS
	FIRMA DE DICTAMEN

	DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO

(COORDINADORA)
	A FAVOR
EN CONTRA
ABSTENCIÓN

	

	DIP. YOLANDA OLGA ACUÑA CONTRERAS (SECRETARIA)


	A FAVOR
EN CONTRA
ABSTENCIÓN

	

	DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA


	A FAVOR
EN CONTRA
ABSTENCIÓN

	

	DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ


	A FAVOR
EN CONTRA
ABSTENCIÓN

	

	DIP. LEONEL CONTERAS PÁMANES


	A FAVOR
EN CONTRA
ABSTENCIÓN

	


Es cuanto, Diputado Presidente. 

Diputado Presidente  Sergio Garza Castillo:

Gracias, Diputada Secretaria. 

Esta Presidencia somete a consideración el proyecto de decreto contenido en el dictamen.  Si alguien desea intervenir, sírvase indicarlo mediante el sistema electrónico a fin de registrar su intervención. 

No habiendo intervenciones, procederemos a votar el proyecto de decreto contenido en el dictamen que se sometió a consideración.  Las Diputadas  y Diputados emitiremos nuestro voto mediante el sistema electrónico y le solicito a la Diputada Secretaria Martha Garay Cadena, se sirva tomar nota, perdón, a la Diputada  Claudia Elisa Morales Salazar, se sirva tomar nota de la votación e informar sobre el resultado de la votación.  

Se abre el sistema de votación. Se cierra el sistema. 

Diputada Secretaria Claudia Elisa Morales Salazar:

Diputado Presidente,  se informa que el resultado de la votación es el siguiente: 17 votos a favor; 0 votos en contra y 0 abstenciones. 

Diputado Presidente  Sergio Garza Castillo: 

Gracias, Diputada Secretaria. 

Conforme al resultado de la votación, se aprueba por unanimidad el proyecto de decreto contenido en el dictamen que se sometió a consideración, procédase a la formulación del decreto correspondiente, así como a su envío al Ejecutivo del Estado para su promulgación, publicación y observancia. 

A continuación, le solicito a la Diputada Secretaria Claudia Elisa Morales Salazar, que en la forma aprobada se sirva dar lectura al dictamen consignado en el Punto 10 F del Orden del Día previamente aprobado. 

Diputada Secretaria Claudia Elisa Morales Salazar:

Con su permiso, Diputado Presidente.

DICTAMEN de la Comisión de Igualdad y No Discriminación de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforma el Artículo 10 de la Ley de Prevención, Asistencia y Atención de la Violencia Familiar para el Estado de Coahuila, suscrita por la Diputada Claudia Elisa Morales Salazar, de la Fracción Parlamentaria “Lic. Gilberto Rincón Gallardo”  del Partido Socialdemócrata de Coahuila; y,
R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que por acuerdo de la Presidencia de la Mesa Directiva del Pleno del Congreso, en Sesión celebrada el día 20 de diciembre del año 2016, se acordó turnar a esta Comisión de Igualdad y No Discriminación, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Igualdad y No Discriminación, la Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforma el Artículo 10 de la Ley de Prevención, Asistencia y Atención de la Violencia Familiar para el Estado de Coahuila, suscrita por la Diputada Claudia Elisa Morales Salazar, de la Fracción Parlamentaria, “Lic. Gilberto Rincón Gallardo”  del Partido Socialdemócrata de Coahuila; y,
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión es competente para emitir el presente Dictamen, con fundamento en los Artículos 88 y 90, fracciones V y VI, y demás relativos y aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

SEGUNDO.-  Que la Iniciativa en comento, entre otras consideraciones y conforme a la Exposición de Motivos de la misma, señala la problemática de la violencia que se ejerce dentro de las relaciones de noviazgo; relaciones que comienzan cada vez más a una edad más temprana.

Se ha encontrado que ésta, en las relaciones de pareja en adolescentes, al igual que la violencia de género en adultos, se extiende en un continuo que va desde el abuso verbal y emocional, hasta la agresión sexual y el asesinato; es un grave problema que afecta de forma considerable la salud física y mental de los y las adolescentes.

TERCERO.-  Que la Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforma el Artículo 10 de la Ley de Prevención, Asistencia y Atención de la Violencia Familiar para el Estado de Coahuila, pretende señalar que los estereotipos de género y la discriminación juegan un papel importante en la generación de violencia en el noviazgo, ya que de esta manera se permiten definir roles culturales así como los comportamientos de hombres y mujeres dentro de la sociedad. 

Por otro lado, muchas de las mujeres que son maltratadas durante el matrimonio, vivieron violencia en el noviazgo, entendiéndose por ésta la cometida de manera intencional ya sea de tipo sexual, económico, físico o psicológico por parte de un integrante de la pareja contra el otro, esto con el objetivo de controlar, intimidar, humillar, someter o dominar a la pareja; una relación con estas características se denomina noviazgo violento, y es el propósito de la Iniciativa en comento incluir como un acto de violencia familiar esta clase de conducta.

CUARTO.- Que la Comisión de Igualdad y No Discriminación, después del estudio y análisis de la Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforma el Artículo 10 de la Ley de Prevención, Asistencia y Atención de la Violencia Familiar para el Estado de Coahuila, concluye que la misma tiene como objetivo fundamental incluir las relaciones de noviazgo en el concepto de violencia familiar, atendiendo a los efectos que puede generar un probable futuro matrimonio y por ende, la conformación de la base de esta sociedad, que es la familia; a efecto de que puedan gozar de todas las protecciones, derechos y obligaciones que establecen las normas jurídicas en la materia. Al ser el noviazgo, una etapa de experimentación y de búsqueda para las y los jóvenes, y a sabiendas de que es un preámbulo para una relación de mayor duración, es necesario explorar estas manifestaciones de violencia en su relación con otros factores que la puedan estar reproduciendo o exacerbando; y por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, los integrantes de la Comisión de Igualdad y No Discriminación sometemos a consideración de este H. Congreso del Estado, para su estudio, discusión y en su caso, aprobación, el siguiente: 

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO: Se reforma la fracción III del artículo 10 de la Ley de Prevención, Asistencia y Atención de la Violencia Familiar para el Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 10. En orden a los sujetos y supuestos de aplicación de esta ley, se entiende por:

I, II……………………………………………………………………………………….....

III.- “Violencia familiar”: Aquel acto de poder u omisión intencional, dirigido a dominar, someter, controlar o agredir física, verbal, psicoemocional, por negligencia, económica ó sexualmente a cualquier miembro de la familia, que tenga relación de parentesco por consanguinidad, tenga o lo haya tenido por afinidad o civil, o se halle en unión libre, de hecho o concubinato o en una relación de noviazgo; realizado dentro o fuera del domicilio familiar, y que tenga por efecto causar daño, en cualquiera de las siguientes modalidades:

a), b), c), d), e), f)……………………………………………………………

TRANSITORIOS

ARTÍCULO ÚNICO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 11 de agosto de 2017. 

POR LA COMISIÓN DE IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN
DE LA LX LEGISLATURA.

	
	VOTOS
	FIRMA DE DICTAMEN

	DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO

(COORDINADORA)
	A FAVOR
EN CONTRA
ABSTENCIÓN

	

	DIP. YOLANDA OLGA ACUÑA CONTRERAS (SECRETARIA)


	A FAVOR
EN CONTRA
ABSTENCIÓN

	

	DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA


	A FAVOR
EN CONTRA
ABSTENCIÓN

	

	DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ


	A FAVOR
EN CONTRA
ABSTENCIÓN

	

	DIP. LEONEL CONTERAS PÁMANES


	A FAVOR
EN CONTRA
ABSTENCIÓN

	


Es cuanto, Diputado Presidente. 

Diputado Presidente  Sergio Garza Castillo: 

Gracias, Diputada Secretaria. 

Esta Presidencia somete a consideración el proyecto de decreto contenido en el dictamen.  Si alguien desea intervenir, sírvase indicarlo mediante el sistema electrónico a fin de registrar su intervención. 

No habiendo intervenciones, procederemos a votar el proyecto de decreto contenido en el dictamen que se sometió a consideración.   Las Diputadas y Diputados emitiremos nuestro voto mediante el sistema electrónico, y le solicito a la Diputada Secretaria Claudia Elisa Morales Salazar, se sirva tomar nota e informar sobre el resultado de la votación. 

Se abre el sistema de votación.  Se cierra el sistema. 

Diputada Secretaria Claudia Elisa Morales Salazar:

Diputado Presidente,  se informa que el resultado de la votación es el siguiente: 19 votos a favor; 0 votos en contra; 0 abstenciones. 

Diputado Presidente Sergio Garza Castillo: 

Gracias, Diputada Secretaria. 

Conforme al resultado de la votación, se aprueba por unanimidad el proyecto de decreto contenido en el dictamen que se sometió  a consideración, procédase a la formulación del decreto correspondiente, así como a su envío al Ejecutivo del Estado para su promulgación, publicación y observancia. 

A continuación, esta Presidencia concede el uso de la voz al Diputado José María Fraustro Siller, para plantear una proposición con Punto de Acuerdo que presenta y que se encuentra consignada en el Punto 11 A del Orden del Día previamente aprobado. 

Adelante Diputado. 

Diputado José María Fraustro Siller:
Muchas gracias, con su permiso Diputado Presidente. 

Mi intervención es para dar lectura a una Proposición con Punto de Acuerdo que presento, conjuntamente con mis compañeras y con mis compañeros Diputados del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalia Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional. 

CONSIDERACIONES


La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece en su Artículo 25, que corresponde al Estado la rectoría del desarrollo nacional para garantizar que éste sea integral y  sea sustentable,  para fortalecer  la Soberanía de la Nación y su régimen democrático y, mediante el fomento del crecimiento económico y el empleo y una más justa distribución del ingreso y que esto permita el pleno ejercicio de la libertad y la dignidad de los individuos, grupos y clases sociales.

El Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018,  reconoce que “el campo es un sector estratégico, a causa de su potencial para reducir la pobreza e incidir sobre el desarrollo regional”, y con base en lo dispuesto en la meta nacional número IV,  “México Próspero”, se debe “Construir un sector agropecuario y pesquero productivo que garantice la seguridad alimentaria del país”.

El Programa Sectorial de Desarrollo Agropecuario, Pesquero y Alimentario 2013-2018 de la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación (SAGARPA), fija como objetivos estratégicos: a).- Impulsar la productividad en el sector agroalimentario mediante inversión en capital físico, humano y tecnológico que garantice la seguridad alimentaria; b).- Impulsar modelos de asociación que generen economías de escala y mayor valor agregado en el sector agroalimentario; c).- Promover una mayor certidumbre en la actividad agroalimentaria mediante mecanismos de administración de riesgos; d).- Impulsar el aprovechamiento sustentable de los recursos naturales del país; y e).- Contribuir a erradicar la carencia alimentaria en el medio rural.

Sin embargo, desde hace un par de años los recursos que se destinan al sector rural en México están disminuyendo de una forma  alarmante. Los productores agropecuarios, acuícolas y pesqueros enfrentan limitaciones debido a baja productividad en sus unidades de producción, y que la producción agropecuaria, pesquera y acuícola se lleva a cabo en un entorno de baja inversión y riesgos sanitarios, ambientales y de mercado.

Por ello, se hace urgente reconocer la importancia del sector primario como impulsor de la industria, y como productor de divisas cuando se tiene un enfoque exportador. Solamente apoyando la productividad en el campo es que se puede erradicar la pobreza, obteniendo además un efecto positivo derivado del impulso de las actividades agropecuarias, generando la soberanía alimentaria que se requiere.

A pesar de ello, el Proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación (PPEF) para 2018 prevé una disminución de 6 mil 272 millones de pesos al gasto de la Secretaría de Agricultura, de Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación (SAGARPA), en detrimento de rubros y programas prioritarios para el sector.

De aprobarse el Proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación (PPEF) para 2018, para nuestro Estado se asignarían solamente 65.9 millones de pesos, es decir,  un 37.2% respecto a 2017, donde se contó con 105 millones pesos. Desaparecería en su totalidad el Programa de Acciones en Concurrencia.

Por lo anteriormente mencionado, se hace indispensable fortalecer y proteger al sector rural y agropecuario en todo el territorio nacional, pues de acuerdo a datos del Atlas Agroalimentario 2016 de la propia SAGARPA, de los 50.8 millones de mexicanos que trabajan, 5.3 millones lo hacen en actividades agrícolas, otros 819 mil en la cría y explotación de especies ganaderas, 139 mil en la pesca y acuacultura y más de 123 mil a otras actividades relacionadas al sector; representando el 12.7% de la población trabajadora.

Datos del Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social señalan que, de las 188 mil localidades existentes en el país, 185 mil son rurales y tienen menos de dos mil 500 habitantes; en ellas viven 24 millones de personas, que son el 22 por ciento del total nacional, ocupando el 76.5 por ciento del territorio nacional. 

Estas cifras demuestran que es momento de hacer frente a los desafíos del desarrollo rural y agropecuario de una manera multifactorial, partiendo del asistencialismo al fomento productivo.

Por lo tanto, se solicita que  sea tramitado como de urgente y obvia resolución el siguiente:

PUNTO DE ACUERDO

ÚNICO.- SE EXHORTA RESPETUOSAMENTE AL CONGRESO DE LA UNIÓN Y A LAS CÁMARAS QUE LO INTEGRAN PARA QUE: 1) REVISEN, DISCUTAN Y EVITEN LAS REDUCCIONES PREVISTAS EN EL PROYECTO DE PRESUPUESTO DE EGRESOS DE LA FEDERACIÓN (PPEF) PARA 2018 A LA SECRETARÍA DE AGRICULTURA, GANADERÍA, DESARROLLO RURAL, PESCA Y ALIMENTACIÓN (SAGARPA); 2) MANTENGAN LA EJECUCIÓN DE LOS RECURSOS DEL PROGRAMA ESPECIAL CONCURRENTE PARA EL DESARROLLO RURAL SUSTENTABLE 2014-2018 CON LAS ENTIDADES FEDERATIVAS, CON UNA ASIGNACIÓN NO MENOR A 3,500 MILLONES DE PESOS, EN VIRTUD DE QUE SE TRATA DEL ÚNICO PROGRAMA QUE TIENE LA SAGARPA QUE LLEGA EQUITATIVAMENTE A LAS 32 ENTIDADES FEDERATIVAS; Y, 3) AMPLÍEN EL PROYECTO ESTRATÉGICO PARA LA SEGURIDAD ALIMENTA (PESA) A LAS 32 ENTIDADES FEDERATIVAS, BAJO UNA DETERMINACIÓN PRESUPUESTAL NO MENOR A 500 MILLONES DE PESOS”.
A T E N T A M E N T E

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER.

Muchas gracias, es cuanto. 

Texto íntegro del Punto de Acuerdo presentado por el Diputado José María Fraustro Siller, para su discusión en el Orden del Día. 
PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO QUE PRESENTAN LAS Y LOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ” DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR CONDUCTO DEL DIPUTADO JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER, “MEDIANTE EL CUAL SE EXHORTA RESPETUOSAMENTE AL CONGRESO DE LA UNIÓN Y A LAS CÁMARAS QUE LO INTEGRAN PARA QUE: 1) REVISEN, DISCUTAN Y EVITEN LAS REDUCCIONES PREVISTAS EN EL PROYECTO DE PRESUPUESTO DE EGRESOS DE LA FEDERACIÓN (PPEF) PARA 2018 A LA SECRETARÍA DE AGRICULTURA, GANADERÍA, DESARROLLO RURAL, PESCA Y ALIMENTACIÓN (SAGARPA); 2) MANTENGAN LA EJECUCIÓN DE LOS RECURSOS DEL PROGRAMA ESPECIAL CONCURRENTE PARA EL DESARROLLO RURAL SUSTENTABLE 2014-2018 CON LAS ENTIDADES FEDERATIVAS, CON UNA ASIGNACIÓN NO MENOR A 3,500 MILLONES DE PESOS, EN VIRTUD DE QUE SE TRATA DEL ÚNICO PROGRAMA QUE TIENE LA SAGARPA QUE LLEGA EQUITATIVAMENTE A LAS 32 ENTIDADES FEDERATIVAS; Y, 3) AMPLÍEN EL PROYECTO ESTRATÉGICO PARA LA SEGURIDAD ALIMENTA (PESA) A LAS 32 ENTIDADES FEDERATIVAS, BAJO UNA DETERMINACIÓN PRESUPUESTAL NO MENOR A 500 MILLONES DE PESOS”.
H. PLENO DEL CONGRESO 

DEL CONGRESO DEL ESTADO 

P R E S E N T E.-

Los integrantes del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz” del Partido Revolucionario Institucional, por conducto del Diputado José María Fraustro Siller, con apoyo en lo dispuesto por los Artículos 21 fracción VI, 179, 180, 181, 182 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, me permito presentar a este H. Congreso la presente Proposición con Punto de Acuerdo, solicitando se considere como de urgente y obvia resolución en base a las siguientes:

CONSIDERACIONES


La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece en su Artículo 25, que corresponde al Estado la rectoría del desarrollo nacional para garantizar que éste sea integral y sustentable, fortalezca la Soberanía de la Nación y su régimen democrático y, mediante el fomento del crecimiento económico y el empleo y una más justa distribución del ingreso y la riqueza, permita el pleno ejercicio de la libertad y la dignidad de los individuos, grupos y clases sociales.

El Estado tiene la responsabilidad social de abatir la pobreza extrema, dar prioridad a zonas indígenas y rurales; así como el compromiso de generar una sociedad de derechos que logre la inclusión de todos los sectores sociales, reduciendo los altos niveles de desigualdad, con base a lo estipulado en por el Gobierno Federal en el Pacto por México.

El Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018, publicado en el Diario Oficial de la Federación de fecha 20 de mayo de 2013, reconoce que “el campo es un sector estratégico, a causa de su potencial para reducir la pobreza e incidir sobre el desarrollo regional”, y que “la capitalización del sector debe ser fortalecida”; determina también, que para lograr el “Objetivo General de Llevar a México a su máximo potencial” y con base en los dispuesto en la Meta Nacional No. IV. “México Próspero”, se debe “Construir un sector agropecuario y pesquero productivo que garantice la seguridad alimentaria del país”.

El Programa Sectorial de Desarrollo Agropecuario, Pesquero y Alimentario 2013-2018 de la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación (SAGARPA), fija como objetivos estratégicos: a).- Impulsar la productividad en el sector agroalimentario mediante inversión en capital físico, humano y tecnológico que garantice la seguridad alimentaria; b).- Impulsar modelos de asociación que generen economías de escala y mayor valor agregado en el sector agroalimentario; c).- Promover mayor certidumbre en la actividad agroalimentaria mediante mecanismos de administración de riesgos; d).- Impulsar el aprovechamiento sustentable de los recursos naturales del país; y e).- Contribuir a erradicar la carencia alimentaria en el medio rural.

El Programa Especial Concurrente para el Desarrollo Rural Sustentable 2014-2018, determina como objetivo toral de atención de la SAGARPA: “Fomentar el acceso de la población rural a los derechos sociales mediante políticas públicas coordinadas y concurrentes”.

Sin embargo, desde hace un par de años los recursos que se destinan al sector rural en México están disminuyendo de manera alarmante. Los productores agropecuarios, acuícolas y pesqueros enfrentan limitaciones debido a baja productividad en sus unidades de producción, y que la producción agropecuaria, pesquera y acuícola se lleva a cabo en un entorno de baja inversión y riesgos sanitarios, ambientales y de mercado.

Desde hace 5 años, México importa aproximadamente el 32% del consumo interno en los siguientes productos básicos: maíz, trigo, frijol, arroz, soya, sorgo, carne de bovino, porcino y ave, y huevo. Además, importa el 79% del consumo doméstico de arroz, el 93% de oleaginosas, el 58% de trigo y el 82% de maíz amarillo para consumo pecuario e industrial. 

Según el Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (CONEVAL), en 2014, el 61.1% de la población rural vivía en condiciones de pobreza y el 20.6% en condiciones de pobreza extrema. En ese mismo año, 32% de la población rural tenía carencias de acceso a la alimentación. Así, los trabajadores del campo mexicano no cuentan con perspectivas de crecimiento o mejoras en su calidad de vida, al ser el segmento de la población más empobrecido.

Se hace urgente reconocer la importancia del sector primario como impulsor de la industria y como productor de divisas cuando se tiene un enfoque exportador. Solamente apoyando la productividad en el campo es que se puede erradicar la pobreza, obteniendo además un efecto positivo derivado del impulso a las actividades agropecuarias, generando la soberanía alimentaria que se requiere.

A pesar de ello, el Proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación (PPEF) para 2018 prevé una disminución de 6 mil 272 millones de pesos al gasto de la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación (SAGARPA), en detrimento de rubros y programas prioritarios para el sector, como son:

1. La inversión para fortalecer los mecanismos de vinculación de la investigación científica y tecnológica con el sector agropecuario, disminuye 39 millones de pesos, pasando de 460 millones aprobados en 2017, a 421 millones propuestos para 2018.

2. El fomento a la actividad pesquera y acuícola se afectaría en 310 millones de pesos, con una asignación de mil 975 millones de pesos para 2018, respecto a los 2 mil 285 millones del presente año.

3. El fomento a la productividad y competitividad agroalimentaria tienen un recorte de mil 820 millones de pesos, que es un 31 por ciento menos que en el presente 2017.

4. El Programa de Fomento a la Agricultura se deduce 715 millones de pesos, respecto al actual período,

5. El Programa de Fomento Ganadero disminuiría 166 millones de pesos, al pasar de 3 mil 98 millones de pesos a 2 mil 932 millones propuestos para el año entrante.

6. El Programa de Apoyo a Pequeños Productores, tendría una reducción de 2 mil 178 millones de pesos, pasando de los 15 mil 63 millones aprobados en 2017, a 12 mil 885 millones de pesos.

7. El Programa de Apoyo a la Comercialización se ejercería mil 173 millones de pesos menos; al pasar de 9 mil 421 millones de pesos aprobados en 2017, a 8 mil 248 millones de pesos propuestos para 2018.

8. El Programa de Acciones en Concurrencia con las Entidades Federativas desaparece, dejándose de ejercer los 2 mil millones de pesos destinados para este 2017.

9. El escenario presupuestal para las Entidades Federativas decrece en un 24.1%, pasando de los 7 mil 701 millones de pesos a 5 mil 844 millones de pesos.

De aprobarse el Proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación (PPEF) para 2018, para nuestro Estado se asignarían solamente 65.9 millones de pesos, un 37.2% respecto a 2017, donde se contó con 105 millones pesos. Desaparecería en su totalidad el Programa de Acciones en Concurrencia.

Por lo anteriormente mencionado, se hace indispensable fortalecer y proteger a sector rural y agropecuario en todo el territorio nacional, pues de acuerdo a datos del Atlas Agroalimentario 2016 de la propia SAGARPA, de los 50.8 millones de mexicanos que trabajan, 5.3 millones lo hacen en actividades agrícolas, otros 819 mil en la cría y explotación de especies ganaderas, 139 mil en la pesca y acuacultura y más de 123 mil a otras actividades relacionadas al sector; representando el 12.7% de la población trabajadora.

Aunado a ello y de acuerdo a cifras del Instituto de Investigaciones Económicas de la Universidad Nacional Autónoma de México (UNAM), más de 15 millones de mexicanos se encuentran en condiciones de deterioro nutricional o un subconsumo latente.

Datos del Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social señalan que, en 2014, 55.3 millones de mexicanos se encontraban en pobreza, y de ellos 11.4 millones en pobreza extrema. Cifras oficiales indican que siete de cada 10 indígenas se encuentran en situación de pobreza en México, estos son 8.7 millones de mexicanos.

De las 188 mil localidades existentes en el país, 185 mil son rurales y tienen menos de dos mil 500 habitantes; en ellas viven 24 millones de personas, que son el 22 por ciento del total nacional, ocupando el 76.5 por ciento del territorio nacional. 

Estas cifras demuestran que es momento de hacer frente a los desafíos del desarrollo rural y agropecuario de manera multifactorial, partiendo del asistencialismo al fomento productivo.

Por lo tanto, con fundamento en lo dispuesto por los Artículos 21 fracción VI, 84, 179, 180, 181, 182 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se presenta ante este H. Congreso, solicitando sea tramitado como de urgente y obvia resolución el siguiente:

PUNTO DE ACUERDO

ÚNICO.- SE EXHORTA RESPETUOSAMENTE AL CONGRESO DE LA UNIÓN Y A LAS CÁMARAS QUE LO INTEGRAN PARA QUE: 1) REVISEN, DISCUTAN Y EVITEN LAS REDUCCIONES PREVISTAS EN EL PROYECTO DE PRESUPUESTO DE EGRESOS DE LA FEDERACIÓN (PPEF) PARA 2018 A LA SECRETARÍA DE AGRICULTURA, GANADERÍA, DESARROLLO RURAL, PESCA Y ALIMENTACIÓN (SAGARPA); 2) MANTENGAN LA EJECUCIÓN DE LOS RECURSOS DEL PROGRAMA ESPECIAL CONCURRENTE PARA EL DESARROLLO RURAL SUSTENTABLE 2014-2018 CON LAS ENTIDADES FEDERATIVAS, CON UNA ASIGNACIÓN NO MENOR A 3,500 MILLONES DE PESOS, EN VIRTUD DE QUE SE TRATA DEL ÚNICO PROGRAMA QUE TIENE LA SAGARPA QUE LLEGA EQUITATIVAMENTE A LAS 32 ENTIDADES FEDERATIVAS; Y, 3) AMPLÍEN EL PROYECTO ESTRATÉGICO PARA LA SEGURIDAD ALIMENTA (PESA) A LAS 32 ENTIDADES FEDERATIVAS, BAJO UNA DETERMINACIÓN PRESUPUESTAL NO MENOR A 500 MILLONES DE PESOS”.
A T E N T A M E N T E

SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA, A 19 DE SEPTIEMBRE DEL 2017.
DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER.

LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. GEORGINA CANO TORRALVA
DIP. LUIS GURZA JAIDAR

DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. ANTONIO NERIO MALTOS
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA         
DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN

DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ
DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO

DIP. JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ                            
DIP. JULIÁN EDUARDO MEDRANO AGUIRRE

DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA    
DIP. MARÍA DEL SOCORRO LOZANO DÁVILA

DIP. GRACIELA TRUEBA CARRILLO

Diputado Presidente Sergio Garza Castillo:

Gracias Diputado. 

Se somete a votación la solicitud para que se considere de urgente y obvia resolución la proposición con Punto de Acuerdo que se acaba de leer y le solicito a la Diputada Secretaria Martha Garay Cadena, se sirva tomar nota de la votación e informar sobre el resultado. 

Se abre el sistema de votación.  Se cierra el sistema.

Diputada Secretaria Martha Hortensia Garay Cadena:

Diputado Presidente, le informo el resultado de la votación: 19 votos a favor; 0 votos en contra y 0 abstenciones. 

Diputado Presidente  Sergio Garza Castillo: 

Gracias, Diputada Secretaria. 

Se aprueba por unanimidad la solicitud para que la proposición que se dio a conocer sea considerada de urgente y obvia resolución. 

Se somete a consideración de las y los Diputados el Punto de Acuerdo contenido en la proposición.  Si alguien desea intervenir, sírvase indicarlo mediante el sistema electrónico a fin de registrar su intervención. 

No habiendo intervenciones, procederemos a votar el Punto de Acuerdo que se sometió a consideración y le solicito a la Diputada Secretaria Martha Garay Cadena, tome nota de la votación y una vez cerrado el registro de los votos informe sobre el resultado. 

Se abre el sistema de votación.  Se cierra el sistema. 

Diputada Secretaria Martha Hortensia Garay Cadena:

Le informo el resultado de la votación: 19 votos a favor; 0 votos en contra y 0 abstenciones. 

Diputado Presidente  Sergio Garza Castillo: 

Gracias, Diputada Secretaria. 

Se aprueba por unanimidad el Punto de Acuerdo que se puso a consideración en los términos en que se planteó, por lo que debe procederse a lo que corresponda. 

A continuación, esta Presidencia concede el uso de la voz, al Diputado Jesús de León Tello, para plantear una proposición con Punto de Acuerdo que presenta y que se encuentra consignada en el Punto 11 B del Orden del Día previamente aprobado. 

Adelante Diputado. 

Diputado Jesús de León Tello:

Gracias, Diputado Presidente. 

Proposición con Punto de Acuerdo que presentamos los legisladores que integramos el Grupo Parlamentario “Alonso Lujambio” del Partido Acción Nacional.  En el que solicitamos que este Honorable Pleno envíe un atento exhorto al Gobierno Federal, y a la Comisión Federal de Electricidad, para que analice y considere suspender de inmediato el cobro del porcentaje por la recaudación del derecho de alumbrado público municipal que está llevando a cabo con todos los municipios del país y en específico aquí en Coahuila en el caso de Torreón. 
En los años recientes la Comisión Federal de Electricidad ha enfrentado serios problemas financieros para continuar funcionando y manteniendo la red y el alumbrado y la electricidad nacional en todo el país. 

Pero estos problemas no obedecen a que las tarifas sean bajas, cosa que en realidad es al contrario, las tarifas han sido en una constante imparable aumento por parte de la comisión golpeando el bolsillo de miles de millones de mexicanos y cargándoles la mano en un servicio que es esencial para la vida diaria de todos nosotros, así como a la industria y al comercio. 

En días pasados, pudimos leer en diversas notas regionales en donde la Comisión Federal de Electricidad pretendía suscribir un convenio con los municipios para poder seguir cobrando el derecho de alumbrado público que corresponde a los mismos, negociando una tarifa o un porcentaje para que la Comisión Federal de Electricidad pudiera seguir llevando a cabo el cobro de dicho derecho de alumbrado público y una vez que es retenido directamente por dicha autoridad, se cobraría prácticamente lo que el municipio adeudara a la Comisión por concepto de alumbrado público y el remanente sería canalizado nuevamente a dicho municipio. 

Es decir, Comisión Federal de Electricidad que es una empresa pública y obligada a dar el servicio de energía eléctrica pretende cobrar o retener el derecho de alumbrado público que no le genera un costo adicional, ¿por qué?, en el mismo recibo que se imprime para cobrar la tarifa de consumo de energía eléctrica a todos los mexicanos, en ese mismo recibo se contempla el derecho de alumbrado público, se paga por el ciudadano, la misma Comisión Federal de Electricidad hace el cálculo, lo retiene y lo entera al municipio, cuando son empresas que están obligadas prácticamente a apoyar y a dar el servicio a los diferentes ayuntamientos de todo el país. 

Es por eso, que solicitamos por las razones que hemos presentado aquí el día de hoy, este Punto de Acuerdo sea aprobado con las características de urgente y obvia resolución, solicitando como único punto el siguiente: 

PUNTO DE ACUERDO

Único.- Que este Honorable Pleno envíe un atento exhorto al Gobierno Federal y a la Comisión Federal de Electricidad, para que analice y considere suspender de manera inmediata el cobro del porcentaje que está cargándole a los municipios de todo el país por la recaudación del derecho de alumbrado público municipal. 

Asimismo, solicitamos se exhorte a todas las legislaturas de todos los estados y de la Ciudad de México, para que rechacen este cobro de la Comisión Federal de Electricidad y a su vez, exhorten a sus municipios y al Gobierno Federal y a Comisión Federal de Electricidad, para que se manifiesten al respecto y se suspenda de inmediato dicho cobro por parte de la Comisión. 

Lo anterior, con fundamento en los artículos 21 y demás relativos y aplicables de la Ley Orgánica del Congreso, los integrantes del Grupo Parlamentario “José Lujambio”. 

Es cuanto, Diputado Presidente. 

Texto íntegro del Punto de Acuerdo presentado por el Diputado Jesús de León Tello, para su discusión en el Orden del Día. 
H.  PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

PRESENTE.- 

Proposición con Punto de Acuerdo que presenta el Diputado   Jesús de León Tello conjuntamente con los diputados integrantes  del Grupo Parlamentario “Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal” del Partido Acción Nacional  con objeto de que este H. Pleno envíe un atento exhorto al Gobierno Federal y a la Comisión Federal de Electricidad  para que analicen y consideren suspender el arbitrario del cobro de un porcentaje por la recaudación del derecho de alumbrado público (DAP).

Así mismo, que se exhorte a las legislaturas de todos los estados y de la Ciudad de México, para que rechacen este cobro de la CFE, y a su vez, exhorten a sus municipios a manifestarse al respecto.

En los años recientes la CFE ha enfrentado serios problemas financieros para continuar funcionando y manteniendo la red eléctrica nacional, pero estos problema no obedece ni a que las tarifas sean bajas, cosas que en realidad es al contrario, los aumentos han sido constantes e imparables de parte de la Comisión golpeando el bolsillo de los mexicanos, abusando al cargarles la mano en un servicio que es esencial para la vida diaria de todos nosotros. A si como para la industria y el comercio, quienes también ha debidos hacer ajustes extremos antes los constantes aumentos de tarifas que son contrarios a lo que al inicio de este sexenio se nos prometió, que fue la reducción de las mismas.

Hoy, en días pasados, pudimos leer diversas noticias regionales, donde la CFE pretende suscribir convenios con los municipios para poder seguir cobrando el DAP que corresponde a los mismos, renegociando la tarifa, se entiende, a un precio más alto, pero sin esclarecer cuáles son los costos de la recaudación ni las bases para cuantificar o determinar el costo o el porcentaje que pretenden cobrar.

En pocas palabras, y para ponerlo en perspectiva, el cobro que pretenden la CFE es totalmente arbitrario, ya que es sabido que dicho porcentaje lo descuenta automáticamente y a lo “chino”, de los recibos correspondientes, y en su caso, de sobrar un remanente, lo reintegra al municipios. Es por ende, como lo quiere hacer la CFE, un doble cobro o cobro de lo indebido, carente de todo sustento legal, es un abuso, un atraco.

Es decir, CFE es una empresa pública, obligada a dar el servicio de energía eléctrica, y cobrar o retener lo referente al DAP no les genera ningún costo adicional.

En ese sentido consideramos necesario que las legislaturas locales y los municipios del país se manifiesten al respecto, y rechacen este cobro.

Por las razones expuestas,  presentamos  a esta soberanía la siguiente: 

Proposición con Puntos de Acuerdo:

Que por las características del caso solicitamos que sea resuelta en la vía de urgente y obvia resolución.

Único.-  Este H. Pleno envíe un atento exhorto al gobierno federal y a la Comisión Federal de Electricidad para que analicen y consideren suspender el arbitrario del cobro de un porcentaje por la recaudación del derecho del alumbrado público (DAP).

Asimismo, que se exhorte a las legislaturas de todos los estados y de la Ciudad de México, para que rechacen este cobro de la CFE, y a su vez, exhorten a sus municipios a manifestarse al respecto.

Fundamos esta petición en los artículos 21, Fracción  VI,  179, 180 y 182 de La Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza. 

ATENTAMENTE

“POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEROSA Y UNA VIDA MEJOR Y MÁS DIGNA PARA TODOS”

GRUPO PARLAMENTARIO “ALONSO JOSÉ RICARDO LUJAMBIO IRÁZABAL” DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, 19 de septiembre de 2017

DIP. JESÚS DE LEÓN TELLO
DIP. LARIZA MONTIEL LUIS
     COORDINADOR

DIP. YOLANDA O. ACUÑA CONTRERAS      
DIP. JOSE A. PRUNEDA VALDEZ

Diputado Presidente Sergio Garza Castillo:

Gracias Diputado. 

Se somete a votación la solicitud para que se considere de urgente y obvia resolución la proposición con Punto de Acuerdo que se acaba de leer.  Le solicito a la Diputada Secretaria Martha Garay Cadena, se sirva tomar nota e informar sobre el resultado de la votación. 

Se abre el sistema. Se cierra el sistema. 

Diputada Secretaria Martha Hortensia Garay Cadena:

Le informo el resultado de la votación: 17 votos a favor; 0 votos en contra y 0 abstenciones. 

Diputado Presidente  Sergio Garza Castillo: 

Gracias, Diputada Secretaria. 

Se aprueba por unanimidad la solicitud para que la proposición que se dio a conocer sea considerada de urgente y obvia resolución. 

Ahora se somete a consideración de las y los Diputados el Punto de Acuerdo contenido en la proposición.  Si alguien desea intervenir, sírvase indicarlo mediante el sistema electrónico a fin de registrar su intervención. 

No habiendo intervenciones, procederemos a votar el Punto de Acuerdo que se sometió a consideración y le solicito a la Diputada Secretaria Martha Garay Cadena,  tome nota de la votación y una vez cerrado el registro de los votos informe sobre el resultado. 

Se abre el sistema de votación.  Se cierra el sistema. 

Diputada Secretaria Martha Hortensia Garay Cadena:

Diputado Presidente, le informo el resultado de la votación: 18 votos a favor; 0 votos en contra y 0 abstenciones. 

Diputado Presidente  Sergio Garza Castillo:

Gracias, Diputada Secretaria. 

Se aprueba por unanimidad el Punto de Acuerdo que se puso a consideración en los términos en que se planteó, por lo que debe procederse a lo que corresponda. 

A continuación, le solicito al Diputado Vicepresidente Luis Gurza Jaidar quede al frente de la Mesa, a fin de que el de la voz plantee una proposición con Punto de Acuerdo que se encuentra consignada en el Punto 11 C del Orden del Día previamente aprobado. 

Diputado Sergio Garza Castillo: 

Con su permiso, Diputado Vicepresidente en funciones de Presidente. 
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Proposición con Punto de Acuerdo que presenta el Diputado Sergio Garza Castillo, de la Fracción Parlamentaria “Hilda Graciela Rivera de Pérez Arreola” del partido Unidad Democrática de Coahuila, volviendo a insistir en la construcción de una presa rompe picos en el municipio de Acuña, Coahuila, que permita hacer frente a las fuertes precipitaciones pluviales, que año con año provocan inundaciones y daños a miles de habitantes en esa ciudad fronteriza.

En el mes de agosto del año pasado, un servidor subió a esta tribuna la necesidad de construir una presa rompe picos, en el municipio de Acuña Coahuila, proposición que fue respaldada de manera unánime por mis compañeras y compañeros Diputados de la Diputación Permanente.

No obstante, que se hicieron los exhortos por parte de este Honorable  Congreso a las autoridades correspondientes y los funcionarios del municipio, estuvieron insistiendo tanto en esta ciudad capital, como en la ciudad de México, en la construcción de la presa, al día de hoy, es fecha que no se ha ni siquiera autorizado el proyecto de construcción de dicha obra, que es de suma necesidad para miles de familias acuñenses, que en esta época de lluvias, permanecen con el temor permanente de que en cualquier momento puede caer una precipitación de grandes dimensiones y con ello terminar con todo su patrimonio.

Al respecto, les comento que el mes pasado se registró en ciudad Acuña,  una fuerte tormenta, la cual dejó de manifiesto la necesidad de que se construya de manera urgente una presa rompe picos aguas arriba del arroyo “Las Vacas”, lo que permitirá reducir los riesgos de inundaciones  que se presentan durante la temporada alta de huracanes y tormentas tropicales. De igual forma, cabe recordar que el año pasado producto de una fuerte precipitación, se vieron afectadas cerca de 11 colonias de ciudad Acuña.

De igual forma les comento que para este próximo miércoles, el Sistema Meteorológico Nacional, prevé fuertes lluvias en todo el estado de Coahuila, esperemos que de ser cierto y se den dichas lluvias, el municipio de Acuña no se vea afectado por la falta de esta tan  importante obra de construcción a la que me he venido refiriendo en este Punto de Acuerdo.

Como lo he señalado con anterioridad, así como muchas regiones del país, Ciudad Acuña, tiene problemas muy serios de inundaciones porque además de su accidentada topografía, creció desordenadamente al permitirse construir fraccionamientos en sectores de alto riesgo, de ahí la razón, para poder dar una solución de fondo a este problema que padece la ciudad en época de lluvias, mediante la construcción de una presa rompe picos, que controle las avenidas y mantenga a la ciudad a salvo de inundaciones cada vez que se den lluvias fuertes o tormentas copiosas.

Por todo ello, es que se hace de suma necesidad, una inversión aproximada de 200 millones de pesos, que permita  la construcción de drenes, así como un sistema de drenaje pluvial en el centro de la Ciudad de Acuña, además de una presa rompe picos aguas arriba del arroyo Las Vacas, para solucionar de fondo el grave problema de las constantes inundaciones derivadas principalmente de una mala planeación en la construcción de fraccionamientos en esa ciudad. 

Evitándose además los escurrimientos que se generan y poder así controlar las fuertes inundaciones que sufren las avenidas, así como evitar  que se aneguen las principales vialidades.

Por lo anteriormente expuesto, y en ejercicio de las facultades que me otorga el Artículo 21 fracción VI, 84, 179, 180, 181, 182 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, se pone a consideración de este Pleno, la siguiente proposición con Punto de Acuerdo, para su urgente y obvia resolución.

Único.- Que esta LX Legislatura, envíe nuevamente un exhorto a la Comisión Nacional del Agua (CONAGUA), a la Comisión Estatal de Aguas y Saneamiento (CEAS), así como al cabildo municipal de Acuña, a efecto de solicitarles que de manera coordinada, vean la forma en que participando los tres órdenes de gobierno, puedan concretar la construcción de una presa rompe picos en el municipio de Acuña, Coahuila, a fin de evitar los graves daños y molestias que se ocasiona a la ciudadanía, producto de las inundaciones en temporada de lluvias.

Atentamente
Saltillo, Coahuila a 19 de Septiembre de 2017

DIP. SERGIO GARZA CASTILLO.

Coordinador de la Fracción Parlamentaria “Hilda Graciela Rivera de Pérez Arreola”, del Partido Unidad Democrática de Coahuila. 

Es cuanto, Diputado Vicepresidente en funciones de Presidente. 

Diputado Vicepresidente Luis Gurza Jaidar:

Gracias Diputado.

Se somete a votación la solicitud para que se considere de urgente y obvia resolución la proposición con Punto de Acuerdo que se acaba de leer.  Diputada Secretaria Martha Garay Cadena, sírvase tomar nota e informar sobre el resultado de la votación. 

Se abre el sistema. Se cierra el sistema. 

Diputada Secretaria Martha Hortensia Garay Cadena:

Diputado Vicepresidente, le informo el resultado de la votación: 18 votos a favor; 0 votos en contra y 0 abstenciones. 

Diputado Presidente Sergio Garza Castillo:

Se aprueba por unanimidad la solicitud para que la proposición que se  dio a conocer sea considerada de urgente y obvia resolución. 

Se somete a consideración de las Diputadas y Diputados el Punto de Acuerdo contenido en la proposición.  Si alguien desea intervenir, sírvase indicarlo mediante el sistema. 

No habiendo intervenciones, procedemos a votar el Punto de Acuerdo que se sometió a consideración.   Diputada Secretaria Martha Garay Cadena,  tome nota de la votación y una vez cerrado el registro de los votos informe sobre el resultado. 

Se abre el sistema.  Se cierra el sistema. 

Diputada Secretaria Martha Hortensia Garay Cadena:

Diputado Vicepresidente, el resultado de la votación es 18 votos a favor; 0 votos en contra y 0 abstenciones. 

Diputado Vicepresidente Luis Gurza Jaidar:  

Se aprueba por unanimidad el Punto de Acuerdo que se puso a consideración en los términos en que se planteó, por lo que debe procederse a lo que corresponda. 

A continuación, se concede la palabra a la Diputada Verónica Martínez García, para dar lectura a una proposición con Punto de Acuerdo que presenta y que se encuentra consignada en el Punto 11 D del Orden del Día aprobado. 

Diputada Verónica Martínez García:

Gracias Diputado. 

PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO QUE PRESENTAN LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR CONDUCTO DE LA DIPUTADA VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA, IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO, MATHA HORTENCIA GARAY CADENA, GEORGINA CANO TORRALVA, MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN, LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA, SOCORRO LOZANO DÁVILA Y GRACIELA TRUEBA CARRILLO,  POR EL QUE SE SOLICITA, A LA PROCURADURÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA, SE HAGA JUSTICIA Y SE CASTIGUE CON TODO EL PESO DE LA LEY, A QUIEN RESULTE CULPABLE DEL ASESINATO DE LA JOVEN MARA FERNANDA CASTILLA MIRANDA. 

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO

DE COAHUILA DE ZARAGOZA

PRESENTE.-

La suscrita Diputada Verónica Martínez García, Irma Leticia Castaño Orozco, Matha Hortencia Garay Cadena, Georgina Cano Torralva, Martha Carolina Morales Iribarren, Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga, Socorro Lozano Dávila y  Graciela Trueba Carrillo, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que suscriben el presente documento, con apoyo en lo dispuesto por los Artículos 21 fracción VI, 179, 180, 181, 182 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, me permito presentar a esta Soberanía, la presente Proposición con Punto de Acuerdo, solicitando sea considerada de urgente y obvia resolución en base a las siguientes:

C O N S I D E R A C I O N E S

Este fin de semana, cientos de mujeres de la Ciudad de México, León, Puebla, Guadalajara y Torreón, entre otras ciudades, salieron a las calles a manifestarse y a pedir justicia, por la muerte de la estudiante Mara Fernanda Castilla Miranda, quien, según se ha informado, fue privada de la libertad, violada y luego asesinada, por un conductor de la empresa de transporte privado llamada Cabify.
Desafortunadamente, este no es un hecho único o extraordinario,  cifras del INEGI señalan que el 66.1% de las mujeres mexicanas han padecido por lo menos un hecho de violencia en sus vidas, y tan solo en lo que va del 2017 han ocurrido mil 055 feminicidios, según el informe realizado por María Salguero, Ingeniera del Instituto Politécnico Nacional, que creó un mapa que alimenta con los reportes publicados en la prensa.
Esto es muy lamentable, ninguna muerte debe quedar impune, el caso de Mara debe ser el bastión que obligue a todos, sociedad y gobierno, a asumir nuestra responsabilidad.

Desde esta tribuna, exigimos un castigo ejemplar para el responsable y corresponsables de que la joven asesinada, que se ejerza sin tregua todo el peso de la Ley.

De igual forma, nos unimos a la propuesta del Instituto Nacional de las Mujeres, para solicitar a las autoridades competentes, se haga lo indispensable para garantizar que las empresas que ofrecen servicios privados de transporte de personas, cuenten con más y mejores estándares de seguridad para sus pasajeros.

En  particular, exigimos que de manera urgente se procure la seguridad para las mujeres, mediante la implementación de protocolos que permitan un traslado seguro, sin acoso, sin hostigamiento o riesgo que pueda afectar la integridad de las usuarias.

Todas las mujeres, desde la niñez hasta la tercera edad, tenemos derecho a vivir libres de violencia y es fundamental lograr que ese derecho sea una realidad cotidiana para todas. 

Desde aquí, nuestro compromiso para trabajar  por  las mexicanas,  con todos los sectores, para consolidar el diseño e instrumentación de estrategias que erradiquen la violencia de género contra las mujeres. No podemos permitir, que las mujeres vivan con miedo.
Por lo tanto, con fundamento en lo dispuesto por los Artículos 21 fracción VI, 84, 179, 180, 181, 182 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, presento ante esta Soberanía, el siguiente:

PUNTO DE ACUERDO

ÚNICO.- SE SOLICITE, A LA PROCURADURÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA, SE HAGA JUSTICIA Y SE CASTIGUE CON TODO EL PESO DE LA LEY, A QUIEN RESULTE CULPABLE DEL ASESINATO DE LA JOVEN MARA FERNANDA CASTILLA MIRANDA.
SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA, 19 DE SEPTIEMBRE DE 2017

DEL GRUPO PARLAMENTARIO 

“GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”,

DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

	DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA

DIP. MATHA HORTENCIA GARAY CADENA

DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN

DIP. MARÍA DEL SOCORRO LOZANO DÁVILA


	DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO

DIP. GEORGINA CANO TORRALVA

DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA

DIP. GRACIELA TRUEBA CARRILLO




LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER
DIP. LUIS GURZA JAIDAR

DIP. ANTONIO NERIO MALTOS
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ       
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ                   
DIP. JULIÁN EDUARDO MEDRANO AGUIRRE

Es cuanto, Diputado Presidente. 

Diputado Presidente  Sergio Garza Castillo:

Gracias Diputada. 

Se somete a votación la solicitud para que se considere de urgente y obvia resolución la proposición con Punto de Acuerdo que se acaba de leer, por lo cual le solicito a la Diputada Secretaria Martha Garay Cadena, se sirva tomar nota e informar sobre el resultado de la votación. 

Se abre el sistema de votación.  Se cierra el sistema. 

Diputada Secretaria Martha Hortensia Garay Cadena:

Diputado Presidente,  el resultado de la votación es 18 votos a favor; 0 votos en contra y 0 abstenciones. 

Diputado Presidente  Sergio Garza Castillo: 

Gracias, Diputada Secretaria. 

Se aprueba por unanimidad la solicitud para que la proposición que se dio a conocer sea considerada de urgente y obvia resolución. 

Se somete a consideración de las Diputadas y Diputados el Punto de Acuerdo que sea acaba de leer, por lo cual, le solicito a la Diputada Martha Garay Cadena, se sirva tomar nota de la votación e informar sobre el resultado. 

Se abre el sistema de votación.  Se cierra el sistema. 

Diputada Secretaria Martha Hortensia Garay Cadena:

Diputado Presidente,  el resultado de la votación es: 17 votos a favor; 0 votos en contra y 0 abstenciones. 

Diputado Presidente  Sergio Garza Castillo: 

Gracias, Diputada Secretaria. 

Se aprueba el Punto de Acuerdo que se puso a consideración en los términos que se planteó, por lo que debe procederse a lo que corresponda. 

A continuación, esta Presidencia concede el uso de la voz a la Diputada Carolina Morales Iribarren para dar lectura a una proposición con Punto de Acuerdo que presenta y que se encuentra consignada en el Punto 11 E del Orden del Día previamente aprobado. 

Se concede el uso de la voz al Diputado Antonio Nerio Maltos, para leer el punto antes mencionado. 

Diputado Antonio Nerio Maltos:

Gracias, Diputado Presidente, con su permiso. 

PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO QUE PRESENTAN LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR CONDUCTO DE LA DIPUTADA VERÓNICA MARTÍNEZ  GARCÍA, ANTONIO NERIO MALTOS Y MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN, POR EL QUE SE EXHORTA RESPETUOSAMENTE AL GRUPO INTERINSTITUCIONAL PARA LA DELIMITACIÓN DE LAS ZONAS METROPOLITANAS, CONFORMADO POR LA SECRETARÍA DE DESARROLLO SOCIAL,  POR EL INSTITUTO NACIONAL DE ESTADÍSTICA, GEOGRAFÍA E INFORMÁTICA Y POR EL CONSEJO NACIONAL DE POBLACIÓN,  PARA QUE CONSIDEREN LA VIABILIDAD DE INICIAR LOS ESTUDIOS Y ANÁLISIS TÉCNICOS QUE SEAN NECESARIOS PARA QUE LA REGIÓN CARBONÍFERA, INTEGRADA POR LOS MUNICIPIOS DE SABINAS, SAN JUAN DE SABINAS Y MÚZQUIZ, DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, SEA RECONOCIDA COMO UNA ZONA METROPOLITANA.

Los Diputados que suscribimos el presente documento, la Diputada Verónica Martínez García, la Diputada Martha Carolina Morales Iribarren y el de la voz, Diputado Antonio Nerio Maltos, del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que suscriben el presente documento, con apoyo en lo dispuesto en los artículos 21 fracción VI, 179, 180, 181, 182 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, nos  permitimos  presentar a esta Soberanía, la presente Proposición con Punto de Acuerdo, solicitando sea considerada de urgente y obvia resolución en base a las siguientes:
C O N S I D E R A C I O N E S

Los centros de población en México, han sufrido diversas transformaciones. La expansión de las ciudades y el crecimiento constante de las áreas urbanas, ha reconfigurado la concentración poblacional de nuestro país. 

El problema, es que el desarrollo urbano se ha ido construyendo conforme el aumento de la población, pero con falta de planeación y crecimiento equilibrado provocando que las ciudades poco a poco sean rebasadas tanto administrativamente como territorialmente y vayan diluyendo los límites entre uno y otro centro de población, generando las primeras metrópolis del país.

Delimitar las zonas metropolitanas ha permitido facilitar una correcta dimensión y características del proceso de metropolización, así como generar políticas públicas, estrategias y acciones que permiten aprovechar las oportunidades de desarrollo tanto social, cultural y económico que estas metrópolis representan.

La Secretaría de Desarrollo Social (SEDESOL), el Consejo Nacional de Población (CONAPO), y el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI), han definido un solo concepto para zonas metropolitanas, el cual pudo ser construido a partir de diversos análisis y definiciones académicas e institucionales tanto nacionales como internacionales, bajo cuatro elementos comunes que son: el tamaño de la población; la expansión urbana y contigüidad; la densidad poblacional y el desplazamiento laboral y dependencia.

La importancia que las zonas metropolitanas representan tanto para el impulso de la economía como para el desarrollo social y el crecimiento sustentable, han generado diversas medidas que garanticen su crecimiento ordenado.

Una de estas medidas, ha sido el Fondo Metropolitano creado en 2006, cuyos recursos federales tienen como fin, ser un instrumento de planeación urbana para el financiamiento de la ejecución de estudios, programas, proyectos, acciones y obras públicas, para impulsar la competitividad económica y las capacidades productivas de las zonas metropolitanas.

Tener el reconocimiento de zona metropolitana es, sin duda, un gran impulso para el desarrollo de las diversas zonas y la entidad, Por ello, en 2015, el compañero Diputado Antonio Nerio Maltos y la Senadora Hilda Flores Escalera, presentaron ante el Congreso Local y el Senado respectivamente, la proposición para la creación de la Zona Metropolitana de la Región Carbonífera, pero en ese momento no se tenían las condiciones para su consideración.

Esto lo mencionamos porque en la LXII Legislatura, el Diputado Federal Priista, Alfio Vega de la Peña, presentó la misma propuesta ante la Comisión Permanente del H. Congreso de la Unión, y la respuesta emitida por el Consejo Nacional de Población, mediante el oficio SG/197/2013 fue la siguiente:

 “Aunque el Grupo Interinstitucional para la Delimitación de las Zonas Metropolitanas de México planea continuar con los trabajos, no hay por el momento información más reciente que permita la actualización de los indicadores estimados en el ejercicio de delimitación de 2010; mismos que se actualizarán a la luz de la publicación de los resultados del próximo Conteo de Población y Vivienda a realizarse en el 2015…”

Una vez dados a conocer los resultados de este conteo, en mayo de 2016, Diputados Coahuilenses del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, presentaron una proposición similar y ésta fue turnada mediante oficio CP2R1A.-67, pero no se ha dado respuesta todavía.

El Diputado, solicitó el reconocimiento de la región carbonífera como una zona metropolitana, dado que los  rasgos físicos y continuidad urbana tuvieron una clara transformación. En conjunto, la población de los municipios de Sabinas, San Juan de Sabinas y Múzquiz, asciende a 169, 330 mil personas.

Hasta ahora contamos con cuatro zonas metropolitanas: La Sureste integrada por Saltillo, Ramos Arizpe y Arteaga; La de La Laguna, conformada por los municipios Coahuilenses de Torreón y Matamoros y los del vecino estado de Durango, Lerdo y Gómez Palacio. La Zona Metropolitana Centro con Monclova, Frontera y Castaños; y La Zona Metropolitana Norte integrada por Piedras Negras y Nava. 

Como sabemos, cada uno de estos municipios han logrado elevar los niveles de desarrollo y bienestar de su respectiva población, contando con una infraestructura y servicios públicos que satisfacen la demanda ciudadana, además de construir una integración intermunicipal, que contribuye a la armonización de su normatividad y criterios, circunstancia que permite la solución de problemas comunes y la respuesta a problemas esenciales para la población.

Por lo tanto, sumándonos a la petición de quienes nos anteceden en la gestión  y con fundamento en lo dispuesto por los Artículos 21 fracción VI, 84, 179, 180, 181, 182 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, presento ante esta Soberanía, el siguiente:
PUNTO DE ACUERDO

Único.-  Se exhorte respetuosamente al Grupo Interinstitucional para la Delimitación de las Zonas Metropolitanas, conformado por la Secretaría de Desarrollo Social, el Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática y el Consejo Nacional de Población, para que consideren la viabilidad de iniciar los estudios y análisis técnicos que sean necesarios para que la Región Carbonífera, integrada por los municipios de Sabinas, San Juan de Sabinas y Múzquiz, del Estado de Coahuila de Zaragoza, sea reconocida como una zona metropolitana.
A T E N T A M E N T E

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 19 de Septiembre de 2017.

DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA

ANTONIO NERIO MALTOS.            MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN

LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER
DIP. LUIS GURZA JAIDAR

DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. GEORGINA CANO TORRALVA
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ
DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO

DIP. JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ                       
DIP. JULIÁN EDUARDO MEDRANO AGUIRRE

DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA       DIP. MARÍA DEL SOCORRO LOZANO DÁVILA

DIP. GRACIELA TRUEBA CARRILLO

Es cuanto, Diputado Presidente. 

Diputado Presidente Sergio Garza Castillo:

Gracias Diputado. 

Se somete a votación la solicitud para que se considere de urgente y obvia resolución la proposición con Punto de Acuerdo que se acaba de leer, y le solicito a la Diputada Secretaria Claudia Elisa Morales Salazar, se sirva tomar nota e informar sobre el resultado. 

Se abre el sistema de votación.  Se cierra el sistema. 

Diputada Secretaria Claudia Elisa Morales Salazar:

Diputado Presidente, se informa que el resultado de la votación es el siguiente: 18 votos a favor; 0 votos en contra y 0 abstenciones. 

Diputado Presidente  Sergio Garza Castillo: 

Gracias, Diputada Secretaria. 

Se aprueba por unanimidad la solicitud para que la proposición que se dio a conocer sea considerada de urgente y obvia resolución. 

Se somete a consideración de las y los Diputados el Punto de Acuerdo contenido en la proposición. Si alguien desea intervenir, sírvase indicarlo mediante el sistema electrónico a fin de registrar su intervención. 

No habiendo intervenciones, procederemos a votar el Punto de Acuerdo que se  sometió a consideración, y le solicito a la Diputada Secretaria Claudia Elisa Morales Salazar, tome nota de la votación e informe sobre el resultado de los votos. 

Se abre el sistema de votación.  Se cierra el sistema. 

Diputada Secretaria Claudia Elisa Morales Salazar:

Diputado Presidente,  el resultado de la votación es el siguiente: 19 votos a favor; 0 votos en contra y 0 abstenciones. 

Diputado Presidente  Sergio Garza Castillo: 

Gracias, Diputada Secretaria. 

Se aprueba por unanimidad el Punto de Acuerdo que se puso a consideración en los términos en que se planteó, por lo que debe procederse a lo que corresponda. 

A continuación, esta Presidencia le concede el uso de la voz, a la Diputada Graciela Trueba Carrillo, para dar lectura a una proposición con Punto de Acuerdo que presenta y que se encuentra consignada en el Punto 11 F del Orden del Día  previamente aprobado.  Adelante Diputada. 

Diputada Graciela Trueba Carrillo:

Con su permiso, Diputado Presidente. 

PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO QUE PRESENTA EL GRUPO PARLAMENTARIO “GENERAL EULALIO GUTIÉRREZ ORTÍZ” DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, EN VOZ DE LA DIP. GRACIELA TRUEBA CARRILLO, POR EL QUE SE SOLICITA RESPETUOSAMENTE AL TITULAR DE LA SECRETARÍA DE SALUD EN EL ESTADO, ANALICE LA URGENCIA DE AMPLIAR, Y ASIGNAR UN MÉDICO, AL CENTRO DE SALUD DE LA COMUNIDAD DE LEQUITIO, DEL MUNICIPIO DE FRANCISCO I. MADERO.
La de la voz, Diputada Graciela Trueba Carrillo, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que suscriben el presente documento, con apoyo en lo dispuesto por los Artículos 21 fracción VI, 179, 180, 181, 182 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, me permito presentar a esta Soberanía, la presente Proposición con Punto de Acuerdo, solicitando sea considerada de urgente y obvia resolución en base a las siguientes:

C O N S I D E R A C I O N E S

De acuerdo a la Organización Mundial de la Salud, “El goce del grado máximo de salud que se pueda lograr, es uno de los derechos fundamentales de todo ser humano.” y para el cumplimiento de este derecho, es indispensable contar con un conjunto de criterios sociales que la hagan alcanzable para todas las personas.

Las políticas y programas de salud, deben estar orientadas a respetar y proteger los derechos humanos y afianzar la responsabilidad del sector sanitario respecto de la salud de cada persona.

El artículo cuarto constitucional, señala que toda persona tiene derecho a la protección de la salud y establece que las bases y modalidades para el acceso a estos servicios, debe establecer la concurrencia de la Federación y las entidades federativas en la materia.

De igual manera,  de acuerdo a la Declaración Universal de Derechos Humanos y el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, la salud como derecho inalienable e inherente a todo ser humano. Ello implica, la obligación del Estado de respetar, proteger y garantizar el derecho a la salud de todos sus ciudadanos, no sólo asegurando el acceso a la atención, sino también asegurando que sea adecuada. 

De igual forma, la ONU ha señalado que el derecho a la salud debe abarcar elementos esenciales e interrelacionados como la disponibilidad y accesibilidad. 

La disponibilidad referida a contar con un número suficiente de establecimientos de salud, recursos humanos, médicos, profesionales técnicos y personal capacitado, y accesibilidad, haciendo hincapié en los sectores más vulnerables y marginados de la población. 

Por ello, compañeras y compañeros Diputados, solicito su apoyo para que habitantes de la comunidad del ejido  Lequeitio, perteneciente al municipio de Francisco I. Madero, tengan acceso de manera suficiente y asequible al derecho fundamental de la salud.

El Centro de Salud del ejido  Lequeitio es muy pequeño y solo cuenta con médico, lo que lo hace inaccesible e inadecuado. Tan solo esta comunidad, cuenta con una población superior a los 2 mil habitantes, y el Centro de Salud brinda atención a otras comunidades cercanas como Finisterre, la Florencia, Alamito y Covadonga,  Yucatán, las Mercedes, Colón, la Virgen, por mencionar algunos.

Por lo tanto, en fundamento en lo dispuesto por los Artículos 21 fracción VI, 84, 179, 180, 181, 182 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, presento ante esta Soberanía, el siguiente:

PUNTO DE ACUERDO

ÚNICO.- SE SOLICITE RESPETUOSAMENTE AL TITULAR DE LA SECRETARÍA DE SALUD EN EL ESTADO, ANALICE LA URGENCIA DE AMPLIAR, Y ASIGNAR UN MÉDICO, MÁS,  AL CENTRO DE SALUD DE LA COMUNIDAD DE LEQUEITIO, DEL MUNICIPIO DE FRANCISCO I. MADERO
A T E N T A M E N T E

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 19 de septiembre de 2017.

DIP. GRACIELA TRUEBA CARRILLO

LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER
DIP. LUIS GURZA JAIDAR

DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. ANTONIO NERIO MALTOS
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA         
DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN

DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ
DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO

DIP. JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ                            
DIP. JULIÁN EDUARDO MEDRANO AGUIRRE

DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA      
DIP. MARÍA DEL SOCORRO LOZANO DÁVILA

DIP. GEORGINA CANO TORRALVA

Es cuanto, Diputado Presidente. 

Diputado Presidente Sergio Garza Castillo:

Gracias Diputada. 

Se somete a votación la solicitud para que se considere de urgente y obvia resolución la proposición con Punto de Acuerdo que se acaba de leer.  Le solicito a la Diputada Secretaria Martha Garay Cadena, se sirva tomar nota e informar sobre el resultado de la votación. 

Se abre el sistema de votación.  Se cierra el sistema. 

Diputada Secretaria Martha Hortensia Garay Cadena:

Diputado Presidente, el resultado de la votación es 19 votos a favor; 0 votos en contra y 0 abstenciones. 

Diputado Presidente  Sergio Garza Castillo: 

Gracias, Diputada Secretaria. 

Se aprueba por unanimidad la solicitud para que la proposición que se dio a conocer sea considerada de urgente y obvia resolución. 

Se somete a consideración de las y los Diputados el Punto de Acuerdo contenido en la proposición.  Si alguien desea intervenir, sírvase manifestarlo mediante el sistema electrónico a fin de registrar su intervención. 

No habiendo intervenciones, procederemos a votar el Punto de Acuerdo que se sometió a consideración, y le solicito a la Diputada Secretaria Martha Garay Cadena, tome nota de la votación y una vez cerrado el registro de los votos informe sobre el resultado. 

Se abre el sistema de votación. Se cierra el sistema. 

Diputada Secretaria Martha Hortensia Garay Cadena:

Diputado Presidente, el resultado de la votación es 19 votos a favor; 0 votos en contra y 0 abstenciones. 

Diputado Presidente  Sergio Garza Castillo: 

Gracias, Diputada Secretaria. 

Se aprueba por unanimidad el Punto de Acuerdo que se puso a consideración en los términos en que se planteó, por lo que debe procederse a lo que corresponda. 

A continuación, esta Presidencia concede el uso de la voz a la Diputada  Irma Leticia Castaño Orozco, para dar lectura a un Pronunciamiento que se encuentra consignado en el Punto 12 A del Orden del Día previamente aprobado. 

Adelante Diputada. 

Diputada  Irma Leticia Castaño Orozco:

Con su permiso, Diputado Presidente. 

PRONUNCIAMIENTO PRESENTADO POR LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR CONDUCTO DE LA DIPUTADA IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO, EN RELACIÓN AL FEMINICIDIO.

H.  PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO.-

Compañeras y Compañeros Diputados.

“Mujer que sabe latín, ni tiene marido, ni tiene buen fin”.   

Rezaba: Rosario Castellanos, hace mucho tiempo y parece que a la fecha seguimos teniendo problemas con esto. 

Pareciera que es un hecho que la mujer, por serlo y desde el momento de su nacimiento, está sentenciada a someterse al hombre.

La cultura nacional está llena de sometimientos. Uno de los más fuertes es el que la mujer siempre padece a la sombra de la masculinidad; es decir, aceptar cierta superioridad del hombre sobre ella. Debemos trabajar con nuestra cultura y en nuestra vida cotidiana para vernos como pares, porque tan importante es ser mujer como ser hombre, lo cual no debe señalar  ninguna ventaja ni en la norma ni en la conducta.

Bastante preocupante es que cada vez más mujeres sean sometidas en crímenes de odio, como lo son los feminicidios y eso no es más que producto de una sociedad descompuesta. 

Se trata de hacer leyes que en el proceso cultural de la mujer le permita crearse y recrearse a sí misma como sujeto de la historia, porque no hay mejor forma de justicia que el equilibrio de los seres. La mujer mexicana debe romper, con ese infinita acción mundana de descalificación, cuando es creativa, considerando que es creativa en toda la vida cotidiana.

Que estas leyes vayan acompañadas más de procesos culturales que valoren el papel de las mujeres, y esto también debe estar cimentado en el ámbito educativo, ya que debe ser base de la formación de todo  individuo.  No se puede explicar un ciudadano que no vea en sus congéneres una parte  igual que él.

Yo vengo a demandar que como sociedad, nos pronunciemos por la generación de actitudes cotidianas que permitan que la mujer y el hombre se entiendan, se vean y se quieran como pares; si no tenemos la creatividad como individuos, de desarrollarnos como semejantes, nunca vamos a producir una sociedad de avanzada. El odio entre sujetos, no es más que un retraso histórico que nuestra sociedad tiene, por eso debemos caminar hacia el futuro, generando hombres y mujeres, fuertes, sólidos y respetuosos.

Hoy quiero recordar a la escritora mexicana Rosario Castellanos, quien con mucha atingencia, señala que una mujer preparada o educada académicamente, podría correr el riesgo de ser discriminada. Hoy más que nunca tenemos que señalar, que una mujer que sabe latín, debe tener un buen principio y un buen fin, porque es lo que la sociedad está demandando entre las mujeres.  

Luchar contra los feminicidios, no es más que dejar un señalamiento: que los odios, sexistas, deben dejar de aparecer en la sociedad mexicana. Estamos en pleno siglo XXI y no es posible, que sigamos arrastrando procesos culturales que quizás parecieran prehistóricos.

La mujer, y particularmente la mujer mexicana, con toda su creatividad y con toda la generación de acciones, nos ha mostrado una ruta que debemos caminar. Hoy más que nunca es donde  debemos señalar que somos nosotras las que nos debemos convocar a superar nuestros rezagos históricos, a denunciar nuestras fortalezas y hacer valer nuestros espíritus. Nunca más un feminicidio en México, nunca más permitiremos  que los hombres nos vean como objeto y con odio. Debemos hacerle sentir a la sociedad mexicana que se ha convertido la mujer en un sujeto histórico capaz de transformar el pensamiento, de tal manera que con la mirada al frente señala con mucha claridad en nuestros ojos, que puede estar en el conjunto del conocimiento y en la capacidad de la creación de un sujeto social, que comparta al parejo con el hombre la construcción de una nueva  sociedad mexicana. 

Hoy más que nunca debemos decir no a los feminicidios, no a la discriminación femenina y no al asesinato a la mujer,  y hagamos un rescate de la mujer mexicana como la querían ver las literatas del siglo XX. Disfrutemos del conocimiento, y reiterando lo que dijimos en un principio: que una mujer que sabe latín, debe tener un buen principio y un buen fin.

He decidido presentar este Pronunciamiento, porque ya no queremos más feminicidios en ningún rincón de la tierra.  Pero a nosotros en este Congreso nos corresponde atender el estado de Coahuila, les propongo que busquemos que eso jamás suceda en nuestro Estado, si algo de da vida al Estado, somos las mujeres de Coahuila, no hay más valor que los que ellas nos pueden dar.  Protejamos ese patrimonio, eduquemos ese patrimonio de la feminidad, entendiéndola no como competencia del hombre sino como la parte que complementa la sociedad. Hagamos de Coahuila el primer Estado sin feminicidios.  Eduquémonos y preparémonos para eso en todos los espacios educativos y familiares,  se requiere la sensibilidad de que entendamos que el hombre y la mujer somos iguales, que nuestra vida cotidiana nos  conduzca al espacio del respeto mutuo entre hombres y mujeres y que logremos crear, que el pensamiento y el estudio femenino, la parte complementaria que la mujer puede dar a nuestra entidad. Debemos hacer que sea la mujer coahuilense la que con su mirada y su andar, la que promueva el cambio en esta historia. 

SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA,  A 19 DE SEPTIEMBRE DE 2017.

DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO.
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DIP. LUIS GURZA JAIDAR

DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA
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Es cuanto, Diputado Presidente. 

Diputado Presidente Sergio Garza Castillo:

Gracias Diputada. 

Agotados los puntos del Orden del Orden del Día y siendo las 14 horas con 10 minutos del día 19 de septiembre del año 2017, se da por concluida esta Séptima Sesión del Segundo Período Ordinario de Sesiones del Tercer Año de Ejercicio Constitucional de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado.
Y esta Presidencia informa que la fecha y hora de la próxima sesión está por definirse, pero en los próximos días serán informados cada uno de los miembros de esta Legislatura vía electrónica.

Esta Presidencia quiere agradecer la colaboración de mis compañeras Diputadas, la Diputada Secretaria Martha Garay Cadena, de la Diputada Secretaria Claudia Elisa Morales Salazar, de la Diputada Vicepresidenta Irma Leticia Castaño Orozco y del Diputado Vicepresidente Luis Gurza Jaidar, por la colaboración a llevar la presente sesión.

Muchas gracias y que tengan muy buena tarde.
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